
 

 

RESOLUCIONES DE LA JUNTA ARBITRAL DEL CONCIERTO ECONÓMICO 

 

Resolución R 18/2011 Expediente 9/2008 

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 26 de julio 
de 2011 

La Junta Arbitral del Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
compuesta por D. Carlos Palao Taboada, 
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Javier 
Muguruza Arrese, Vocales, ha adoptado el 
siguiente 

ACUERDO 

Sobre el conflicto de competencias plan-
teado por la Diputación Foral de Bizkaia co-
ntra la Administración del Estado en lo que se 
refiere a la determinación del domicilio fiscal 
de la sociedad ENTIDAD 1 S.L. (CIF -------) y de 
la sociedad ENTIDAD 2 S.A. (CIF ------), absor-
bida por la primera, en relación con el Im-
puesto sobre Sociedades y con el Impuesto 
sobre el Valor Añadido correspondientes al 
ejercicio de 2001 que se tramita por esta 
Junta Arbitral con el número de expediente 
9/2008. 

l.- ANTECEDENTES 

1. Reiteramos, en primer lugar, los anteceden-
tes de la anterior resolución de la Junta Arbi-
tral dictada en este conflicto, que se transcri-
ben a continuación: 

1. El presente conflicto de competencias 
tuvo entrada en el registro de esta Junta 
Arbitral el 14 de marzo de 2008, mediante 
escrito firmado por el Diputado Foral de 
Hacienda y Finanzas de la Diputación Fo-
ral de Bizkaia, donde literalmente señala 
que "Constituida la Junta Arbitral del Con-

cierto Económico el 30 de julio de 2007 y a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 65 y 
siguientes del vigente Concierto Económi-
co (...) se remiten adjuntos los expedientes 
relativos a los conflictos planteados con 
anterioridad a dicha constitución por la 
Hacienda Foral de Bizkaia", entre los que 
se encuentra el relativo a ENTIDAD 1 S.L. 
(abreviatura que utilizaremos para desig-
nar en adelante a la sociedad en cues-
tión). 

2. La Diputación Foral de Bizkaia (en concre-
to, el Director General de Hacienda del 
Departamento de Hacienda y Finanzas) 
requirió de inhibición a la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria (en adelante, 
AEAT) mediante escrito dirigido a la Dele-
gación Especial de la AEAT del País Vasco 
de 27 de mayo de 2005, fundando el mis-
mo en que la competencia correspondía 
a Bizkaia toda vez que el domicilio fiscal 
de la sociedad radicaba en dicho territo-
rio histórico y su volumen de operaciones 
en el año anterior era inferior a 500 millo-
nes de pesetas. 

Dicho requerimiento no fue atendido 
por ésta, lo que motivó que el Secretario 
General Técnico del Departamento de 
Economía y Finanzas de la Diputación Fo-
ral de Bizkaia, mediante escrito de 21 de 
noviembre de 2005 (con fecha de salida 
de 29 del mismo mes) dirigido a la Direc-
ción General de Financiación Territorial del 
Ministerio de Economía y Hacienda susci-
tase formalmente conflicto de compe-
tencias al amparo del artículo 66.Uno.b) 
del Concierto Económico aprobado por 
Ley 12/2002, de 23 de mayo, por conside-
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rar que la Administración competente pa-
ra realizar actuaciones inspectoras era la 
Hacienda Foral de Bizkaia y no la Delega-
ción Especial de la AEAT del País Vasco, 
solicitando que se adoptasen todas las 
medidas dirigidas a llevar a efecto la pa-
ralización de actuaciones, de conformi-
dad con el artículo 66.Dos del Concierto 
Económico. 

3. La sociedad ENTIDAD 2 SA se constituyó el 
10 de noviembre de 1988, siendo su prin-
cipal objeto social la actividad hotelera y 
hostelera (la cafetería-restaurante) dado 
que la accionista principal aportó un hotel 
- que constituía su principal activo, con un 
valor neto contable de 162.000.000 de pe-
setas- realizando la explotación del mismo 
hasta finales de octubre de 2001; el 1 de 
octubre de dicho año presenta ante la 
Delegación de la AEAT de Cantabria soli-
citud de cese en su actividad hotelera, 
realizando sus últimas ventas en octubre 
de dicho año. El día 4 de octubre de 2001 
presenta en el Registro Mercantil de Can-
tabria solicitud de cierre de inscripciones 
registrales por traslado del domicilio social 
a la calle AAA, xx, de Bilbao; por su parte, 
el cambio de domicilio social se inscribe el 
10 de octubre de 2001 en el Registro Mer-
cantil de Bizkaia. Posteriormente presenta 
declaración censal de cambio de domici-
lio fiscal en la Diputación Foral de Bizkaia 
el 15 de noviembre de 2001; por su parte, 
presenta igual declaración censal en la 
AEAT de Bizkaia el mismo día, si bien en es-
te punto hay una notoria y reiterada con-
fusión entre esta fecha y el 6 de agosto de 
2002, confusión que se inicia en el docu-
mento de la AEAT donde se accede al 
cambio de domicilio y que se extiende a 
los acuerdos del Tribunal Económico-
Administrativo Regional del País Vasco, 
pasando por las alegaciones de la propia 
AEAT. Si bien de la documentación remiti-
da por ésta (ver antecedente 12) parece 
desprenderse que la fecha correcta es 15 
de noviembre de 2001, lo cual es relevan-

te, porque la fecha errónea provoca 
conclusiones equivocadas en los acuer-
dos del TEAR del País Vasco y en la propia 
AEAT. 

4. La sociedad ENTIDAD 1 S.L. se constituyó el 
13 de marzo de 1999, con domicilio social 
y fiscal en Lejona (Bizkaia) por dos arqui-
tectos, siendo su objeto social la presta-
ción de servicios de arquitectura. La so-
ciedad permanece inactiva desde su 
constitución hasta el 6 de agosto de 2001 
fecha en la que se adquieren la totalidad 
de las participaciones de ENTIDAD 1 S.L. 
por tres personas físicas residentes en San-
tander; el mismo día y con número de pro-
tocolo notarial correlativo se procede a la 
modificación del objeto social de ENTIDAD 
1 S.L. que pasa a ser de actividades de 
"hostelería, promoción y construcción de 
edificaciones y obras y servicios de aseso-
ramiento y gestión inmobiliaria"; igualmen-
te se procede al nombramiento de dos 
administradores solidarios y a modificar el 
domicilio social desde Lejona a la calle 
AAA xx de Bilbao. 

El mismo día 6 de agosto se protocoliza 
la adquisición, por parte de ENTIDAD 1 S.L. 
de la totalidad de las acciones de 
ENTIDAD 2 SA a los socios fundadores de la 
entidad, con una serie de condiciones re-
solutorias, y por un precio de 1.321.008.000 
pesetas. 

5. El 19 de noviembre de 2001 se protocoli-
zan notarialmente los acuerdos de fusión 
por absorción de las sociedades ENTIDAD 
1 S.L. y ENTIDAD 2 SA, en un proceso de fu-
sión impropia, ya que las acciones de ésta 
última pertenecían al 100% a ENTIDAD 1 
S.L. desde el 6 de agosto de dicho año. Se 
señala que las operaciones realizadas por 
la absorbida se consideran realizadas por 
la absorbente desde el 1 de octubre de 
2001, formulándose el correspondiente 
balance de fusión, contabilizándose co-
mo mayor valor del inmueble adquirido la 
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diferencia de la fusión, es decir, la dife-
rencia entre valor contable de los bienes y 
derechos de la absorbida (fundamental-
mente el Hotel) y el importe contabilizado 
por ENTIDAD 1 S.L. como precio de adqui-
sición de la participación en la sociedad 
absorbida. 

Al mismo tiempo la absorbente incorpo-
ra a su contabilidad bases imponibles ne-
gativas pendientes de compensación de 
la absorbida al inicio del período impositi-
vo 2001, parte de las cuales son objeto de 
compensación por ENTIDAD 1 S.L.; los 
efectos de la fusión tienen lugar el 28 de 
noviembre de 2001, fecha de inscripción 
en el Registro Mercantil de Bizkaia de la 
correspondiente escritura pública; no obs-
tante, con anterioridad -el 19 de noviem-
bre- ENTIDAD 1 S.L. y ENTIDAD 2 S.A. co-
munican a la Diputación Foral de Bizkaia 
su acogimiento al régimen especial de fu-
siones previsto en la normativa tributaria y, 
en concreto, en el Capítulo X del Título VIII 
de la Norma Foral 3/1996 de 26 de junio, 
del Impuesto sobre Sociedades del Territo-
rio Histórico de Bizkaia. Por su parte, dentro 
del principio de colaboración entre am-
bas Administraciones, la Diputación Foral 
de Bizkaia comunica a la Delegación Es-
pecial de la AEAT en el País Vasco dicha 
intención con casi ocho meses de retraso -
en concreto, el 12 de julio de 2002- (págs. 
458 y 459 de la documentación remitida 
por la AEAT, junto con las alegaciones, ver 
antecedente 12) El 3 de diciembre de 
2001 ENTIDAD 1 S.L. vende a Entidad 3 S.A. 
(CIF A-39075957) el inmueble (el hotel) 
adquirido por la absorción de ENTIDAD 2 
S.A. por un importe de 1.497.600.000 pese-
tas. 

Por su parte ENTIDAD 1 S.L. presenta au-
toliquidación del Impuesto sobre Socie-
dades en la Diputación Foral de Bizkaia así 
como del cuarto trimestre del Impuesto 
sobre el Valor Añadido (IVA), ingresando 

en dicha Diputación el resultado de la li-
quidación. 

ENTIDAD 2 SA, por su parte, presentó au-
toliquidación del Impuesto sobre Socie-
dades (2001) el 6 de junio de 2002 y decla-
ración complementaria el 10 de julio de 
dicho año, según consta en las certifica-
ciones expedidas por la Diputación Foral 
de Bizkaia. 

Lógicamente estas declaraciones abar-
can un período impositivo de 1 de enero a 
30 de septiembre de 2001. 

6. El día 24 de mayo de 2002 (de ahí que sea 
insostenible o un error pretender que la 
declaración de cambio de domicilio se 
efectuó el 6 de agosto de 2002) un agen-
te tributario de la AEAT notifica a ENTIDAD 
2 S.A. el inicio de actuaciones de com-
probación e investigación dirigidas a veri-
ficar el cumplimiento de la declaración 
censal de cambio de domicilio, advirtien-
do que las actuaciones inspectoras ten-
drían carácter parcial; dichas actuaciones 
se llevaron a cabo en la oficina de 
ENTIDAD 1 S.L. (cabe recordar que 
ENTIDAD 2 S.A. había sido absorbida y, en 
consecuencia, extinguida su personalidad 
jurídica). En la diligencia de constancia de 
hechos de 11 de julio de 2002, se afirma 
por el compareciente que "actualmente 
se encuentra disuelta, sin liquidación, co-
mo consecuencia de la fusión por absor-
ción por su único accionista, ENTIDAD 1 
S.L. ..." El día 20 de septiembre de 2002 se 
emite informe por el Inspector Jefe de la 
Unidad Regional de Inspección, dirigido a 
la Inspectora Regional donde se propone 
que se acceda al cambio de domicilio 
fiscal de ENTIDAD 2 SA En este documento 
hay un error, que se extiende y se incorpo-
ra a las alegaciones de la AEAT y de la Di-
putación Foral de Bizkaia consistente en 
determinar la fecha del 6 de agosto de 
2002 como día de presentación del mo-
delo 037 de modificación de datos censa-
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les. Error que se extiende al Acuerdo del 
TEAR de 28 de febrero de 2007 (asunto 48-
754/05 y ac. 48/822/05) que veremos pos-
teriormente. No obstante de la diligencia 
de 11 de julio se desprende que la fecha 
de presentación de la declaración de 
cambio de domicilio es de 15 de noviem-
bre de 2001. En el informe de 20 de sep-
tiembre se hace constar lo siguiente "el 
señor (nombre y apellidos 2), en su cali-
dad de representante de la sociedad En-
tidad 1 S.L. manifestó en fecha 11 de julio 
de 2002, que el inmueble referido se co-
rresponde con un hotel que al día de la 
fecha se encuentra vacío, sin actividad 
como tal hotel, careciendo de trabajado-
res desde noviembre de 2001". Pues bien, 
en la diligencia citada no aparece esa 
manifestación. 

7. Con anterioridad al planteamiento del 
conflicto, la Delegación Especial de la 
AEAT del País Vasco inició actuaciones 
inspectoras por comunicación notificada 
a ENTIDAD 1 S.L. el 21 de marzo de 2003; 
estas actuaciones inspectoras traen causa 
de la autorización de 10 de diciembre de 
2002 del Director del Departamento de 
Inspección de la AEAT a una inspectora 
de la Delegación de Cantabria de la 
AEAT para que desarrollase actuaciones 
inspectoras en el ámbito de la Delegación 
Especial de la AEAT del País Vasco con 
objeto de regularizar la situación tributaria 
de ENTIDAD 1 S.L, debiendo tener en 
cuenta que el procedimiento se inicia tan-
to a dicha sociedad en sí misma como 
también contra la misma en su condición 
de sucesora universal de ENTIDAD 2 SA La 
tramitación del procedimiento inspector 
es bastante prolija, pero puede conden-
sarse en los siguientes hechos: 

a) Acta de disconformidad por el Impues-
to sobre Sociedades (2001) de fecha 2 
de diciembre de 2004 y acuerdo de li-
quidación de 16 de junio de 2005, 
practicado por la Dependencia Re-

gional de Inspección de la Delegación 
Especial de la AEAT del País Vasco por 
un importe de 2.956.954 euros (cuota 
más intereses) y sanción de 1.963.985 
euros (que se tramitó de forma inde-
pendiente) por la comisión de infrac-
ción grave. Tanto el acta (A02-
70937703) como la liquidación le fue-
ron dirigidas a ENTIDAD 1 S.L. como su-
cesora de ENTIDAD 2 SA Frente a dicha 
liquidación se interpuso recurso de re-
posición, el 27 de julio de 2005, que fue 
desestimado mediante resolución de 7 
de octubre de 2005. Contra esta reso-
lución desestimatoria se interpuso re-
clamación económico-administrativa 
el 4 de noviembre de 2005 ante el Tri-
bunal Económico-Administrativo Re-
gional (TEAR) del País Vasco, desesti-
mada mediante acuerdo de 28 de fe-
brero de 2007. 

Frente a dicha resolución -que se 
pronuncia sobre el fondo del asunto 
declarando la competencia estatal 
para la inspección y liquidación del 
Impuesto sobre Sociedades- se interpu-
so recurso de alzada ordinario ante el 
Tribunal Económico-Administrativo 
Central (TEAC) el 13 de abril de 2007; 
posteriormente el 14 de mayo de 2008 
el TEAC acuerda suspender el trámite 
de la reclamación dado el plantea-
miento de un conflicto de competen-
cias ante esta Junta Arbitral, con invo-
cación expresa del arto 66.Dos de la 
Ley del Concierto Económico, para jus-
tificar su decisión. 

b) En cuanto al acuerdo de imposición 
de la sanción derivado de la anterior 
regularización y por el importe citado, 
el iter procedimental seguido es similar; 
con alguna variación en las fechas, se 
interpone recurso de reposición -
desestimado-, se interpone reclama-
ción económico-administrativa ante el 
TEAR del País Vasco, el cual mediante 
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resolución de 28 de febrero de 2007, 
determina que la exacción del Impues-
to sobre Sociedades y, por tanto la po-
testad sancionadora conexa, corres-
ponde al Estado El 13 de abril de 2007 
se interpone recurso de alzada ante el 
TEAC quien mediante resolución de 14 
de mayo de 2008 acuerda suspender 
la tramitación de la reclamación por 
idéntico motivo que el señalado ante-
riormente (planteamiento de conflicto 
ante la Junta Arbitral). 

c) Acta de disconformidad (A02-
70947040) por el Impuesto sobre Socie-
dades (período impositivo 2001) de fe-
cha 30 de diciembre de 2004 y acuer-
do de liquidación de 12 de julio de 
2005 practicado por la misma Depen-
dencia y dirigidos a ENTIDAD 1 S.L. (en 
su calidad de tal y no como sucesora 
de ENTIDAD 2 SA) por acreditación im-
procedente de bases imponibles nega-
tivas, con minoración de las mismas en 
334.485,39 euros más intereses e impo-
sición de sanción por importe de 
49.123,50 euros (con tramitación sepa-
rada). Frente a dicha liquidación se in-
terpuso el 12 de agosto de 2005 recur-
so de reposición que fue desestimado 
el 7 de octubre del mismo año; frente a 
la resolución desestimatoria del recurso 
de reposición se interpuso por ENTIDAD 
1 S.L. reclamación económico-
administrativa ante el TEAR del País 
Vasco que fue desestimada mediante 
acuerdo de 28 de febrero de 2007. 

d) El acuerdo de imposición de la sanción 
(A5173429326) por importe de 
49.123,50 euros dictado el 16 de junio 
de 2005 y notificado el 17 de junio de 
ese año fue recurrido en reposición el 
16 de julio; dicho recurso de reposición 
fue desestimado el 7 de octubre de 
2005; contra la desestimación se inter-
puso reclamación económico-
administrativa ante el TEAR del País 

Vasco, que fue desestimada mediante 
resolución de 28 de febrero de 2007. 
Contra dicho acuerdo o resolución se 
interpuso recurso contencioso-
administrativo ante el Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco, quien me-
diante providencia de 18 de junio de 
2008 acuerda oír a las partes y al Minis-
terio Fiscal "sobre la causa de inadmisi-
bilidad del recurso consistente en la in-
competencia de jurisdicción por co-
rresponder ésta a la Junta Arbitral". La 
Abogacía del Estado presenta escrito 
señalando la falta de competencia del 
citado Tribunal una vez constituida y en 
pleno funcionamiento esta Junta Arbi-
tral; no obstante y a fecha de hoy no 
se tiene constancia de que el Tribunal 
Superior de Justicia se haya pronun-
ciado sobre la excepción de inadmisi-
bilidad planteada. 

e) Acta de disconformidad (A02-
70937746) por el Impuesto sobre el Va-
lor Añadido (ejercicio 2001) Y subsi-
guiente acuerdo de liquidación de fe-
cha 16 de junio de 2005 practicados 
por la misma Dependencia y dirigidos 
a ENTIDAD 1 S.L. como sucesora de 
ENTIDAD 2 SA con resultado de cuota 0 
euros. Frente a la liquidación se inter-
puso recurso de reposición el 14 de ju-
lio de 2005 que fue desestimado me-
diante resolución de 7 de octubre de 
2005. Tras el agotamiento de la vía 
administrativa, se presentó recurso en 
vía contencioso-administrativa ante el 
Tribunal Superior de Justicia del País 
Vasco, con fecha 2 de abril de 2007, 
recurso que pende, en la actualidad 
de resolución. 

f) Acta de disconformidad (A02-71 
043561) por el Impuesto sobre el Valor 
Añadido (ejercicio 2001) Y subsiguiente 
acuerdo de liquidación de fecha 6 de 
octubre de 2005, practicado por la re-
iterada Dependencia Regional de Ins-
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pección de la AEAT, dirigidos a 
ENTIDAD 1 S.L. con un resultado de la 
liquidación de ingreso por importe de 
1.385.754,63 euros, considerándose que 
el importe ingresado en la Hacienda 
Foral de Bizkaia tiene el carácter de in-
greso a cuenta de la liquidación gira-
da. Tras el agotamiento de la vía ad-
ministrativa, dicho acto administrativo 
fue impugnado en sede contenciosa 
ante el Tribunal Superior de Justicia del 
País Vasco, con fecha 2 de abril de 
2007, estando pendiente de resolución. 
No obstante, el propio Tribunal median-
te providencia de 18 de junio de 2008 
acuerda oír a las partes y al Ministerio 
Fiscal "sobre la causa de inadmisibili-
dad del recurso consistente en la in-
competencia de jurisdicción por co-
rresponder ésta a la Junta Arbitral". La 
Abogacía del Estado presenta escrito 
señalando la falta de competencia del 
citado Tribunal una vez constituida y en 
pleno funcionamiento esta Junta Arbi-
tral; no obstante y a fecha de hoy no 
se tiene constancia de que el Tribunal 
Superior de Justicia se haya pronun-
ciado sobre la excepción de inadmisi-
bilidad planteada. 

8. Aunque podría haberse subsumido en el 
punto 7.f) de los antecedentes, cabe re-
saltar que con fecha 9 de septiembre de 
2008 la AEAT ha procedido a solicitar a la 
Hacienda Foral de Bizkaia el reintegro o 
remesa del IVA (2001) de ENTIDAD 1 S.L. 
derivado de la liquidación de 6 de octu-
bre de 2005, no obstante la pendencia ju-
dicial y la existencia de conflicto ante la 
Junta Arbitral. 

9. El 22 de mayo de 2008, el Presidente de la 
Junta Arbitral, conforme las previsiones del 
articulo 16.2 del Reglamento de la Junta 
Arbitral (en adelante, RJACE), aprobado 
por Real Decreto 1760/2007, de 28 de di-
ciembre, notificó a la AEAT el plantea-
miento del conflicto, concediéndole el 

plazo de un mes para que formulase las 
alegaciones que tuviera por convenientes 
y proponiendo las pruebas y documenta-
ción que estime oportunas. 

10. Con fecha 20 de junio de 2008 el Director 
General de la AEAT evacua las alegacio-
nes y aporta la documentación que esti-
ma pertinente en defensa de sus dere-
chos; procurando sistematizar las alega-
ciones se resumen en las siguientes: 

a) Centra el objeto del conflicto en la de-
terminación de la Administración com-
petente para la exacción y compro-
bación del Impuesto sobre Sociedades 
y del IVA del año 2001 de ENTIDAD 1 
S.L., considerando que el domicilio fis-
cal de la entidad, tanto por sí como en 
su condición de sucesora de ENTIDAD 2 
S.A. se encuentra en territorio común y 
no en territorio vasco, explicando so-
meramente los motivos por los que re-
chazó tácitamente el requerimiento de 
inhibición formulado por la Diputación 
Foral de Bizkaia  

b) En segundo lugar, plantea como cau-
sa de inadmisión total, la extempora-
neidad, en base a que el planteamien-
to del conflicto se produjo el 14 de 
marzo de 2008. Interpreta la AEAT que 
el planteamiento del conflicto debe 
producirse en el plazo de un mes pre-
visto en el arto 13.1 del RJACE y que, 
ante la ausencia de un régimen transi-
torio regulador de los plazos de plan-
teamiento de conflictos en supuestos 
en los que el expediente se ha iniciado 
con anterioridad a la constitución de la 
Junta Arbitral (como es el presente su-
puesto), considera, tras argumentacio-
nes prolijas que no vamos a e merar en 
esta relación fáctica, que el día más 
favorable para computar el plazo de 
un mes señalado en el citado precep-
to es el 17 de enero de 2008 (día si-
guiente al de la publicación en el Bole-
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tín Oficial del Estado del Real Decreto 
1760/2007, de 28 de diciembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de la 
Junta Arbitral), de tal manera que el 
plazo de un mes debe contarse a partir 
de dicha fecha. En consecuencia es-
tima que el conflicto se planteó ex-
temporáneamente, ya que el dies a 
quo era el 17 de febrero de 2008. 

c) En tercer lugar señala que "abundando 
en la inadmisibilidad del presente con-
flicto se pone en conocimiento de esta 
Junta Arbitral que en la actualidad las 
actuaciones objeto del presente con-
flicto, han sido o están siendo revisadas 
en vía económico-administrativa y ju-
dicial ... ". (pag. 34), señalando la si-
tuación procesal en la que se encuen-
tra cada una de las liquidaciones y/o 
actos administrativos recurridos. 

d) Los siguientes fundamentos de Dere-
cho contenidos en su escrito se cir-
cunscriben a basar la competencia de 
la Administración tributaria estatal para 
comprobar, inspeccionar y liquidar al 
contribuyente afectado por los impues-
tos y períodos impositivos y/o ejercicios 
señalados en el preámbulo del presen-
te acuerdo y que, en su caso, serán o 
no objeto de desarrollo en nuestros 
Fundamentos de Derecho, ya que 
afectan al fondo del conflicto, 
habiendo antes de determinar si pro-
cede o no entrar en el mismo por razo-
nes procesales. 

11. De acuerdo con el arto 16.4 del RJACE, el 
día 22 de septiembre de 2008 el Presiden-
te de la Junta Arbitral notificó la puesta de 
manifiesto del expediente a las Adminis-
traciones tributarias en conflicto así como 
al interesado, concediéndoles el plazo de 
un mes (a contar desde la fecha de re-
cepción de la notificación) para formular 
las alegaciones que estimasen pertinen-
tes. 

12. Con fecha de registro de entrada en esta 
Junta Arbitral el 23 de octubre se presen-
tan las alegaciones por parte de la Dipu-
tación Foral de Bizkaia (en concreto por el 
Secretario General Técnico del Departa-
mento de Hacienda y Finanzas) alegan-
do, sucintamente, su competencia com-
probatoria en base al incumplimiento por 
parte de la AEAT del artículo 43.Nueve del 
Concierto Económico de 2002, de tal ma-
nera que las actuaciones de la AEAT del 
País Vasco a partir de 2003 están viciadas 
ab origine de causa de nulidad de pleno 
derecho conforme el arto 62 de la Ley 
30/1992, al prescindir totalmente del pro-
cedimiento legalmente establecido, pro-
vocando indefensión para la Diputación 
Foral de Bizkaia, la cual ha tenido que en-
terarse (sic) de las actuaciones de la AEAT 
por las informaciones facilitadas por el 
obligado tributario, no siendo en conse-
cuencia posible determinar si éste tenía o 
no su domicilio en dicho territorio foral o 
en territorio común, dada la falta de co-
municación del cambio de domicilio por 
parte de la Agencia estatal. Junto a ello y 
como segundo motivo alega que la vía 
judicial se ha planteado a partir del 2 de 
abril de 2007, con posterioridad al plan-
teamiento del conflicto por parte de la ci-
tada Diputación, resultando por tanto, 
improcedente, oponer el arto 9 del RJACE 
y debiendo, en consecuencia, abstenerse 
el Tribunal Superior de Justicia del País 
Vasco de conocer del asunto en base a 
los artículos 65 y siguientes de la Ley 
12/2002, de 23 de mayo, del Concierto 
Económico. En cuanto a las actuaciones 
en vía económico-administrativa recuerda 
que el TEAC ha acordado suspender las 
actuaciones hasta tanto no se resuelva el 
conflicto de competencias planteado an-
te esta Junta Arbitral. 

13. Con fecha de 27 de octubre de 2008 tie-
ne entrada en esta Junta Arbitral escrito 
firmado por el administrador de ENTIDAD 1 
S.L. donde realiza las alegaciones en de-
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fensa de su derecho. Tras una enumera-
ción exhaustiva de hechos, en ocasiones 
irrelevantes para el fondo de este asunto, 
expone las motivaciones económicas pa-
ra llevar a cabo la operación (lo cual 
también es irrelevante para la formación 
del juicio de esta Junta Arbitral, ya que és-
ta sólo dirime la Administración compe-
tente para el ejercicio de las facultades 
de comprobación, inspección y liquida-
ción en función del domicilio fiscal), solici-
ta la admisión del conflicto, que se decla-
re expresamente que la competencia pa-
ra la exacción del Impuesto sobre Socie-
dades y del IVA corresponden a la Dipu-
tación Foral de Bizkaia, tanto en el caso 
de ENTIDAD 2 S.A. como en el de su suce-
sora ENTIDAD 1 S.L., y se rechacen las pre-
tensiones de la AEAT. 

14. Por último, el 29 de octubre de 2008 tiene 
entrada en esta Junta Arbitral el escrito 
del Director General de la AEAT donde da 
por reproducidos los hechos y fundamen-
tos de Derecho a los que hizo referencia la 
Agencia en el escrito de 20 de junio de 
2008 (véase antecedente 12) y enumera 
las variaciones que en la situación proce-
sal de los actos administrativos dictados 
por la AEAT se han producido y que han 
derivado en la suspensión de reclamacio-
nes en los recursos de alzada planteados 
ante el TEAC en algún caso mientras que 
en otros han desembocado en la presen-
tación de recursos contencioso-
administrativos, explicando la situación de 
pendencia judicial en que se encuentran, 
al tiempo que informa (cosa que no había 
hecho en su primer escrito) de los acuer-
dos de declaración de responsabilidad so-
lidaria dictados por la Dependencia Re-
gional de Recaudación del País Vasco. 
Solicita, la inadmisión del conflicto por in-
existencia de un escrito de planteamiento 
del mismo, así como por extemporanei-
dad del mismo, reproduciendo las alega-
ciones del escrito de 20 de junio de 2008; 
con carácter subsidiario que se rechace 

la pretensión de la Diputación Foral de Biz-
kaia declarando que la exacción tanto 
del Impuesto sobre Sociedades como del 
IVA respecto del obligado tributario 
ENTIDAD 1 S.L., tanto por sí como en su ca-
lidad de sucesor de ENTIDAD 2, en el año 
2001, corresponde al Estado a través de la 
AEAT; y, más en concreto, especifica que 
la autoliquidación del cuarto trimestre de 
2001 presentada e ingresada en la Dipu-
tación Foral de Bizkaia constituye un ingre-
so indebido, dada la competencia estatal 
extensible a todo el año 2001 y no sólo a 
los tres primeros trimestres. 

2. La Junta Arbitral dictó en el presente con-
flicto la resolución R 3/2009, de 28 de enero 
de 2009, en cuyos Fundamentos de Derecho 
3 y siguientes examinamos detenidamente las 
alegaciones de las partes e interesados en el 
procedimiento acerca de las consecuencias 
que para éste se derivaban del párrafo se-
gundo del Reglamento de la Junta Arbitral, 
según el cual "[e]n ningún caso se podrán 
plantear conflictos sobre cuestiones ya resuel-
tas o pendientes de resolución por los Tribu-
nales de Justicia". Como conclusión de este 
análisis mantuvimos en el Fundamento de 
Derecho 9 que "procede suspender la trami-
tación del conflicto seguido ante esta Junta 
Arbitral teniendo en cuenta la pendencia 
judicial que resulta de las siguientes conside-
raciones:. 

a) En el caso del IVA 2001 hay pendencia 
ante el Tribunal Superior de Justicia del 
País Vasco, de tal manera que no pro-
cede entrar en el fondo del asunto, si-
no declarar la suspensión, tanto en re-
lación con las actas de disconformi-
dad y liquidaciones giradas a ENTIDAD 
1 S.L. por sí misma, como a la citada 
sociedad como sucesora de ENTIDAD 2 
SA 

b) En el caso del Impuesto sobre Socie-
dades, la pendencia judicial resulta de 
la existencia de un recurso contencio-
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so-administrativo contra el acuerdo de 
imposición de sanción por compensa-
ción de bases imponibles negativas in-
terpuesto ante el Tribunal Superior de 
Justicia del País Vasco, ya que sólo si la 
AEAT fuera competente para la exac-
ción del Impuesto sobre Sociedades 
sería competente para la imposición 
de sanciones por la comisión de in-
fracciones en este impuesto". 

Con este fundamento la Junta Arbitral 
adoptó el siguiente acuerdo: 

"Suspender, hasta tanto no desaparezca el 
obstáculo procesal contemplado en el artícu-
lo 9 del Reglamento de la Junta Arbitral, la 
resolución del expediente 9/2008". 

3. El 15 de diciembre de 2009 tuvo entrada en 
la Junta Arbitral un escrito del Delegado Es-
pecial de la Agencia Tributaria en el País 
Vasco fechado el día anterior en el que co-
munica a esta Junta que el Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco dictó autos, de los 
que acompaña copia, mediante los que 
acuerda "suspender los autos hasta que la 
Junta Arbitral resuelva el conflicto de compe-
tencias que afecta al recurso". 

Dichos autos son los siguientes: 

- Auto de 17 de octubre de 2008, dictado 
en el recurso 606/07, contra acuerdo de 
22-02-07 del TEAR del País Vasco deses-
timatorio de la reclamación contra 
acuerdo de liquidación en concepto de 
IVA, ejercicio 2001. 

- Auto de 15 de enero de 2009, dictado 
en el recurso 607/07, contra acuerdo de 
28-02-07 del TEAR del País Vasco dene-
gando la solicitud efectuada por la re-
currente en la pieza separada de sus-
pensión del expediente 46-754/05. 

- Auto de 23 de enero de 2009, dictado 
en el recurso 608/07, contra acuerdo de 

28-02-07 del TEAR del País Vasco contra 
acuerdo de imposición de sanción dic-
tada en concepto de Impuesto sobre 
Sociedades, ejercicio 2001. 

El Delegado Especial de la Agencia en el 
País Vasco expone que "(entendemos que, 
con los mencionados autos del TSJPV des-
aparece el obstáculo procesal contemplado 
en el artículo 9 del Reglamento de la Junta 
Arbitral". 

II.-FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. Los Autos del TSJPV mencionados en el 
Antecedente 3 ponen fin transitoriamente a 
la pendencia judicial de los respectivos pro-
cesos contencioso-administrativos. Por otra 
parte, esta Junta Arbitral no tiene noticia de 
que se encuentren sub judice otras contro-
versias en las que se susciten cuestiones que 
el presente conflicto somete al conocimiento 
de esta Junta Arbitral. En consecuencia, a la 
vista de dichos Autos y de la manifestación 
hecha por el Delegado Especial de la AEAT 
en el País Vasco, procede reanudar la trami-
tación de este conflicto. 

2. Antes de entrar a examinar el fondo del 
conflicto, es conveniente reiterar la posición 
adoptada por la Junta en la anterior resolu-
ción R 3/2009, dictada el 28 de enero de 2009 
en el expediente 9/2008 relativo al presente 
conflicto, acerca de las otras cuestiones pre-
liminares -distintas de la pendencia judicial- 
suscitadas por la AEAT, a saber, la falta de 
planteamiento en forma del conflicto por la 
Diputación Foral de Bizkaia y la extempora-
neidad de este planteamiento. Damos por 
reproducidos aquí los razonamientos en los 
que nos fundamos en la citada resolución 
para rechazar ambas alegaciones. En cuanto 
a la segunda (la extemporaneidad) cabe 
añadir que la posición de la Junta Arbitral ha 
sido sancionada por la Sala Tercera del Tribu-
nal Supremo en sus sentencias de 22 de Abril 
de 2010, recurso númer0147/2009, y 13 de 
abril de 2011, recurso número 540/2008. La 
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segunda de ellas cita a la anterior y afirma 
que comparte "el criterio que viene mante-
niendo la Junta Arbitral respecto a los conflic-
tos que se encontraban pendientes de solu-
ción al tiempo de su constitución, al no tratar-
se, en realidad, de nuevos conflictos, a los 
que podía ser aplicable el plazo de un mes 
establecido en el Reglamento, sino de con-
flictos surgidos con anterioridad, como ocurre 
en este caso ...". Esta cuestión está, pues, 
totalmente zanjada. 

3. La cuestión de fondo objeto del conflicto 
consiste en determinar la Administración 
competente para la exacción del Impuesto 
sobre Sociedades y del Impuesto sobre el 
Valor Añadido del ejercicio 2001, a cargo del 
ENTIDAD 1, tanto considerada en sí misma 
como en su calidad de sucesora por absor-
ción de ENTIDAD 2. 

4. El escrito del Servicio de Inspección de la 
Diputación Foral de Bizkaia de fecha 20 de 
octubre de 2008, titulado "informe de alega-
ciones", presentado en el trámite de puesta 
de manifiesto del expediente como alega-
ciones por el Departamento de Hacienda y 
Finanzas de esa institución foral, expone 
(págs. 13 y sigs.) que ENTIDAD 2 tenía su do-
micilio fiscal en Santander hasta que en fe-
cha 1 de octubre de 2001 eleva a público el 
cambio de domicilio fiscal a Vizcaya; que el 
cambio de domicilio se comunica a las dos 
Administraciones y se inicia el 24 de mayo de 
2002 un procedimiento de comprobación de 
dicho cambio; que el 20 de septiembre de 
2002 la Administración del Estado accede al 
cambio de domicilio. 

Argumenta la Diputación Foral de Bizkaia 
que si la Administración del Estado con el 
conocimiento de nuevos hechos y la obten-
ción de nuevas pruebas entiende que el do-
micilio no ha sido cambiado efectivamente, 
debería haber actuado de acuerdo con el 
artículo 43.Nueve del Concierto Económico 
aprobado por la Ley 12/2002, vigente a partir 
de 2002. Invoca también la institución foral a 

mayor abundamiento el procedimiento de 
cambio de domicilio fiscal regulado en los 
artículos 148 y siguientes del Reglamento 
General de Gestión e Inspección Tributaria 
aprobado por RD 1065/2007, de 27 de julio, 
que entró en vigor el 1 de enero de 2008, así 
como, con anterioridad a esta fecha, el regu-
lado en el Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades derogado por el citado Regla-
mento General. 

La Diputación Foral de Bizkaia afirma que 
cuando la Administración del Estado preten-
de ejercer competencias inspectoras cuyo 
punto de conexión resulta ser el domicilio 
fiscal "no puede ejercer dicha competencia 
inspectora sin que previamente se haya de-
terminado que efectivamente el domicilio 
debe localizarse en lugar distinto al que el 
obligado declara y la otra Administración 
admite, por lo que es indispensable que se 
promueva por parte de la Administración 
Estatal el cambio de domicilio de Bizkaia a 
Santander de acuerdo a lo preceptuado en 
el Concierto Económico, de forma que la 
Diputación Foral de Bizkaia pueda compro-
bar la realidad del domicilio fiscal declarado 
y pueda alegar lo que estime conveniente". 

Señala la Diputación Foral de Bizkaia que 
con arreglo al artículo 62 de la Ley 30/1992, 
de 226 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, son nulos los 
actos dictados prescindiendo total y absolu-
tamente del procedimiento legalmente esta-
blecido, y por lo tanto, "las actuaciones ins-
pectoras realizadas para la investigación y 
comprobación del Impuesto sobre Socieda-
des e Impuesto sobre el Valor Añadido del 
ejercicio 2001 a Entidad 2 SA son nulas de 
pleno derecho por corresponder a aquella 
administración competente en virtud al do-
micilio fiscal, el cual se encuentra en Bizkaia, 
desde que la propia sociedad así lo entiende 
y declara, salvo que, de acuerdo al proce-
dimiento establecido al efecto, que es el 
pactado en el apartado noveno del artículo 
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43 del Concierto Económico, alguna de las 
dos administraciones afectadas promueva 
cambio de domicilio fiscal y efectivamente se 
resuelva que el domicilio fiscal está en lugar 
distinto al declarado, de conformidad con 
ambas administraciones, llegando en último 
término a decidir sobre el conflicto de domi-
ciliación la Junta Arbitral". 

Alega la Diputación Foral que la forma de 
actuar de la Administración del Estado pro-
voca indefensión a la Diputación Foral de 
Bizkaia, "que no conoce que se están llevan-
do a cabo dichas actuaciones hasta que el 
propio contribuyente acaba comunicando a 
la Diputación Foral de Bizkaia que se está 
produciendo esta situación". 

El citado escrito de la Diputación Foral de 
Bizkaia de 20 de octubre de 2008 concluye 
con la formulación de dos alegaciones, la 
segunda de las cuales se refiere a la cuestión 
de la prejudicialidad y la primera resume el 
razonamiento expuesto y termina con el si-
guiente párrafo, que, en defecto de una 
petición formal a la Junta Arbitral, cabe con-
siderar como solicitud dirigida a este órgano: 

"El actuario entiende que las actuaciones 
realizadas en virtud de la competencia ins-
pectora ejercida por la Administración del 
Estado en relación al Impuesto sobre Socie-
dades, ejercicio 2001 e Impuesto sobre el 
Valor Añadido, cuarto trimestre del ejercicio 
2001 a ENTIDAD 2 SA, son nulas de pleno de-
recho". 

Una alegación similar se formula por 
ENTIDAD 1 en su escrito de alegaciones de 24 
de octubre de 2008 (págs. 26 y sigs.): consi-
dera la entidad que, de acuerdo con la doc-
trina jurisprudencial que invoca, "si la AEAT no 
ha utilizado los mecanismos legales conteni-
dos en los artículos 39.5 [sic; seguramente 
quiso citar el 36.5] y 39.6 del Concierto Eco-
nómico vigente en el momento del cambio 
de domicilio (Ley 12/1981), y en los artículos 
43.6 y 66.2 del Concierto posteriormente vi-

gente en el momento de la inspección (Ley 
12/2002), para la AEAT es firme y consentido 
el hecho de que ENTIDAD 2, S.A. y ENTIDAD 1, 
S.L. tienen su domicilio fiscal en el País Vasco, 
y es inadmisible cualquier alegación en senti-
do contrario". En consecuencia, "deben ser 
declaradas radicalmente nulas todas aque-
llas actuaciones realizadas por una Adminis-
tración, cuando la misma no ha acudido 
ante la Junta Arbitral, para que esta decida 
sobre la cuestión que es objeto de conflicto". 

Más adelante (pág. 30) afirma que ""[d]e 
conformidad con la Ley del Concierto Vasco, 
si la AEAT en aquel momento inicial de la 
segunda inspección estaba disconforme con 
la competencia, que previamente había 
asumido la Diputación Foral de Bizkaia al 
liquidar los impuestos oportunos, la única 
solución que tenía era requerir de inhibición a 
la Diputación Foral que previamente había 
asumido la competencia, y si esta última 
mantenía su postura surgiendo el conflicto, el 
único medio legal que tenía la AEAT era 
acudir a la Junta Arbitral, obviamente sin 
iniciar la inspección, ya que tal actuación 
estaría vetada por el artículo 66.2 del Con-
cierto vigente en el momento de la misma". Y 
añade que al no haber seguido este trámite, 
"para la AEAT es firme y consentida dicha 
competencia que nunca ha impugnado por 
el cauce legal; y en consecuencia ahora han 
de ser desestimados de plano todos sus ar-
gumentos sobre su presunta competencia en 
el presente conflicto". 

Alega ENTIDAD 1 (págs. 41 y sigs.) que la 
AEAT inició el 24 de mayo actuaciones de 
comprobación del domicilio declarado por 
ENTIDAD 2, que terminaron con un informe de 
fecha 20 de septiembre de 2002 en el que se 
accedía al cambio de domicilio de esta enti-
dad de Santander al País Vasco. 

Considera ENTIDAD 1 (pág. 45) que "la AEAT 
no puede ir ahora contra sus propios actos 
para señalar un domicilio diferente del que 
ella misma fijó por acto firme, consentido y 
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definitivo" y que "si la Inspección Regional de 
la AEAT del País Vasco quería anular el acto 
administrativo de cambio de domicilio que 
verificó, debió seguir los cauces que al res-
pecto determina la Ley General Tributaria, 
con el fin de respetar el principio de seguri-
dad jurídica que asiste a todo contribuyente 
... " (pág. 57). Se refiere ENTIDAD 1 a los pro-
cedimientos de revisión de oficio establecidos 
en la Ley General Tributaria 230/1963, en par-
ticular al de anulación de oficio del artículo 
153 y a la' declaración de lesividad (cfr. págs. 
48 y sigs.). 

Por su parte, la AEAT, en su escrito de ale-
gaciones de fecha 19 de junio de 2008 argu-
menta (pág. 55) que ''[l]a conclusión de que 
el cambio de domicilio fiscal de Entidad 2 fue 
simulado no puede verse alterada por el 
informe de cambio de domicilio fiscal emitido 
con fecha 20 de septiembre de 2002, por la 
Inspección Regional de la AEAT del País Vas-
co, ya que en esta actuación la Inspección 
se limitó a comprobar la regularidad formal 
del cambio, dado el ámbito de la actuación, 
ya que no dispuso de la información suficien-
te para poder apreciar la verdadera preten-
sión del cambio de domicilio". Añade que 
"[d]ado el alcance de esta actuación, en-
tendemos, que la emisión de este informe, en 
la medida en que con posterioridad puedan 
conocerse hechos y circunstancias que de-
terminen que el domicilio fiscal se encuentre 
localizado en lugar distinto al declarado, no 
impide que puedan ejercitarse las corres-
pondientes competencias por parte de la 
Administración competente". 

Señala el escrito que "[e]n el caso concreto 
que nos ocupa, se ponen de manifiesto 
hechos o circunstancias que revelan que el 
domicilio fiscal estaba en todo caso en San-
tander, y por tanto no puede vincular a la 
Administración un informe, que además no 
crea auténticos derechos en el contribuyen-
te, cuando hechos conocidos por la Adminis-
tración con posterioridad a la fecha de emi-
sión del informe de cambio de domicilio de-

bido al alcance de estas comprobaciones 
pone de manifiesto la existencia de una simu-
lación en el cambio de domicilio". 

5. Las alegaciones de la Diputación Foral de 
Bizkaia y de ENTIDAD 1 se resumen en la si-
guiente tesis: la AEAT infringió el procedimien-
to de cambio de domicilio fiscal previsto en el 
Concierto Económico; en consecuencia, el 
domicilio fiscal de ENTIDAD 2 se encontraba 
en el lugar declarado por el contribuyente y 
aceptado por la AEAT, es decir en el País 
Vasco. Por tanto, en la medida en que el 
domicilio es el punto de conexión para las 
potestades de inspección de los impuestos 
considerados, la AEAT carecía de compe-
tencia para realizar actuaciones de compro-
bación cerca del contribuyente en cuestión, 
vicio que determina la nulidad de pleno de-
recho de tales actuaciones. 

Se invocan también por ENTIDAD 1 los artí-
culos 39.6 del Concierto Económico aproba-
do por Ley 12/1981 (en la redacción dada 
por la Ley 38/1997, de 4 de agosto) y 66.2 del 
vigente Concierto Económico, aprobado por 
Ley 12/2002, que disponen que "cuando se 
suscite el conflicto de competencias las Ad-
ministraciones afectadas se abstendrán de 
cualquier actuación ulterior". 

Acerca de esta invocación es de señalar, 
por una parte, que el presente conflicto se 
planteó el 21 de noviembre de 2005, por lo 
que el citado precepto no sería aplicable a 
las liquidaciones del Impuesto sobre Socie-
dades y del IVA y demás actos conexos, res-
pecto de las cuales se discute la competen-
cia en el presente conflicto, todas las cuales 
son de fecha anterior a dicho planteamiento. 

Por otra parte, es importante tener presente 
que todos los actos y hechos de los que di-
mana el presente conflicto sucedieron antes 
de la constitución efectiva de la Junta Arbi-
tral, que tuvo lugar el 4 de abril de 2008. El 
Tribunal Supremo, en sus sentencias de 10 de 
julio de 2008 (recurso 2399/2006) y 6 de mayo 
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de 2010 (recurso 377512003) ha establecido 
la doctrina de que la suspensión de las ac-
tuaciones ordenada por el artículo 66.Dos 
CEPV(2002) es una pieza del sistema de solu-
ción de conflictos diseñado por el Concierto, 
cuyo elemento central es la Junta Arbitral, y 
que, en consecuencia, no era aplicable 
mientras no se hubiese constituido este órga-
no. 

Volviendo a la tesis de la Diputación Foral 
de Bizkaia y de ENTIDAD 1 antes resumida, en 
ella cabe distinguir los dos siguientes aspec-
tos: 

1) La cuestión de la nulidad de las ac-
tuaciones de la AEAT como conse-
cuencia de la no observancia por ésta 
del procedimiento de cambio de do-
micilio fiscal. 

2) Si dicha infracción del procedimiento 
determina que quede definitivamente 
fijado el domicilio fiscal declarado por 
el contribuyente. 

Ad 1). Con respecto a la cuestión de la nu-
lidad, tenemos que afirmar que no entra de-
ntro de las competencias de esta Junta Arbi-
tral, definidas en los artículos 66.Uno 
CEPV(2002) y 3 RJACE, declarar la nulidad de 
actos administrativos. En conflictos como el 
presente, en los que se debate sobre la com-
petencia para el ejercicio de determinadas 
potestades, la función de esta Junta Arbitral 
se ciñe a determinar cuál de las Administra-
ciones en conflicto es la competente. La 
depuración de las consecuencias que se 
deriven de tal determinación para los actos 
administrativos dictados por dichas Adminis-
traciones incumbe a otras instancias, señala-
damente a los Tribunales contencioso-
administrativos. En consecuencia, hemos de 
rechazar la pretensión que parece formular la 
Diputación Foral de Bizkaia de que declare-
mos la nulidad de las actuaciones de la AEAT 
que, en su opinión, están afectadas del vicio 
de nulidad. Esta cuestión, insistimos, no es ni 

puede ser objeto del presente conflicto, que 
hemos definido en el anterior Fundamento de 
Derecho 3. 

Ad 2). Con respecto a la cuestión de si el 
hecho indudable de que la AEAT no siguiera 
el procedimiento de cambio de domicilio 
obliga a mantener el resultante de la decla-
ración censal presentada por la entidad y 
prejuzga la solución a esta cuestión, la res-
puesta debe ser negativa. También esta 
cuestión está afectada, aunque sea de ma-
nera colateral, por el hecho de que cuando 
la AEAT realizó las actuaciones que originaron 
el conflicto la Junta Arbitral, aunque prevista 
y regulada en el Concierto Económico, no se 
hallaba constituida y en funcionamiento, 
situación que ha perturbado profundamente 
la solución de los conflictos que inevitable-
mente surgían mientras se mantuvo. 

Ciertamente, la lealtad institucional hubiera 
exigido que la AEAT promoviese el cambio de 
domicilio fiscal del contribuyente frente a la 
Diputación Foral de Bizkaia, y no resultan 
plenamente satisfactorias las alegaciones 
aducidas por aquélla para justificar la omisión 
de este procedimiento. Ahora bien, la investi-
gación sobre este domicilio era de hecho 
inseparable de la emprendida por la Agencia 
acerca de la situación tributaria de ENTIDAD 
1 y ENTIDAD 2 respecto a los impuestos consi-
derados; actuaciones de comprobación 
que, de acuerdo con la doctrina del Tribunal 
Supremo antes citada, la AEAT no estaba 
obligada a suspender, en ausencia de la 
Junta Arbitral en funcionamiento, ni siquiera 
después del planteamiento formal de un 
conflicto de competencias. Con más razón 
cuando éste fuese posterior a tales actuacio-
nes, como sucede en el presente caso. 

Por otra parte, el procedimiento de cambio 
de domicilio establecido tanto por el Con-
cierto de 1981, artículo 36.Cinco, como, más 
detalladamente, por el vigente de 2002, artí-
culo 43, apartados Seis y Nueve, desarrolla-
dos ahora por el Reglamento de la Junta 
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Arbitral, desemboca, en caso de desacuerdo 
entre las dos Administraciones, en el someti-
miento del conflicto a la Junta Arbitral. Esta es 
precisamente la situación en la que se en-
cuentra el presente conflicto. Una vez plan-
teado y, tras la constitución de la Junta Arbi-
tral, admitido a trámite por ésta, el conflicto 
competencial, que encierra el relativo al 
domicilio fiscal de los contribuyentes afecta-
dos por él, se plantea ex novo ante dicha 
Junta y la Diputación Foral de Bizkaia no de-
bió fiar la defensa de su postura a argumen-
tos de carácter procesal sino hacer alega-
ciones sobre los aspectos materiales de la 
controversia, algo a lo que renunció. 

Las consideraciones precedentes nos llevan 
también a rechazar el argumento de 
ENTIDAD 1 basado en la eficacia vinculante 
para la AEAT del informe de la Inspección 
Regional de la AEAT del País Vasco de 20 de 
septiembre de 2002: no sólo es sumamente 
dudosa tal eficacia sino que el debate sobre 
ella pierde todo sentido una vez que el con-
flicto se encuentra sometido a la decisión de 
la Junta Arbitral en los términos expuestos. 

6. El presente conflicto debe resolverse, por 
tanto, aplicando las normas materiales del 
Concierto Económico sobre la distribución 
entre la Administración del Estado y la Dipu-
tación Foral de Bizkaia de las competencias 
sobre el Impuesto sobre Sociedades y el IVA. 
Y puesto que el ejercicio cuestionado es 2001 
tales normas son las del Concierto Económico 
aprobado por Ley 12/1981, de 13 de mayo 
(CEPV), en la redacción aplicable a dicho 
ejercicio. 

Dichas normas son las siguientes: 

I. Impuesto sobre Sociedades  

Artículo 17. Normativa aplicable. 

(Redactado por Ley 38/1997, de 4 de 
agosto) 

Uno. El Impuesto sobre Sociedades es un 
tributo concertado de normativa autó-
noma para las entidades que tributen ex-
clusivamente a las Diputaciones Forales 
del País Vasco, con arreglo a los criterios 
que se señalan en el artículo siguiente, y 
un tributo concertado de normativa co-
mún en los demás casos. 

Dos. No obstante lo dispuesto en el 
apartado anterior, las entidades que tribu-
ten conjuntamente a ambas Administra-
ciones aplicarán la normativa correspon-
diente a la Administración de su domicilio 
fiscal. Sin embargo, las entidades que te-
niendo su domicilio fiscal en el País Vasco 
realicen en territorio de régimen común el 
75 por 100 o más de sus operaciones tota-
les, de acuerdo con los puntos de co-
nexión que se establecen en los artículos 
18, 19 Y 20 siguientes, quedarán sometidas 
a la normativa del Estado. 

(...) 

Artículo 18. Exacción del Impuesto. 

(Redactado por Ley 38/1997, de 4 de 
agosto) 

Uno. Corresponde a las Diputaciones Fo-
rales del País Vasco la exacción del Im-
puesto sobre Sociedades de los siguientes 
sujetos pasivos: 

a) Los que tengan su domicilio fiscal en 
el País Vasco y su volumen total de 
operaciones en el ejercicio anterior 
no hubiere excedido de 500 millones 
de pesetas. 

b) Los que operen exclusivamente en 
territorio vasco y su volumen total de 
operaciones en el ejercicio anterior 
hubiere excedido de 500 millones de 
pesetas, cualquiera que sea el lugar 
en el que tengan su domicilio fiscal. 

(...) 
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Cuatro. A los efectos de lo dispuesto en 
los apartados anteriores, en el supuesto de 
inicio en el ejercicio de la actividad, para 
el cómputo de la cifra de 500 millones de 
pesetas, se atenderá al volumen de las 
operaciones realizadas en dicho ejercicio. 

Si el ejercicio de inicio de la actividad 
fuese inferior a un año, para el cómputo 
de la cifra anterior las operaciones reali-
zadas se elevarán al año. 

Hasta que se conozcan el volumen y el 
lugar de realización de las operaciones a 
que se refiere el párrafo anterior, se toma-
rán como tales, a todos los efectos, los 
que el sujeto pasivo estime en función de 
las operaciones que prevea realizar du-
rante el ejercicio del inicio de la actividad. 

Cinco. Se entenderá como volumen de 
operaciones el importe total de las con-
traprestaciones, excluido el Impuesto so-
bre el Valor Añadido y el recargo de equi-
valencia, en su caso, obtenido por el suje-
to pasivo en las entregas de bienes y pres-
taciones de servicios realizadas en su acti-
vidad. 

Artículo 20. Lugar de realización de las 
operaciones. 

(Redactado por Ley 38/1997, de 4 de 
agosto) 

Se entenderán realizadas en los Territo-
rios Históricos del País Vasco las operacio-
nes siguientes: 

A) Entregas de bienes. 

(...) 

5.° Las entregas de bienes inmuebles, 
incluidos los derechos reales sobre 
los mismos, cuando los bienes estén 
situados en territorio vasco. 

B) Prestaciones de servicios: 

1.° Las prestaciones de servicios se en-
tenderán realizadas en territorio 
vasco cuando se efectúen desde 
dicho territorio. 

2.° Se exceptúan de lo dispuesto en el 
apartado anterior las prestaciones 
directamente relacionadas con bie-
nes inmuebles, las cuales se enten-
derán realizadas en el País Vasco 
cuando dichos bienes radiquen en 
territorio vasco. 

(...) 

Artículo 22. Inspección. 

(Redactado por la Ley 27/1990, de 26 
de diciembre) 

La Inspección se realizará de acuerdo 
con los siguientes criterios: 

1.° La inspección de los sujetos pasivos 
que deban tributar exclusivamente 
a las Diputaciones Forales o, en su 
caso, a la Administración del Esta-
do, se llevará a cabo por la Inspec-
ción de los Tributos de cada una de 
ellas. 

2.° La inspección de los sujetos pasivos 
que deban tributar a ambas Admi-
nistraciones se realizará de acuerdo 
con las siguientes reglas: 

1.º Si los sujetos pasivos tienen su 
domicilio fiscal en territorio co-
mún, la inspección será realiza-
da por los órganos de la Admi-
nistración del Estado, que regu-
larizará la situación tributaria del 
sujeto pasivo, incluyendo la pro-
porción de tributación que co-
rresponda a cada una de las 
Administraciones competentes. 

2.º Si los sujetos pasivos tienen su 
domicilio fiscal en territorio vas-
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co, la inspección será realizada 
por los órganos competentes de 
la Administración Foral corres-
pondiente, sin perjuicio de la co-
laboración de la Administración 
del Estado, y surtirá efectos fren-
te a todas las Administraciones 
competentes, incluyendo la 
proporción de tributación que 
corresponda a las mismas. 

En el caso de que el sujeto pasi-
vo realice en territorio de régi-
men común el 75 por 100 o más 
de sus operaciones totales, de 
acuerdo con los puntos de co-
nexión que se establecen en los 
artículos 18, 19 Y 20 anteriores, 
será competente la Administra-
ción del Estado, sin perjuicio de 
la colaboración de las Diputa-
ciones Forales. 

(...) 

II. Impuesto sobre el Valor Añadido
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Artículo 28. Administración competente 
para la exacción del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 

(Redactado por Ley 38/1997, de 4 de 
agosto) 

La exacción del Impuesto sobre el Valor 
Añadido y del recargo de equivalencia se 
ajustará a las siguientes normas: 

Uno. Los sujetos pasivos que operen ex-
clusivamente en territorio vasco tributarán 
íntegramente a las correspondientes Dipu-
taciones Forales y los que operen exclusi-
vamente en territorio común lo harán a la 
Administración del Estado. 

(...) 

Tres. Los sujetos pasivos cuyo volumen 
total de operaciones en el año anterior no 

hubiere excedido 500 millones de pesetas 
tributarán en todo caso, y cualquiera que 
sea el lugar donde efectúen sus opera-
ciones, a la Administración del Estado, 
cuando su domicilio fiscal esté situado en 
territorio común y a la Diputación Foral co-
rrespondiente cuando su domicilio fiscal 
esté situado en el País Vasco. 

A efectos de esta norma se entenderá 
como volumen total de operaciones el 
importe de las contraprestaciones, exclui-
do el Impuesto sobre el Valor Añadido y 
recargo de equivalencia, en su caso, ob-
tenido por el sujeto pasivo en las entregas 
de bienes y prestaciones de servicios efec-
tuadas en todas las actividades empresa-
riales o profesionales que realice. 

En el supuesto de inicio de la actividad, 
para el cómputo de la cifra de 500 millo-
nes de pesetas, se atenderá al volumen 
de operaciones realizado en el primer año 
natural. 

Si el primer año de actividad no coinci-
diera con el año natural, para el cómputo 
de la cifra anterior, las operaciones reali-
zadas desde el inicio de las actividades se 
elevarán al año. 

Cuatro. Se entenderá que un sujeto pa-
sivo opera en un territorio cuando, de 
conformidad con los puntos de conexión 
que se establecen, realice en el mismo en-
tregas de bienes o prestaciones de servi-
cios. 

Cinco. A los efectos de este Concierto 
Económico, se entenderán realizadas en 
los Territorios Históricos del País Vasco las 
operaciones sujetas al impuesto de 
acuerdo con las siguientes reglas: 

A) Entregas de bienes. 

( ...) 
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b) Las entregas de bienes inmue-
bles, cuando los bienes entregados 
estén situados en territorio vasco. 

(...) 

B) Prestaciones de servicios. 

1.° Las prestaciones de servicios se en-
tenderán realizadas en territorio 
vasco cuando se efectúen desde 
dicho territorio. 

2.° Se exceptúan de lo dispuesto en el 
apartado anterior, las prestaciones 
directamente relacionadas con bie-
nes inmuebles, las cuales se enten-
derán realizadas en el País Vasco 
cuando dichos bienes radiquen en 
territorio vasco. 

( ...) 

7. Según la AEAT, el volumen de operaciones 
de ENTIDAD 1 en el ejercicio 2001 excedió de 
500 millones de pesetas y la totalidad de di-
chas operaciones se realizó en territorio co-
mún, concretamente en Cantabria, por lo 
que en relación con el Impuesto sobre Socie-
dades le era aplicable en dicho ejercicio la 
normativa del Estado (art. 17.Dos CEPV) y la 
Administración estatal era competente para 
la exacción de dicho impuesto (art. 18.Uno 
CEPV) y para su inspección (art. 22, 1a CEPV), 
y respecto del IVA, su exacción correspondía 
también a la Administración del Estado (art. 
28.Uno CEPV). 

El cómputo por la AEAT del volumen de 
operaciones se funda en los siguientes argu-
mentos (extractados de las págs. 44 y sigs. del 
escrito de alegaciones de 19 de junio de 
2008): 

o El ejercicio 2001 es el primer año en 
que ENTIDAD 1 realiza actividad por lo 
que el volumen de operaciones obte-
nido en dicho año inicial es el que ha 

de tomarse en consideración (arts. 18. 
Cuatro y 28. Tres CEPV). 

o La actividad que se inicia en el ejerci-
cio 2001 es una actividad inmobiliaria, 
al modificarse el objeto social de 
ENTIDAD 1 en escritura de 6/8/2001 y 
realizar como únicas operaciones en el 
ejercicio la venta de un inmueble en 
Santander, por importe de 
1.497.600.000 pesetas, y la prestación 
de servicios de gestión inmobiliaria por 
importe de 7.400.000 pesetas, lo que 
arroja un volumen total de 1.505 millo-
nes de pesetas. Dichas operaciones es-
tán documentadas respectivamente 
mediante las facturas emitidas núme-
ros 1/2001 Y 2/2001 (figuran en el ex-
pediente anexo al escrito de la AEAT, 
folios 490 y 491). 

o Todas las operaciones se realizaron en 
territorio común, concretamente en 
Cantabria, como resulta de las citadas 
facturas 1/2001 (-entrega de bien in-
mueble- arts. 20.A),5° y 28.Cinco, A), b) 
CEPV) y 2/2001 (- prestación de servi-
cios directamente relacionados con 
bienes inmuebles- arts. 20, B), 2° Y 28. 
Cinco, B), 2° CEPV). 

o Las entregas de bienes por importe de 
11.489,12 Euros declaradas por 
ENTIDAD 1 en el Impuesto sobre Socie-
dades en el ejercicio 2001 son opera-
ciones de ENTIDAD 2, sociedad absor-
bida realizadas por cuenta de ENTIDAD 
1 a efectos contables, de acuerdo con 
la normativa mercantil, si bien la fiscal 
sólo considera aplicable esta regla 
cuando lo es el régimen especial de 
fusiones en el Impuesto sobre Socieda-
des. 

A juicio de la AEAT, las anteriores conside-
raciones hacen irrelevante el domicilio fiscal 
de ENTIDAD 1. 



REFERENCIAS 

El escrito de alegaciones de la AEAT de 19 
de junio de 2008 (págs. 46 y sigs.) añade a las 
referidas consideraciones las que en síntesis 
se exponen a continuación: 

o El inmueble adquirido a ENTIDAD 2 y 
transmitido a Entidad 3, S.A. no tiene la 
consideración de inmovilizado, afirma-
ción que, a su vez, se funda en los si-
guientes argumentos: 

 Se adquiere y se vende en un cor-
to periodo de tiempo (inscripción 
en el Registro Mercantil de la escri-
tura pública de fusión el 
28/11/2001 y escrituración de la 
transmisión del inmueble el 
3/12/2001). 

 El Plan General de Contabilidad 
(se refiere al aprobado por RD 
1643/1990, de 20 de diciembre, 
aunque la misma definición se 
contiene en el vigente, aprobado 
por RD 1514/2007, de 16 de no-
viembre) establecía que el Grupo 
2 ("Inmovilizado") "comprende los 
elementos de patrimonio destina-
dos a servir de forma duradera en 
la actividad de la empresa", mien-
tras que de las definiciones de las 
cuentas de existencias del Grupo 
3 se desprende que estas son 
aquellos elementos destinados a 
la venta, con o sin transformación. 

 Las Normas de Adaptación del 
Plan General de Contabilidad a 
las empresas inmobiliarias, Orden 
de 28 de diciembre de 1994, en 
sus normas de valoración 3a y 5a 
establecen que un inmueble cuyo 
destino previsto sea el uso propio 
o la explotación en arrendamien-
to pertenecerá al inmovilizado 
material y si, por el contrario, el 
destino previsto del mismo es la 
venta, estaremos ante una exis-

tencia perteneciente al activo 
circulante. Por lo tanto, la califi-
cación de un elemento patrimo-
nial como inmovilizado o existen-
cia depende de su destino eco-
nómico. En el caso del inmueble 
adquirido a Entidad 2 su destino 
económico no es otro que su 
transmisión a una inmobiliaria para 
su transformación en edificio de 
viviendas. 

o El concepto de volumen de operacio-
nes aparece definido en los artículos 
18. Cinco y 28.Tres CEPV; no es aplica-
ble a efectos del Concierto Económico 
el concepto de volumen de operacio-
nes recogido en el artículo 121.Uno, 
párrafo segundo, de la Ley 37/1992, de 
28 de diciembre, reguladora del IVA, 
según el cual "en los supuestos de 
transmisión de la totalidad o parte de 
un patrimonio empresarial o profesio-
nal, el volumen de operaciones a 
computar por el sujeto pasivo adqui-
rente será el resultado de añadir al rea-
lizado, en su caso, por este último du-
rante el año natural anterior, el volu-
men de operaciones realizadas duran-
te el mismo periodo por el transmitente 
en relación a la parte de su patrimonio 
transmitida". Señala la AEAT que esta 
aplicación es propugnada por el re-
presentante de ENTIDAD 1 acumulan-
do los volúmenes de operaciones de 
Entidad 1, S.L. y Entidad 2, S.A. en el 
año 2000. 

El argumento del representante de 
ENTIDAD 1 que se pretende rebatir con 
el razonamiento anterior parece ser el 
esgrimido por el representante de esta 
entidad en sus alegaciones en el pro-
cedimiento subsiguiente a las actas de 
disconformidad en el Impuesto sobre 
Sociedades y recogido en los respecti-
vos acuerdos de liquidación. Estos 
acuerdos están incluidos en el expe-
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diente remitido a la Junta Arbitral por 
la Diputación Foral de Bizkaia. Así, en el 
de fecha 12/07/2005, relativo al acta 
número 70947040, se recoge (pág. 16) 
la siguiente alegación del representan-
te de ENTIDAD 1: 

"Con respecto a la sucesión de Enti-
dad 1, S.L. en todos los derechos, obli-
gaciones y circunstancias de ENTIDAD 
2, S.A. considera que, si tal y como es-
tima la actuaria Entidad 1, S.L. ha su-
cedido a ENTIDAD 2, S.A. de forma uni-
versal con motivo de su fusión por ab-
sorción, entonces también deberá su-
cederle en el inicio de la actividad y 
en el volumen de operaciones de 
ENTIDAD 2, S.A. en el ejercicio 2000, 
habiendo sido el volumen de opera-
ciones de dicha entidad en el referido 
año de 89.111.845 pts.". 

o Rechaza también la AEAT la afirmación 
de ENTIDAD 1 de que la transmisión del 
inmueble es una operación inmobiliaria 
no habitual y por ello no estaría com-
prendida en el concepto de volumen 
de operaciones definido en el artículo 
28.Tres, párrafo tercero CEPV como el 
importe de las contraprestaciones ob-
tenido por el sujeto pasivo "en las en-
tregas de bienes y prestaciones de ser-
vicios efectuadas en todas las activi-
dades empresariales o profesionales 
que realice". La AEAT funda este re-
chazo en la naturaleza inmobiliaria de 
la actividad de ENTIDAD 1 y la califica-
ción del inmueble como existencias. 

La Diputación Foral de Bizkaia acepta la te-
sis de la AEAT con relación a ENTIDAD 1: des-
pués de trascribir en su escrito de alegacio-
nes de fecha 20 de octubre de 2008 los pre-
ceptos pertinentes del Concierto Económico 
de 1981 relativos al Impuesto sobre Socieda-
des afirma lo siguiente (pág. 6): 

"De acuerdo a los artículos transcritos, 
en relación a Entidad 1 Arquitectura y 
Gestión, S.L., teniendo en cuenta que el 
ejercicio de inicio de su actividad es el 
ejercicio 2001, que el volumen de opera-
ciones realizado en dicho ejercicio es su-
perior a 3 millones de euros y que las en-
tregas de bienes y prestaciones de servi-
cios se entienden realizadas en su totali-
dad en Santander, la normativa aplicable, 
la competencia inspectora así como la 
exacción del impuesto corresponde a la 
Administración Estatal". 

Seguidamente el citado escrito transcribe 
las normas del Concierto Económico de 1981 
relativas al IVA, llegando a idéntica conclu-
sión (pág. 8). 

8. En su escrito de alegaciones de 24 de oc-
tubre de 2008, ENTIDAD 1 sostiene frente a la 
AEAT que su volumen de operaciones en 
2001 no excedía de 500 millones de pesetas. 
En su opinión, para determinar este volumen 
hay que tener en cuenta la Norma Foral 
7/1994, de 9 de noviembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, cuyo artículo 121. Tres 
dispone, en la redacción aplicable, que 
"[p]ara la determinación del volumen de 
operaciones no se tomarán en consideración 
las siguientes: 10) Las entregas ocasionales de 
bienes inmuebles", norma idéntica a la con-
tenida en el artículo 121.Tres de la L1VA. 

El carácter ocasional de la entrega del in-
mueble se basa, según ENTIDAD 1 (págs. 77 y 
sigs.) en que dicho inmueble tenía la natura-
leza de activo fijo material, tanto en sede de 
ENTIDAD 2 como en sede de ENTIDAD 1 tras la 
fusión por absorción; nunca existió la compra 
de un bien destinado a su venta como desa-
rrollo de una actividad inmobiliaria; su venta 
originó un resultado extraordinario o excep-
cional, contabilizado como tal y declarado 
en este concepto en el Impuesto sobre So-
ciedades. 
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El Fundamento de Derecho 4° (págs. 59 y 
sigs.) del citado escrito de ENTIDAD 1, que 
lleva por rúbrica "Naturaleza del patrimonio 
adquirido por Entidad 1, S.L., tras la absorción 
de Entidad 2, S.A.", está dedicado a rebatir la 
tesis de la AEAT de que el inmueble en cues-
tión no tiene el carácter de inmovilizado, tesis 
que, como ha quedado indicado en el ante-
rior Fundamento de Derecho 7, tiene como 
argumento central que el destino económico 
previsto del inmueble, es decir, la finalidad 
para la que fue adquirido, era su venta. 

ENTIDAD 1 afirma (pág. 62) que su propósito 
respecto al inmueble adquirido en la fusión 
era "reformarlo y continuar su explotación 
hotelera", pero que "para conseguir su renta-
bilidad era necesaria una importante refor-
ma", que describe. Sin embargo, un informe 
de los Servicios Jurídicos Municipales del 
Ayuntamiento de Santander sostuvo que no 
eran posibles los cambios estructurales del 
edificio previstos y que la Ordenanza aplica-
ble al inmueble era la Residencial, en lugar 
de la Hotelera. Dice ENTIDAD 1 que este in-
forme, "que implicaba importantes impedi-
mentos que hacían inviable la idea de explo-
tación hotelera original, motivó la consiguien-
te zozobra y el temor a una pérdida sustan-
cial de la importantísima inversión efectuada 
en la adquisición de la totalidad de las ac-
ciones de ENTIDAD 2, S.A. Por este motivo 
ENTIDAD 1, S.L. se vio obligada en aferrarse a 
una oferta de compra realizada por ENTIDAD 
3, S.A. .... ". Estas consideraciones se reiteran 
en lo esencial en las páginas 82 y siguientes 
del escrito de alegaciones de ENTIDAD 1. 

 Considera ENTIDAD 1 (pág. 65) que "[e)s 
totalmente equivocado el tratamiento de 
venta a corto plazo que se pretende dar a la 
transmisión del inmueble, al considerar que el 
mismo se adquiere el 28/11/2001 y se transmi-
te el 03/12/2001, debido a que el inmueble 
con motivo de la sucesión universal a que dio 
lugar la fusión en el patrimonio de ENTIDAD 2, 
SA nos debemos remontar hasta el año 1988, 
año en que se aporta en el acto fundacional 

a ENTIDAD 2, S.A., para ver el origen del mis-
mo y siempre mantenido como inmovilizado 
material". 

Argumenta después ENTIDAD 1 (págs. 67 y 
sigs.) que el inmueble ha tenido siempre la 
consideración de inmovilizado en la contabi-
lidad de ENTIDAD 2, calificación que se man-
tuvo en la de aquella entidad. Esto último es 
coherente, a su juicio, con la naturaleza de 
fusión impropia de la operación en virtud de 
la cual dicha entidad adquirió en bloque, por 
sucesión universal, el patrimonio de ENTIDAD 
2, lo cual implica que se continúa la misma 
actividad, pero en una sociedad distinta. En 
virtud de estas consideraciones, la entidad 
concluye (pág. 69) que "los activos que reci-
be ENTIDAD 1, S.L. con motivo de la fusión se 
transmiten en la situación en que se encon-
traban en ENTIDAD 2, S.A. y que la califica-
ción contable que el inmueble aportado en 
el momento de la constitución de esta última 
(el Hotel ---- ----) tenía en la absorbida como 
inmovilizado material en atención a su afec-
tación a la actividad de "Hotel cafetería-
restaurante” se traslada a la absorbente. Tal 
efecto ha de reconocerse por exigirlo el prin-
cipio de sucesión universal. ..". 

9. De acuerdo con el artícul018.Cinco CEPV, 
el volumen de operaciones comprende "las 
entregas de bienes y prestaciones de servi-
cios realizadas en su actividad' y más explíci-
tamente, según el artículo 28.Tres CEPV, "las 
entregas de bienes y prestaciones de servi-
cios efectuadas en todas las actividades 
empresariales o profesionales que realice". 
Carece, pues, de relevancia el carácter oca-
sional o no de la venta planteado por el con-
tribuyente, o que, como se razona seguida-
mente, la operación forma indudablemente 
parte de las actividades empresariales del 
contribuyente. 

Del expediente resultan los siguientes 
hechos relevantes para determinar el destino 
atribuido por ENTIDAD 1 al bien inmueble: 
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1) Condiciones resolutorias establecidas en 
[a escritura de 6 de agosto de 2001 de 
compraventa de las acciones de 
ENTIDAD 2. Son, en síntesis, las siguientes: 

- Hallarse a 30/11/2001 libre de cargas 
la finca "Hotel ---- ----", siendo de 
cuenta de Entidad 2 la cancelación 
del préstamo hipotecario pendiente. 

- Haber extinguido a 30/11/2001 Enti-
dad 2 la totalidad de las relaciones 
laborales de su plantilla, siendo de su 
cuenta la liquidación y abono de to-
das las obligaciones. 

- Renunciar la administradora única 
de Entidad 2 a su cargo a 
30/11/2001, en el mismo acto en que 
se proceda al pago del precio apla-
zado en la compra de las acciones. 

- Asumir los vendedores con carácter 
solidario la obligación de cancelar y 
liquidar a 30/11/2001 todos los pasi-
vos de cualquier naturaleza que exis-
tan en Entidad 2 como consecuen-
cia de su actividad empresarial. 

El contrato incluye también una cláu-
sula en virtud de la cual "se autoriza por 
la sociedad compradora a que los ven-
dedores de los títulos valores objeto del 
presente contrato de compra-venta, 
puedan vender todos aquellos bienes 
muebles y objetos de cualquier naturale-
za que existen en el inmueble que cons-
tituye el Hotel ---- ----, sin que dicha auto-
rización alcance a ningún tipo de las ins-
talaciones de toda naturaleza que se 
contienen en el inmueble y que son utili-
zadas en la actividad hotelera que se 
desarrolla en su seno". 

El 20 de diciembre de 2001 la adminis-
tradora única de Entidad 2 declaró 
haber cumplido todas las condiciones y 
con la misma fecha Cruz Roja Española 

certifica haber recibido en donación el 
mobiliario del Hotel ---- ---- (folios 332 a 
335 del expediente anejo al escrito de la 
AEAT). 

2) La compradora del inmueble, Entidad 3, 
SA, realizaba el 2 de octubre de 2001, es 
decir, dos meses antes de la compra, 
gestiones encaminadas a la obtención 
de licencia de obras de "rehabilitación y 
adaptación de edificio hotelero para 
uso vivienda". Figura en el expediente 
(folio 493 del anexo al escrito de alega-
ciones de la AEAT) copia de una solici-
tud de tales obras con esa fecha dirigi-
da por la mencionada entidad al Ayun-
tamiento de Santander. Figura también 
(folio 494) la liquidación del Impuesto 
sobre Construcciones, Instalaciones y 
Obras, de fecha 24 de octubre de 2001, 
a cargo de la referida entidad, por la 
obra mencionada. 

3) El pago de la mayor parte del precio de 
las participaciones de ENTIDAD 2 adqui-
ridas por ENTIDAD 1 (1.170.988.000 pese-
tas del total de 1.321.008.00 pesetas) se 
aplaza sin intereses hasta el 30 de no-
viembre de 2001 y se realiza el 7 de di-
ciembre de este año, con el dinero re-
cibido de Entidad 3, S.A. En pago de la 
compra del inmueble esta entidad en-
trega a ENTIDAD 1 el 3 de diciembre de 
2001, fecha de la escritura de compra-
venta, un cheque bancario por importe 
de 1.185.000.000 pesetas, que se abona 
en cuenta el día siguiente. ENTIDAD 1 no 
concertó ningún préstamo u otra ope-
ración de financiación con vistas al pa-
go de la cantidad aplazada. 

4) Existencia de una vinculación entre 
ENTIDAD 1 e Entidad 3, SA (págs. 34 y si-
go del escrito de la AEAT de 19 de junio 
de 2008) a través de (Nombre y apelli-
dos 3), administrador solidario de 
ENTIDAD 1 y administrador único de 
Puertas del Sardinero, S.L. Este último 
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nombramiento es revocado por acuer-
dos sociales elevados a escritura pública 
el 22 de julio de 1994 (folios 509 y siguien-
tes del expediente anexo al citado escri-
to de la AEAT), nombrándose conseje-
ros, junto con otras personas, a (Nombre 
y apellidos 3) y a (Nombre y apellidos 4), 
administrador único de Entidad 3, S.A. 
Figura también en el expediente (folios 
514 y sig.) una nota del Registro Mercan-
til de Cantabria expedida el 19/9/2002, 
en la que se indica el carácter uniperso-
nal de la sociedad Puerta del Sardinero, 
S.L., siendo su socio único Entidad 3, SA y 
que se encuentra depositado un pro-
yecto de fusión con fecha 24/7/1998. 

La AEAT pone además de manifiesto 
en su escrito citado la existencia de una 
vinculación entre (Nombre y apellidos 5), 
esposa del Sr. (Apellido 3), con el Sr. 
(Apellido 4), administrador de Entidad 3, 
S.A. a través de la entidad Entidad 4, S.L., 
de la que ambos son consejeros. 

Por otra parte, en el informe de discon-
formidad de 2 de diciembre de 2004, re-
lativo al acta A02-70937703 por el Im-
puesto sobre Sociedades, ejercicio 2001, 
de ENTIDAD 1 en su condición de suce-
sor universal de ENTIDAD 2 (folios VII Y 
sigs. del expediente anejo al escrito de 
la AEAT), se indica (pág. 7) lo siguiente: " 
Entidad 3 opera con habitualidad con 
uno de los administradores solidarios y 
socio de Entidad 1, el Sr. Apellidos 3. De 
las promociones y negocios iniciados por 
Entidad 3 durante los ejercicios 1998 a 
2001 hay que señalar que en todos ha 
intervenido el Sr. citado", y enumera se-
guidamente las aludidas operaciones 
inmobiliarias. 

A estos hechos opone ENTIDAD 1 en su es-
crito de alegaciones de 24 de octubre de 
2008 los siguientes argumentos: 

- Niega la entidad (pág. 80) la existencia 
de contactos con Entidad 3, S.A. con vis-
tas a la venta del inmueble con el ar-
gumento de que "[n]o se sostiene de 
ningún modo lo afirmado, por el mero 
hecho de que ENTIDAD 1, S.L. es imposi-
ble que transmita el inmueble que se re-
seña hasta tanto no ostente su propie-
dad, la cual correspondía a la entidad 
mercantil ENTIDAD 2, SA” 

- Aduce también (pág. 82) que "se quie-
ren sacar conclusiones equívocas del 
hecho de que ENTIDAD 3, SA hubiera so-
licitado al Ayuntamiento de Santander, 
con fecha 24 de octubre de 2001, licen-
cia de obras para rehabilitar y adaptar 
el edificio hotelero, fecha anterior a 
producirse la fusión y venta del inmue-
ble". Reitera a continuación que el fin 
inicial de la adquisición de éste fue el de 
reformarlo y continuar con su explota-
ción hotelera, pero que los obstáculos 
que se opusieron a este propósito -a los 
que se añade ahora uno nuevo: "que lo 
que suponíamos propiedad era en rea-
lidad una concesión de costas, lo que 
motivó recelo del Registrador de inscri-
birlo como propiedad absoluta"- induje-
ron a ENTIDAD 1 a aceptar la oferta de 
compra de Entidad 3, SA y concluye 
(pág. 84): 

"Por tanto, ENTIDAD 1, S.L. nunca ha 
estado en connivencia con la em-
presa ENTIDAD 3, S.A., como expresan 
las alegaciones de la AEAT. Nunca 
hemos financiado a dicha empresa 
el proyecto de rehabilitación del in-
mueble, sino que la empresa ha 
hecho suyo el proyecto nuestro, mo-
dificándolo y devolviéndonos el dine-
ro adelantado de ENTIDAD 1, S.L. 
Nunca la empresa ENTIDAD 3, S.A. ha 
tenido en su poder documento algu-
no que acredite que tenía algún tipo 
de acuerdo, o de opción o de obli-
gación con ENTIDAD 1, S.L., antes del 
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otorgamiento del documento públi-
co de venta del inmueble de 3 de 
diciembre de 2001. No sabemos, por 
tanto, cómo pudo según la Agencia 
Tributaria, solicitar licencia de obra en 
el mes de Octubre de 2001, sin ser los 
propietarios del inmueble, y si lo hizo, 
no somos responsables, y por tanto, 
ajenos a las gestiones realizadas ante 
los Servicios Urbanísticos del Ayunta-
miento de Santander, por la empresa 
Entidad 3, S.A. o por otras empresas 
que estando interesadas en la com-
pra del inmueble en cuestión, cuan-
do lícitamente evacuaron las consul-
tas correspondientes a tal fin". 

Los hechos anteriores, cuya eficacia proba-
toria no resulta desvirtuada por las alegacio-
nes del contribuyente que se acaban de 
exponer, ponen de manifiesto que el propósi-
to perseguido por ENTIDAD 1 desde el mo-
mento de la adquisición del inmueble por la 
absorción de ENTIDAD 2 era su venta a Inmo-
biliaria Soto mar, SA por lo que la calificación 
contable correcta de dicho inmueble en el 
patrimonio de ENTIDAD 1 no era la de inmovi-
lizado sino la de existencias. 

A la vista de tales hechos no resulta con-
vincente la alegación de ENTIDAD 1 expuesta 
en el precedente Fundamento de Derecho, 
en el sentido de que su propósito inicial de 
continuar con la actividad hotelera fue modi-
ficado posteriormente en vista de las circuns-
tancias, que obligaron a la entidad a aco-
gerse a una oferta de Entidad 3. Es de men-
cionar que esta explicación no coincide to-
talmente con la que, según el informe de 
disconformidad antes citado (pág. 30), dio 
ENTIDAD 1 a la Inspección de la AEAT: 

"El representante ante la Inspección de 
la sociedad absorbida ha manifestado 
verbalmente que la operación de fusión 
se realizó con la intención de que la so-
ciedad absorbente llevara a cabo la re-
habilitación y promoción de viviendas en 

el edificio, y que dicha actividad se des-
arrollara en Bilbao por entender que po-
drían existir mejores condiciones de mer-
cado, razón por la cual tiene lugar el tras-
lado de la operación al País Vasco y la in-
termediación de una sociedad vasca, En-
tidad 1. Si bien recibe con posterioridad 
una oferta de compra de un tercero, Enti-
dad 3, y ante la posibilidad de que existie-
ran problemas con la licencia de conver-
sión del edificio en viviendas, decide ven-
derlo". 

Por otra parte, el objeto social de ENTIDAD 
1, que en su constitución, por escritura de 22 
de marzo de 1999, era "la prestación de ser-
vicios profesionales relacionados con la arqui-
tectura, mediante la contratación, en su ca-
so, de las personas con la debida titulación", 
tras su modificación, por escritura de 6 de 
agosto de 2001, pasó a ser la realización de 
las siguientes actividades: 

- "La explotación de hoteles y servicios 
anejos relacionados con la hostelería, 
tales como cafetería y restaurante. 

- Promoción y construcción por cuenta 
propia o de terceros de toda clase de 
edificaciones y obras, incluyendo la re-
habilitación de bienes inmuebles para 
cualquier tipo de uso. 

- Compra-venta de todo tipo de bienes 
inmuebles y su arrendamiento o explo-
tación de cualquier forma, así como 
servicios de intermediación en la com-
pra de los mismos. 

- Prestación de servicios de asesoramien-
to y gestión inmobiliaria. 

- Promoción de empresas inmobiliarias y 
empresas de explotación de hoteles y 
servicios anejos, de objeto análogo o 
idéntico a cualquier de las actividades 
anteriores, tomando participaciones o 
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efectuando inversiones de cualquier es-
pecie en las mismas". 

En vista del objeto social de ENTIDAD 1 así 
definido, en el que predominan las activida-
des inmobiliarias y se incluye, en concreto, la 
compraventa de inmuebles, no cabe duda 
de que la venta del edificio del Hotel ---- ---- 
era una actividad ordinaria de dicha socie-
dad, que formaba parte de sus actividades 
empresariales, y que, por tanto, no puede ser 
calificada de "entrega ocasional de bienes 
inmuebles", en el sentido del artículo 121.Tres, 
1° LIVA. A esta conclusión no se opone, como 
es obvio, el carácter singular de la venta. 

Por consiguiente, de conformidad con los 
artículos 18.Cinco y 28.Tres del Concierto 
Económico aprobado por Ley 12/1981, el 
importe de la venta del hotel debe incluirse 
en el volumen de operaciones realizado por 
ENTIDAD 1 en el ejercicio 2001, el cual, por 
tanto, excedió en dicho ejercicio, primero de 
su actividad, de 500 millones de pesetas. 

Por lo demás, no cabe sostener que en vir-
tud de la absorción de ENTIDAD 2 por 
ENTIDAD 1 el volumen de operaciones de 
ésta que hay que tomar en consideración es 
el obtenido por aquélla en 2000, ejercicio en 
el que ENTIDAD 1 había permanecido inacti-
va y al que no alcanzó la retroacción conta-
ble de la fusión. Semejante tesis no encuentra 
apoyo en el artículo 121.Uno LIVA. 

Dado que el volumen de operaciones de 
ENTIDAD 1 en el año 2001 excedió de 500 
millones de pesetas, y teniendo en cuenta 
además que la totalidad de las operaciones 
de dicha entidad se realizaron en territorio 
común, es forzoso concluir, respecto al Im-
puesto sobre Sociedades de ENTIDAD 1, ejer-
cicio 2001, que la normativa aplicable era la 
estatal (art. 17.Dos CEPV) y que correspondí-
an a la Administración del Estado las compe-
tencias para la exacción (art. 18.00s CEPV) y 
la inspección (art. 22.10 CEPV) de dicho im-
puesto. Asimismo, que la Administración 

competente para la exacción del IVA, ejerci-
cio 2001, a cargo de dicha entidad, era la 
del Estado (art. 28.Uno CEPV). 

10. Por lo que respecta a ENTIDAD 2, no se 
discute que en 2000 su volumen de opera-
ciones fue inferior a 500 millones de pesetas. 
El volumen declarado en el Impuesto sobre 
Sociedades de dicho ejercicio fue de 
89.111.845 pesetas (escrito de alegaciones de 
ENTIDAD 1 de fecha 24 de octubre de 2008, 
pág. 46). 

Por tanto, la competencia para la exac-
ción del Impuesto sobre Sociedades corres-
ponde a la Administración en cuyo territorio 
radique el domicilio fiscal del obligado tribu-
tario (art. 18.Uno, a) CEPV) y a esta misma 
Administración le compete la inspección (art. 
22.10 CEPV). La misma regla rige respecto a 
la exacción del IVA (art. 28.Tres CEPV). 

A su vez, el artículo 36.Cuatro CEPV, redac-
tado por la Ley 38/1997, de 4 de agosto, dis-
ponía lo siguiente: 

"A los efectos del presente Concierto 
Económico, se entiende que las personas 
jurídicas tienen su domicilio fiscal en el País 
Vasco, cuando tengan en dicho territorio 
su domicilio social, siempre que en el mis-
mo esté efectivamente centralizada su 
gestión administrativa y la dirección de sus 
negocios. En otro caso, se atenderá al lu-
gar en que realice dicha gestión o direc-
ción". 

Pues bien, la AEAT, sostiene en su escrito de 
alegaciones de 19 de junio de 2008 (págs. 53 
Y sigs.) que el domicilio fiscal de ENTIDAD 2 en 
el año 2001 estaba localizado en Santander, 
tesis que apoya en los argumentos principales 
que resumimos seguidamente: 

- El Concierto de 1981 debe interpretarse 
a la luz de lo dispuesto en el artículo 
43.0cho del Concierto aprobado por 
Ley 12/2002, que es del siguiente tenor: 
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"Se presumirá, salvo prueba en contrario, 
que no se ha producido cambio de 
domicilio fiscal de las personas jurídicas, 
cuando en el año anterior o siguiente a 
dicho cambio devengan inactivas o ce-
sen en su actividad". En el presente ca-
so, afirma la AEAT, ENTIDAD 2 primero 
cesó en su actividad ordinaria y después 
cambió de domicilio. 

- La conclusión de que el cambio de do-
micilio fiscal de ENTIDAD 2 fue simulado 
no puede verse alterada por el informe 
sobre el cambio de domicilio fiscal emi-
tido con fecha 20 de septiembre de 
2002 por la Inspección Regional de la 
AEAT del País Vasco. 

- Con posterioridad al citado informe y 
como consecuencia de las actuaciones 
de comprobación desarrolladas cerca 
de ENTIDAD 2 se pusieron de manifiesto 
nuevos hechos que, a juicio de la AEAT 
confirman que el domicilio de dicha en-
tidad se encontraba en Santander en el 
año 2001. Tales hechos son en síntesis los 
siguientes: 

o ENTIDAD 2 era ya el 6 de agosto 
de 2001, fecha de la escritura de 
compraventa de sus acciones por 
ENTIDAD 1, una sociedad tenedo-
ra de inmuebles de las previstas 
en el artículo 108 de la Ley del 
Mercado de Valores. 

o En el piso nº 2 de la C/AAA xx, 
domicilio social al que declaró 
ENTIDAD 2 trasladarse, no se loca-
lizó a ninguna persona relaciona-
da con esta entidad. El portero de 
la finca manifestó que toda la co-
rrespondencia se remitía a la Ase-
soría AAAí. Uno de los teléfonos de 
esta Asesoría coincide con el telé-
fono de contacto de ENTIDAD 2. 

o Telefónica informa que todos los 
teléfonos a nombre de ENTIDAD 2 
corresponden a teléfonos de Can-
tabria. ENTIDAD 2 no tenía teléfo-
no contratado en Bilbao. 

o El cambio de domicilio fiscal de 
ENTIDAD 2 se produce ante la Di-
putación Foral de Bizkaia con fe-
cha 15/11/2001 de una forma 
apresurada ante la fusión docu-
mentada en escritura pública de 
19 de noviembre de 2001 y se 
comunica a la AEAT el 6 de agos-
to de 2002. 

o El poder de disposición sobre el 
edificio (hotel) de ENTIDAD 2 se 
produjo con anterioridad al cam-
bio de domicilio social y fiscal, ya 
que el octubre de 2001 la entidad 
adquirente del inmueble, Entidad 
3 S.A. se encontraba tramitando 
la licencia en el Ayuntamiento de 
Santander para la rehabilitación y 
conversión del inmueble en vi-
viendas. 

- Remite además el citado escrito de ale-
gaciones a los hechos relatados en las 
páginas 20 y siguientes del informe de 
fecha 2 de diciembre de 2004, amplia-
torio al acta levantada a ENTIDAD 1 en 
su condición de sucesor universal de 
ENTIDAD 2, en relación con el Impuesto 
sobre Sociedades. Según la AEAT, estos 
hechos acreditan que la dirección efec-
tiva de ENTIDAD 1 estaba en 2001 en 
Santander, y añade que "[a]1 ser Enti-
dad 1 la sociedad absorbente de Enti-
dad 2, estos hechos vienen a reforzar 
que la dirección efectiva de ambas en-
tidades se encontraba en Santander y 
que su única finalidad era la de transmi-
tir un inmueble eludiendo la tributación 
derivada de esta operación". 
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11. La Diputación Foral de Bizkaia afirma con 
relación a ENTIDAD 2 que teniendo en cuenta 
que el volumen de operaciones realizado en 
el ejercicio anterior, es decir, en el ejercicio 
2000, es inferior a 3 millones de euros, la com-
petencia para exaccionar e inspeccionar el 
Impuesto sobre Sociedades corresponde a la 
Administración donde se localice su domicilio 
fiscal (pág. 6 de su escrito de alegaciones de 
20 de octubre de 2008), y la misma tesis sos-
tiene con relación al IVA (ibídem, pág. 8). 
Como hemos mencionado en el Fundamento 
de Derecho 4, la Hacienda Foral de Bizkaia 
sostiene la validez del domicilio fiscal decla-
rado por el contribuyente, que considera 
debe prevalecer frente a las actuaciones de 
la AEAT con infracción del procedimiento de 
cambio de domicilio, pero no aduce ningún 
argumento material sobre la realidad de 
dicho domicilio declarado. 

12. En su escrito de alegaciones de 24 de 
octubre de 2008, página 55, ENTIDAD 1 se 
refiere a la afirmación del escrito de la AEAT 
referida en el precedente Fundamento de 
Derecho, en la que se alude a hechos poste-
riores a informe de 20 de septiembre de 2002 
que, en opinión de la Agencia, ponen de 
manifiesto el carácter simulado del cambio 
de domicilio y a los ocho puntos en que la 
Administración estatal resume tales nuevos 
hechos. ENTIDAD 1 hace la siguiente afirma-
ción: "En relación a estos ocho puntos, a los 
que no vamos a dar respuesta individualmen-
te, queremos resaltar que los mismos constitu-
yen en muchos casos manifestaciones ten-
denciosas y que para llegar a una conclusión 
tan trascendental para los intereses del con-
tribuyente por parte de los Servicios de Ins-
pección de la AEAT, se deben emplear nece-
sariamente medios mucho más seguros de 
forma que es exigible a la Administración 
algo más que meras conjeturas o sospechas, 
como las que en muchos casos se relatan en 
los mencionados ocho puntos (páginas 56 y 
57 Alegaciones ante la Junta Arbitral)". 

Sin embargo, "como muestra de lo expre-
sado anteriormente", el contribuyente sí refu-
ta de manera detenida la afirmación de la 
AEAT de que el cambio de domicilio fiscal de 
ENTIDAD 2 se comunica a la Agencia Tributa-
ria el 6 de agosto de 2002, con posterioridad 
a la fecha de la escritura de fusión, en lugar 
de la fecha correcta, el 15 de noviembre de 
2001, el mismo día en que el cambio se co-
munica a la Hacienda Foral, como se indica 
en el informe anejo al acta de disconformi-
dad sobre el IVA levantada a ENTIDAD 1 en 
calidad de sucesor de ENTIDAD 2. 

13. Respecto a los argumentos de la AEAT 
para demostrar que el domicilio de ENTIDAD 
2 no estaba en Bilbao sino en Santander, no 
compartimos, en primer lugar, el que preten-
de aplicar el artículo 43.0cho del Concierto 
Económico de 2002. Dicha entidad presentó 
el 1 de octubre de 2001 declaración censal 
comunicando el cese en la actividad hotele-
ra ante la AEAT de Cantabria y de su contabi-
lidad resulta que realizó sus últimas ventas en 
octubre de 2001 (escrito de alegaciones de 
la AEAT de 19 de junio de 2008). El 15 de no-
viembre de 2001 ENTIDAD 2 presentó decla-
ración censal relativa al cambio de domicilio 
a Bilbao tanto a la AEAT como a la Hacienda 
Foral de Bizkaia (y no el 6 de agosto de 2002, 
como se indica en el citado escrito de la 
AEAT). Sin embargo, cualquiera que sea el 
valor indiciario que pueda atribuirse a esta 
secuencia de actuaciones respecto a la rea-
lidad del cambio de domicilio, no es posible 
concluir que de ella pueda extraerse direc-
tamente la invalidez de este cambio y trasla-
dar la carga de la prueba a la otra Adminis-
tración, lo cual requeriría la vigencia de una 
presunción legal como la establecida por la 
citada norma del Concierto de 2002, que no 
es aplicable a los hechos que están en la 
base de este conflicto. 

No obstante, a partir de la adquisición por 
ENTIDAD 1 de todas las acciones de ENTIDAD 
2, que tiene lugar el 6 de agosto de 2001, Y 
obviamente tras la absorción de esta entidad 
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por aquélla, el 28 de noviembre de 2001, la 
determinación del domicilio fiscal de ENTIDAD 
2 resulta inseparable de la del domicilio fiscal 
de ENTIDAD 1. En consecuencia, está justifi-
cada la remisión que, como mencionamos 
en el anterior Fundamento de Derecho 10, 
hace la AEAT a los hechos relatados en las 
páginas 20, 21 Y 22 del informe ampliatorio al 
acta de disconformidad relativa al Impuesto 
sobre Sociedades levantada a ENTIDAD 1 en 
su calidad de sucesora de ENTIDAD 2, los 
cuales demostrarían, según la AEAT, que la 
sede de dirección efectiva de ENTIDAD 1 
estaba en el año 2001 en Santander. 

Los referidos indicios resultan de actuacio-
nes de investigación realizadas por el Servicio 
de Vigilancia Aduanera expuestas detalla-
damente en el Hecho Undécimo y de otras 
actuaciones referidas en los Hechos Duodé-
cimo, Decimotercero y Decimocuarto del 
citado informe, y están relatados también en 
el escrito de alegaciones de la AEAT, págs. 16 
Y sigs. Dichos indicios son sumamente prolijos, 
pero pueden resumirse de la manera siguien-
te: 

- ENTIDAD 1 no realiza actividad alguna 
hasta agosto de 2001 y en el inicio de su 
actividad fija su domicilio social en Bil-
bao, C/AAA xx, 50. Como domicilio fis-
cal aparece declarado en julio de 2002 
el de calle AAA, xx, 2° [declaración del 
Impuesto sobre Sociedades de 2001 (es-
crito de alegaciones de la AEAT, pág. 
16)]. En este domicilio no existe [ocal ni 
oficina abierta al público de la entidad, 
como resulta de los siguientes hechos: 

o No hay contrato de arrendamien-
to legal, al no estar concertado 
con el propietario del local sino 
con un arrendatario sin derecho a 
subarrendarlo, Entidad 5, S.L., vin-
culado a los representantes de 
ENTIDAD 1 en Bilbao; 

o El portero sube la corresponden-
cia al piso 5°, donde se encuentra 
la Asesoría Fiscal Rubí, S.L., cuyo ti-
tular ostenta la representación de 
ENTIDAD 1 ante la Administración 
Fiscal del País Vasco. En esta ase-
soría está domiciliada General 
Media, S.L.; 

o En los intentos de notificación rea-
lizados por la AEAT en distintas fe-
chas no se ha encontrado a na-
die en el piso 2°, habiéndose noti-
ficado en el 5°; 

o ENTIDAD 1 sólo tiene un empleado 
a tiempo parcial retribuido con 
867,56 Euros en 2001; 

o No tiene consumo telefónico en la 
línea instalada a su nombre en 
esa oficina, pues las facturas de 
teléfono domiciliadas en el BBVA 
ascienden a 33.000 pesetas en el 
año 2001, incluido el coste del alta 
de la línea, por 21.000. 

- "No se desarrolla actividad alguna en 
Bilbao, porque en las fechas en que pa-
recen intentar abrir allí una oficina, 
transcurridos más de dos meses desde la 
compra de Entidad 1, el hotel que cons-
tituyen todo su activo ya lo han vendido 
a un tercero". Se refiere la actuaria a las 
actuaciones de la compradora, Entidad 
3, S.A. tendentes a la rehabilitación del 
inmueble. 

- La dirección de los negocios y gestión 
de la actividad se realiza en Santander 
porque: 

o El administrador solidario, Sr. Ape-
llidos 3, señala como domicilio de 
remisión de la correspondencia 
de la cuenta del BSCH desde la 
que realiza su actividad, el de la 
calle BBB nº xx, de Santander; 
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o En el teléfono móvil que aparece 
en las facturas emitidas por 
ENTIDAD 1 contesta las llamadas 
una persona que indica que el 
domicilio de esta entidad se en-
cuentra en la dirección mencio-
nada de Santander; 

o Un Agente Tributario comprueba 
que en el portal de dicha direc-
ción existe un cartel con el nom-
bre de dicha empresa, que des-
aparece en visitas posteriores al 
inicio del procedimiento inspector; 

o Las operaciones financieras deri-
vadas de los contratos objeto de 
la actividad de la entidad se reali-
zan desde la cuenta abierta en el 
BSCH, oficina de Santander. La 
cuenta abierta en el BBVA en Bil-
bao no se utiliza más que para el 
abono del teléfono instalado en 
Bilbao y el pago de los servicios de 
gestoría a la Asesoría Fiscal Rubí, 
por importes mínimos en compa-
ración con los retribuidos por ase-
soría en Santander; 

o La asesoría jurídica y fiscal se en-
comienda a un bufete en San-
tander; 

o La operación de venta del in-
mueble se realiza en Santander, 
siendo todas las personas físicas 
comparecientes residentes en 
Santander; o Los contratos de 
préstamo celebrados también lo 
son con personas residentes en 
Santander; 

o Los socios y administradores resi-
den en Santander, pese al que el 
Sr. Apellidos 3 declare tener su 
domicilio fiscal en Madrid, si bien 
residen en Santander su esposa e 
hijo, teniendo él también su resi-

dencia habitual en Santander, 
como resulta de las investigacio-
nes realizadas por el Servicio de 
Vigilancia Aduanera y de sus pro-
pias manifestaciones ante otras 
personas: bancos, asesoría fiscal, 
notarios;  

o Los teléfonos de contacto que 
ENTIDAD 1 indica a sus clientes, en 
sus facturas, ante la AEAT del País 
Vasco y ante el banco son móvi-
les y corresponden al administra-
dor, Sr. Apellidos 3, y a su hijo, 
quienes residen en Santander. 

14. En su escrito de alegaciones de fecha 24 
de octubre de 2008, páginas 32 y siguientes 
ENTIDAD 1 aduce los siguientes hechos en 
relación con la sede de gestión administrativa 
y gestión de los negocios de esta sociedad y 
de ENTIDAD 2, que se resumen a continua-
ción: 

Entidad 1, S.L.: 

- La totalidad de las facturas recibidas y 
emitidas desde su constitución expre-
san nítidamente que el domicilio de la 
entidad está en Vizcaya;  

- Todas las declaraciones tributarias han 
sido presentadas a la Diputación Foral 
de Bizkaia, conteniendo que su domici-
lio se encontraba en dicho territorio;  

- La sociedad desde su fundación tiene 
formuladas y depositadas sus cuentas 
anuales en el Registro Mercantil de Viz-
caya;  

- Desde el 1 de septiembre de 2001 la 
sociedad dispone de una oficina o 
dependencia arrendada, ubicada en 
la segunda planta de la calle AAA 
número xx de Bilbao, donde se verifica 
la contratación general de la entidad;  
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- En dicha oficina se lleva la contabili-
dad de modo permanente y se con-
servan los correspondientes justificantes 
y antecedentes;  

- En dicha oficina existe desde septiem-
bre de 2001 una placa exterior que 
anuncia a la mercantil ENTIDAD 1, S.L.;  

- El 23 de noviembre de 2001 se inscribió 
a la sociedad en la Tesorería General 
de la Seguridad Social de Vizcaya y en 
la misma fecha se procedió a tramitar 
las coberturas ante la mutua Vizcaya 
Industrial;  

- El 19 de noviembre de 2001 se formali-
zó contrato de trabajo indefinido con 
la trabajadora (nombre y apellidos 1), 
con domicilio en Getxo, al que siguie-
ron otros;  

- El 11 de octubre de 2001 ENTIDAD 1 se 
dio de alta en el IAE en el Ayuntamien-
to de Bilbao;  

- El 4 de noviembre de 2001 se dio de al-
ta con la Compañía Telefónica, cons-
tando como domicilio el de la calle 
AAA xx,2° dcha.;  

- En el domicilio social y fiscal se notifi-
can habitualmente todo tipo de reque-
rimientos y resoluciones de las Adminis-
traciones Públicas;  

- Toda la correspondencia se recibe y 
conserva en su domicilio fiscal;  

- Las cuentas bancarias de la sociedad 
están domiciliadas en su domicilio fis-
cal;  

- En todos los documentos públicos 
otorgados siempre ha constado como 
domicilio el de Vizcaya y los que así lo 
requieren se hallan inscritos en el Regis-
tro Mercantil de Vizcaya;  

- La escritura fundacional y la de modifi-
cación de su objeto social, cese y 
nombramiento del órgano de adminis-
tración y cambio del domicilio social 
están otorgadas ante notarios con re-
sidencia en Bilbao;  

- La Junta extraordinaria por la que ce-
san los administradores solidarios y se 
nombra administrador único se celebró 
con fecha 23 de diciembre de 2003 en 
el domicilio social y fiscal de la socie-
dad, calle AAA xx de Bilbao;  

- Con fecha 6 de agosto de 2001 se 
otorgó ante un notario de Bilbao la es-
critura pública de compraventa de la 
totalidad de las acciones de ENTIDAD 
2;  

- El proyecto de absorción de ENTIDAD 2 
se depositó en el Registro Mercantil de 
Vizcaya;  

- Todos los anuncios previos al otorga-
miento de la escritura de fusión se pu-
blicaron en prensa de Vizcaya;  

- La escritura de fusión por absorción fue 
otorgada ante el mismo notario de Bil-
bao;  

- Todas las Juntas Generales de socios 
han tenido lugar en Vizcaya en el do-
micilio de la sociedad;  

- La sociedad sigue activa después del 
ejercicio 2001. 

Entidad 2. S.A.: 

- Todas las facturas emitidas y recibidas 
desde el traslado del domicilio social y 
fiscal reseñan como tal Bilbao, en con-
creto, calle AAA número xx;  

- Desde el 1 de septiembre de 2001, has-
ta su extinción, se ha compartido la 
oficina arrendada por ENTIDAD 1, des-
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de donde se ha verificado la contra-
tación general de la entidad;  

- En dicha oficina se ha llevado la con-
tabilidad de la sociedad y se conser-
van los justificantes y antecedentes de 
las operaciones;  

- Los libros oficiales de comercio están 
legalizados en el Registro Mercantil de 
Vizcaya;  

- El proyecto de fusión por absorción por 
ENTIDAD 1 se inscribió en el Registro 
Mercantil de Vizcaya;  

- El proyecto de fusión se aprueba en el 
domicilio social y fiscal de ENTIDAD 2, 
calle AAA xx;  

- La escritura de fusión se otorgó ante un 
notario de Bilbao;  

- Las notificaciones de los distintos actos 
del procedimiento de comprobación y 
del procedimiento sancionador se noti-
ficaron en el domicilio social y fiscal. 

Tras exponer los hechos que acabamos de 
resumir, ENTIDAD 1 alega en síntesis que el 
traslado del domicilio fiscal de ENTIDAD 2 de 
Santander a Bilbao fue objeto de comproba-
ción por la AEAT, que no lo rectificó ni pro-
movió su cambio ante la Diputación Foral de 
Bizkaia. El Fundamento de Derecho Tercero 
del escrito se destina a exponer las actuacio-
nes de comprobación de la declaración 
censal de cambio de domicilio presentada 
por ENTIDAD 2 que terminaron con el informe 
de 20 de septiembre de 2002, repetidamente 
citado, cuya eficacia vinculante para la Ad-
ministración del Estado defiende el contribu-
yente con los argumentos que fueron referi-
dos en el anterior Fundamento de Derecho 4. 

E1 Fundamento de Derecho Sexto del escri-
to de alegaciones de ENTIDAD 1, páginas 79 
y sigs. lleva por rúbrica "Réplica a los supues-
tos hechos probados que se contienen en la 

alegación tercera, realizada por la Dirección 
General de Tributos [sic] ante esa Junta Arbi-
tral, y ciertas manifestaciones plasmadas en 
los antecedentes de hecho". Los argumentos 
contenidos en este Fundamento de Derecho 
se refieren, por un lado, al análisis que realiza 
la AEAT del significado económico de las 
operaciones realizadas a través de ENTIDAD 1 
y, por otro, a los indicios alegados por la AEAT 
sobre el domicilio de ENTIDAD 1 y ENTIDAD 2. 

Estos últimos son los siguientes: 

- [S]e quieren sacar conclusiones sin 
fundamento alguno por el hecho de 
que la entidad tuviera abierta una 
cuenta en el Banco de Santander, en 
una sucursal de la ciudad de Santan-
der, cuestionándose igualmente ciertos 
movimientos de dicha cuenta. Lo pri-
mero que hay que aclarar en este sen-
tido es que como la propia Agencia 
Tributaria en sus alegaciones recono-
ce, el contrato de apertura llevado a 
cabo por ENTIDAD 1, S.L. fija como 
domicilio de la misma la calle AAA xx-
5° de Bilbao. El hecho de que para el 
envío de la correspondencia se fije una 
plaza de Santander y el teléfono móvil 
de contacto sea [el de] uno de sus 
Administradores Solidarios, no tiene 
ninguna trascendencia a los efectos 
de la competencia que le correspon-
de dirimir a la Junta Arbitral, pues es ló-
gico que un Administrador Solidario de 
una entidad mercantil dé a la entidad 
bancaria el domicilio de correspon-
dencia y el teléfono móvil que más 
cómodo le resulte por muchos motivos 
que en la práctica se dan en la vida 
empresarial, y que no por eso desvirtú-
an en absoluto el domicilio de la So-
ciedad titular de la cuenta corriente". 

- Alega también (pág. 89) que las inves-
tigaciones realizadas por agentes del 
Servicio de Vigilancia Aduanera tienen 
lugar en el año 2003, "por lo que las 
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mismas carecen de total validez para 
probar situaciones que afectan a 
competencias en materia tributaria, 
para la exacción de los impuestos ob-
jeto de comprobación que se deven-
garon en el año 2001 ". 

- Respecto al contrato de arrendamien-
to de la oficina en la calle AAA xx de 
Bilbao y al hecho de que el arrendador 
fuese, a su vez, arrendatario sin facul-
tad de subarriendo, alega el escrito 
(pág. 90) que "la mercantil que repre-
sento actuó siempre de buena fe y, 
por tanto, nunca podría verse perjudi-
cada por supuestas anomalías con 
quien suscribió el contrato. En este sen-
tido hay que recordar que quien está 
legitimado para impugnar el contrato 
es el propietario del inmueble, y no la 
Agencia Tributaria, y a pesar del largo 
tiempo transcurrido, no lo ha llevado a 
cabo, lo que confirma que el mismos 
está ajustado a derecho". 

- Finalmente, observa el escrito (pág. 90) 
respecto de los movimientos de las dos 
cuentas con las que opera ENTIDAD 1 
que la AEAT hace énfasis en los corres-
pondientes a la cuenta del Banco de 
Santander, dedicando 8 líneas a la 
cuenta abierta en el BBVA, sucursal de 
la c/CCC zz de Bilbao, y añade ''[l]as 
descripciones que se hacen de los mo-
vimientos de la cuenta seguida por la 
Sociedad con el Banco de Santander 
tratan de dar la apariencia de irregula-
res o sospechosas, cuando nada hay 
que ocultar sobre movimientos lícitos 
de fondos bancarios por la mercantil 
expresada". 

15. La valoración conjunta de los indicios de 
la sede de gestión administrativa y dirección 
de los negocios de ENTIDAD 1 lleva a la con-
clusión de que dicha sede no se encontraba 
en Bilbao sino en Santander desde el 6 de 
agosto de 2001, fecha de la adquisición por 

tres personas físicas residentes en Santander 
de la totalidad de las participaciones repre-
sentativas de su capital, del nombramiento 
de dos de ellas como nuevos administradores 
solidarios y del traslado de su domicilio a la 
calle AAA xx. A igual conclusión se llega con 
relación a ENTIDAD 2 desde el traslado de su 
domicilio social a Bilbao, también a la calle 
AAA xx, el 1 de octubre de 2001, hasta su 
extinción por absorción el 28 de noviembre 
de 2001. 

La virtualidad probatoria de los indicios 
aportados por la AEAT no se contrarresta por 
los aducidos por ENTIDAD 1, en su gran mayo-
ría de carácter puramente formal ni por las 
críticas formuladas por éste a algunos de los 
hechos presentados por la Agencia Tributaria. 

En conclusión, debemos declarar, en vista 
de lo dispuesto en el artículo 36.Cinco del 
Concierto Económico aprobado por Ley 
12/1981, que el domicilio fiscal de ENTIDAD 1 
y de ENTIDAD 2 se encontraba en Santander 
en los periodos antes indicados. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la competencia para la ex-
acción y la inspección del Impuesto sobre 
Sociedades y del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, ejercicio 2001, respecto de Entidad 
1, S.L. (CIF -------), tanto en sí misma como en 
su calidad de sucesora por absorción de 
ENTIDAD 2, SA (CIF -------) corresponde a la 
Administración del Estado. 

En ejecución de la presente resolución la 
Diputación Foral de Bizkaia transferirá a la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria 
el importe correspondiente al 4° trimestre del 
IVA ingresado en su Hacienda por el obliga-
do tributario.  
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Resolución R 19/2011 Expediente 43/2008 

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 26 de julio 
de 2011 

La Junta Arbitral del Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
compuesta por D. Carlos Palao Taboada, 
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Fran-
cisco Javier Muguruza Arrese, Vocales, ha 
adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto de competencias de ca-
rácter automático planteado por la Xunta de 
Galicia frente a la Diputación Foral de Gipuz-
koa acerca de la competencia para la ex-
acción del Impuesto sobre Sucesiones de-
vengado por el fallecimiento de D. (Nombre 
y Apellidos 1) (DNI ---), que se tramita ante 
esta Junta Arbitral con el número de expe-
diente 41/2008. 

1. ANTECEDENTES  

1. D. (Nombre y Apellidos 1) falleció en el 
Hospital Comarcal de Vilamartín de Valdeo-
rras (Ourense) el 11 de abril de 2004. 

El 25 de junio de 1996 D. Manuel y su esposa 
Dª (Nombre y Apellidos 2) (DNI ----) presenta-
ron a la Administración de la AEAT del Barco 
de Valdeorras (Ourense) un escrito registrado 
de entrada el día 27 (figura en el expediente 
corno Doc. n° 2 anexo al escrito de alega-
ciones de la Diputación Foral de Gipuzkoa, al 
que más adelante se hará referencia), en el 
que dicen lo siguiente: 

- Que hasta el 10-6-96 ambos cónyuges 
tenían fijado su domicilio fiscal en Villa-
martín de Valdeorras, calle AAA, nn. 

- Que a partir de 10-6-96 han trasladado 
su domicilio fiscal a BBB, mm, Zarautz 
(Guipúzcoa). 

- Que la presente manifestación se formu-
la a los efectos previstos en el artículo 
45.2 de la Ley General Tributaria. 

Es de señalar que en el encabezamiento 
del mencionado escrito los declarantes afir-
man que su domicilio está en la calle de 
AAA, ññ, ya que este dato ha dado lugar a 
una cierta controversia en el presente conflic-
to. 

2. El 26 de julio de 2004 la esposa del causan-
te, Dª (Nombre y Apellidos 2), y el hijo de am-
bos, D. (Nombre y Apellidos 3) (DNI. ----), pre-
sentaron autoliquidación del Impuesto de 
Sucesiones ante el Departamento de 
Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral 
de Gipuzkoa, según consta en certificación 
del Jefe del Servicio de Desarrollo Normativo 
y Asesoramiento Jurídico de la Dirección Ge-
neral de Política Fiscal y Financiera de dicho 
Departamento, que figura como Doc. 2 en el 
expediente (sin foliar) anejo al escrito de 
planteamiento del conflicto, al que también 
se hará referencia seguidamente. 

En la citada certificación se indica también 
que D. (Nombre y Apellidos 1) ha presentado 
ante el Departamento de Hacienda y Finan-
zas de la Diputación Foral de Gipuzkoa de-
claración del IRPF correspondiente a los ejer-
cicios 1999 a 2004, ambos inclusive, y del 
Impuesto sobre el Patrimonio correspondiente 
a los ejercicios 1999 a 2003, ambos inclusive. 

El aludido escrito de planteamiento del 
conflicto menciona que los obligados tributa-
rios aportaron la citada certificación y foto-
copias de algunas de las declaraciones a las 
que esta se refiere, pero no la del Impuesto 
sobre Sucesiones, "a pesar de haber sido re-
querida varias veces por los servicios de Ins-
pección". 

3. El escrito de planteamiento de la Xunta de 
Galicia afirma que el rendimiento del Impues-
to [sobre Sucesiones] fue reclamado al De-
partamento de Hacienda y Finanzas de la 

172 

 172



173 

RESOLUCIONES DE LA JUNTA ARBITRAL DEL CONCIERTO ECONÓMICO 

 173

Diputación Foral de Gipuzkoa mediante escri-
to de fecha 9 de junio de 2008 obteniendo 
una contestación negativa por medio de 
escrito que tuvo entrada el día 11 de agosto 
de 2008. 

4. Mediante escrito de fecha 9 de septiembre 
de 2008 la Dirección Xeral de Tributos de la 
Consellería de Economía e Facenda de la 
Xunta de Galicia planteó el presente conflic-
to. Dicho escrito fue remitido a la Junta Arbi-
tral mediante oficio de la Directora General 
de Tributos, de fecha 11 de septiembre, en el 
que figura un sello de Correos con igual fe-
cha y el de registro de entrada en esta Junta 
el 12 de septiembre de 2008. En el escrito de 
planteamiento la Xunta de Galicia tras formu-
lar las alegaciones en las que funda su pre-
tensión solicita de la Junta Arbitral que decla-
re la competencia de la Comunidad Autó-
noma de Galicia, se entiende en el asunto 
objeto de la controversia. 

5. La Diputación Foral de Gipuzkoa formuló 
alegaciones mediante escrito del Diputado 
Foral de Hacienda y Finanzas de fecha 3 de 
noviembre de 2008, que tuvo entrada en esta 
Junta el siguiente día 4. Sobre la base de las 
aducidas, la Diputación solicita de la Junta 
que se declare su competencia para la ex-
acción del Impuesto sobre Sucesiones co-
rrespondiente a la herencia de D. (Nombre y 
Apellidos 1). 

6. Evacuados los trámites reglamentarios y 
puesto de manifiesto el expediente a las par-
tes e interesados, comparecieron la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa, la Xunta de Galicia y 
el representante de D. (Nombre y Apellidos 
3). La primera, en su escrito de fecha 11 de 
junio de 2009, registrado el día 12, se limita a 
ratificar los argumentos expuestos en el escri-
to de alegaciones de fecha 3 de noviembre 
de 2008. La Xunta de Galicia formuló alega-
ciones por medio de escrito de fecha 1 de 
julio de 2009, que entró en esta Junta el día 6, 
como conclusión de las cuales afirma que 
"esta Comunidad Autónoma entiende sufi-

cientemente probada la residencia habitual 
del causante y su cónyuge en Galicia a los 
efectos de su competencia para la liquida-
ción del Impuesto sobre Sucesiones deven-
gado por el fallecimiento del causante en 
Vilamartín de Valdeorras (Ourense)". 

D. (Nombre y Apellidos 3) formuló sus ale-
gaciones mediante escrito de fecha 15 de 
junio de 2009, registrado en esta Junta el día 
17, que termina con la petición a la Junta de 
que acuerde: 

"Con carácter principal, inadmitir el con-
flicto de competencia planteado por la 
Xunta de Galicia por haber requerido ésta 
de inhibición a la Diputación Foral de Gi-
puzkoa de forma extemporánea y por no 
haber acreditado que el planteamiento 
del conflicto se haya presentado dentro 
del plazo reglamentario. 

"Con carácter subsidiario a la solicitud 
anterior, no tener en cuenta la documen-
tación aportada por la Xunta de Galicia 
relativa a su historial clínico y tras el análisis 
del resto de las pruebas aportadas por 
cada parte, acuerde la competencia de 
la Diputación Foral de Gipuzkoa para la 
exacción del Impuesto sobre Sucesiones 
del causante, D. (Nombre y Apellidos 1), 
por haber residido habitualmente en Za-
rautz, calle BBB, mm, en el año anterior a 
su fallecimiento". 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. Con carácter preliminar es necesario exa-
minar las alegaciones de inadmisibilidad for-
muladas por D. (Nombre y Apellidos 3). 

La primera de ellas se refiere al incumpli-
miento por la Xunta de Galicia del plazo para 
requerir de inhibición a la Diputación Foral de 
Gipuzkoa, que el artículo 13.1 RJACE. Según 
el Sr. (Apellidos 3), "la Xunta de Galicia tuvo 
conocimiento del acto que a su juicio vulnera 
los puntos de conexión establecidos en el 
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Concierto Económico (presentación de auto-
liquidación del Impuesto sobre Sucesiones de 
D. (Nombre y Apellidos 1) ante la Diputación 
Foral de Guipúzcoa) el día 31 de octubre de 
2007, fecha en la que mi representante, el Sr. 
(Apellido 4), entregó al Servicio de Inspección 
de la Xunta de Galicia el certificado expedi-
do por la Diputación Foral de Guipúzcoa 
acreditativo de haber presentado la referida 
autoliquidación del Impuesto sobre Sucesio-
nes el día 26 de julio de 2004". Arguye el Sr. 
(Apellidos 3) que habiendo entrado en vigor 
el Reglamento de la Junta Arbitral el 17 de 
enero de 2008, "el requerimiento de inhibición 
debió formularse como máximo el día 28 de 
febrero de 2008 o, en el mejor de los casos, el 
día 17 de marzo de 2008, por lo que habién-
dose producido el mismo el día 10 de junio de 
2008 ello debe conllevar la inadmisión del 
conflicto. 

No podemos compartir la opinión del Sr. 
(Apellidos 3) por la sencilla razón de que la 
presentación de la autoliquidación no consti-
tuye un acto de la Diputación Foral de Gipuz-
koa que suponga el ejercicio de potestades 
que pudieran infringir el Concierto Económi-
co. El primer acto de la secuencia que forma-
liza el conflicto es la reclamación por la Xunta 
de Galicia a la Hacienda Foral de Gipuzkoa 
"del rendimiento del Impuesto", es decir, de la 
cantidad ingresada en virtud de la autoliqui-
dación, que tuvo lugar el 9 de junio de 2008, 
reclamación que fue seguida por la contes-
tación negativa de ésta, que tuvo entrada 
en la Xunta el 11 de agosto de 2008. 

La segunda alegación de extemporanei-
dad formulada por el Sr. (Apellidos 3) es el 
incumplimiento por la Xunta de Galicia del 
plazo de un mes para el planteamiento del 
conflicto, establecido en el artículo 13.2 
RJACE. Sostiene, en efecto, dicho interesado 
"que de los documentos aportados por la 
Xunta en ningún caso puede quedar acredi-
tado que el escrito de ratificación en su 
competencia de la Diputación Foral de Gi-
puzkoa [sic] lo recibiera la Xunta de Galicia el 

día 11 de agosto de 2008, puesto que para su 
acreditación ha remitido a la Junta Arbitral el 
propio escrito de ratificación de la Diputación 
Foral de Gipuzkoa con un sello de entrada en 
la Xunta de Galicia ilegible y que, en forma 
alguna, puede acreditar esta circunstancia". 
Realiza a continuación el interesado una 
prolija comparación entre la legibilidad de los 
sellos de entrada y salida de los diversos do-
cumentos cruzados entre ambas Administra-
ciones, de la que resultaría que el único sello 
ilegible sería el mencionado sello de entrada 
en la Xunta del escrito de ratificación en su 
competencia de la Diputación Foral. Conclu-
ye el interesado su alegación en los siguientes 
términos: 

"Por todo ello y salvo que la Xunta de 
Galicia acredite a la Junta Arbitral, de 
forma suficiente, que recibió el escrito de 
ratificación de competencia de la Dipu-
tación Foral de Gipuzkoa el día 11 de 
agosto de 2008 y no en una fecha ante-
rior, a juicio de esta parte el planteamien-
to del conflicto no debe ser admitido por 
la Junta Arbitral por ser extemporáneo 
conforme a lo previsto en el artículo 13, 
párrafo segundo, del referido Real Decre-
to". 

Tampoco podemos aceptar esta alega-
ción, que entraña una apenas velada acu-
sación de falsedad a la Xunta de Galicia. Si 
bien es cierto que el sello de entrada en la 
Xunta del escrito de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa no es todo lo nítido que hubiera 
sido deseable, si se examina con atención 
puede leerse la fecha de 11 de agosto de 
2008. Cualquier duda al respecto queda disi-
pada por la manifestación del escrito de 
planteamiento de que esta es la fecha de 
recepción del escrito de la Diputación, a la 
que ésta no se ha opuesto. No incumbe a la 
Xunta la carga de la prueba de la veracidad 
de esta fecha, sino a quien la alega la de su 
falsedad, no suficientemente demostrada 
con los vagos indicios aducidos por el intere-
sado. 
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3. Entrando en el fondo del conflicto, el obje-
to de éste es determinar la Administración 
competente para la exacción del Impuesto 
sobre Sucesiones devengado por el falleci-
miento de D. (Nombre y Apellidos 1), ocurrido 
el 11 de abril de 2004. 

Las normas del Concierto Económico apro-
bado por Ley 12/2002, de 23 de mayo, que es 
necesario aplicar para resolver el presente 
conflicto son las siguientes: 

Artículo 25. Normativa aplicable y exac-
ción del Impuesto. 

Uno. El Impuesto sobre Sucesiones y Do-
naciones es un tributo concertado de 
normativa autónoma. 

Corresponderá su exacción a la Diputa-
ción Foral competente por razón del terri-
torio en los siguientes casos: 

a) En las adquisiciones "mortis causa" y 
las cantidades percibidas por los benefi-
ciarios de seguros sobre la vida para caso 
de fallecimiento, cuando el causante 
tenga su residencia habitual en el País 
Vasco a la fecha del devengo. 

(...) 

Dos. En los supuestos contemplados en 
las letras a) y c) del apartado anterior, las 
Diputaciones Forales aplicarán las normas 
de territorio común cuando el causante o 
donatario hubiere adquirido la residencia 
en el País Vasco con menos de 5 años de 
antelación a la fecha del devengo del 
Impuesto. Esta norma no será aplicable a 
quienes hayan conservado la condición 
política de vascos con arreglo al artículo 
7.0 2 del Estatuto de Autonomía. 

Artículo 43. Residencia habitual y domi-
cilio fiscal. 

Uno. A efectos de lo dispuesto en el pre-
sente Concierto Económico, se entiende 

que las personas físicas residentes tienen 
su residencia habitual en el País Vasco 
aplicando sucesivamente las siguientes 
reglas: 

Primera. Cuando permanezcan en di-
cho territorio un mayor número de días del 
período impositivo, en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas; del año in-
mediato anterior, contado de fecha a fe-
cha, que finalice el día anterior al de de-
vengo, en el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, en el Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados, y en el Impuesto Especial 
sobre Determinados Medios de Transporte. 

En el resto de tributos, la residencia habi-
tual de las personas físicas será la misma 
que corresponda para el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas a la fecha 
del devengo de aquéllos. 

Para determinar el período de perma-
nencia se computarán las ausencias tem-
porales. 

Salvo prueba en contrario, se considera-
rá que una persona física permanece en 
el País Vasco cuando radique en él su vi-
vienda habitual. 

Segunda. Cuando tengan en éste su 
principal centro de intereses, considerán-
dose como tal el territorio donde obten-
gan la mayor parte de la base imponible 
del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas excluyéndose, a estos efectos, 
las rentas y ganancias patrimoniales deri-
vadas del capital mobiliario, así como las 
bases imputadas en el régimen de trans-
parencia fiscal excepto el profesional. 

Tercera. Cuando sea éste el territorio de 
su última residencia declarada a efectos 
del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas. 
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4. En su escrito de planteamiento, la Xunta de 
Galicia sostiene que la residencia habitual de 
D. (Nombre y Apellidos 1) a la fecha del de-
vengo se encontraba en Galicia, afirmación 
que basa en los siguientes indicios: 

- Lugar de empadronamiento: Adjunta al 
escrito certificado de empadronamiento 
en el que se indica que D. (Nombre y 
Apellidos 1) vivía en C/AAA, número 51, 
Vilamartín de Valdeorras (San Xurxo), 
Ourense. En él se hacen constar también 
las siguientes alteraciones padronales: 
Alta por renovación padronal 01-05-
1996, Baja por defunción, 11-04-2004. 

- Titularidad de tarjeta sanitaria: El causan-
te era titular de una tarjeta sanitaria del 
Servicio Gallego de Salud, en la que se 
señala como domicilio habitual la 
C/AAA, nº 58, Vilamartín de Valdeorras, 
Ourense. 

- Historial sanitario: el escrito de plantea-
miento incluye determinada información 
extraída de un informe remitido por el 
SERGAS de la que resulta que el causan-
te recibió tratamiento en diversos cen-
tros sanitarios de Galicia en el periodo 
comprendido entre el 1 de enero de 
2003 y el 11 de abril de 2004. 

Según certificación del Servizo Galego 
de Saúde (SERGAS) el causante tenía 
médico de cabecera asignado en Vila-
martín de Valdeorras (Ourense) hasta el 
momento de su fallecimiento y figuraba 
como pensionista titular de tarjeta sani-
taria. 

- Oficio de la Guardia Civil: El Puesto de A 
Rua de la Guardia Civil en oficio de 13 
de marzo de 2008 manifiesta que "se ha 
tenido conocimiento por parte de Dª 
(Nombre y Apellidos 2), esposa del men-
tado, la cual nos participa que residía 

circunstancialmente en las localidades 
de Zarauz (San Sebastián) calle BBB, mm, 
y Vilamartín de Valdeorras (Ourense), 
C/AAA, n° 58". 

- DNI: En el DNI del cónyuge y del hijo figu-
ra corno domicilio Vilamartín de Valdeo-
rras. El DNI de la viuda fue renovado el 
25-10-01 sin que se modificase la direc-
ción de residencia habitual. 

Por otra parte, la Xunta se refiere a los si-
guientes justificantes aportados por los obli-
gados tributarios como justificantes de que la 
residencia habitual del causante se encon-
traba en el País Vasco: 

- Certificación de la Hacienda Foral de 
Gipuzkoa relativa a las declaraciones 
del IRPF y del Impuesto sobre el Patrimo-
nio presentadas a dicha Administración, 
y de la autoliquidación del Impuesto so-
bre las Sucesiones, como ya se ha indi-
cado en los Antecedentes. La Xunta de 
Galicia señala que "[a]portan fotocopias 
de algunas de estas declaraciones, no la 
del Impuesto sobre Sucesiones a pesar 
de haber sido requerida varias veces por 
los Servicios de Inspección". 

- La adquisición en escritura pública de 7 
de junio de 1996 del inmueble en calle 
BBB, mm, en Zarautz (Gipuzkoa). Analiza 
a continuación el escrito los consumos 
de luz y gas realizados en dicho inmue-
ble. 

Finalmente, el escrito de la Xunta alega 
que el lugar donde radica el principal centro 
de intereses del causante estaba en la Co-
munidad Autónoma de Galicia, donde se 
encontraba la totalidad de su patrimonio 
personal y empresarial, "con la única excep-
ción ya mencionada del inmueble adquirido 
en Zarautz con el objeto de fijar allí su domici-
lio fiscal". A continuación analiza el referido 
patrimonio. 
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5. Antes de examinar los argumentos aduci-
dos por la Diputación Foral de Gipuzkoa y por 
D. (Nombre y Apellidos 3) en sustento de su 
posición contraria a la de la Xunta de Galicia, 
es necesario tomar en consideración la ale-
gación tanto de aquélla como de éste acer-
ca de la validez de los indicios extraídos del 
historial sanitario de D. (Nombre y Apellidos 1). 

Alega la Diputación Foral de Gipuzkoa en 
su escrito de fecha 3 de noviembre de 2008 
que en la copia de la historia clínica del cau-
sante facilitada por el SERGAS, que figura en 
la documentación aneja al escrito de plan-
teamiento, se contienen datos personales 
especialmente protegidos de acuerdo con 
los artículos 7 a 10 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal (LOPD). 

En el escrito de remisión de la historia clínica 
se indica que dicha remisión tiene lugar a los 
efectos del artículo 11.1 y 11.2,d) LOPD. El 
primero de los citados preceptos dispone que 
los datos de carácter personal "sólo podrán 
ser comunicados a un tercero para el cum-
plimiento de fines directamente relacionados 
con las funciones legítimas del cedente y del 
cesionario con el previo consentimiento del 
interesado"; el segundo dispone que tal con-
sentimiento no será preciso cuando la comu-
nicación tenga por destinatario al Defensor 
del Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o 
Tribunales o el Tribunal de Cuentas o a las 
Instituciones autonómicas con funciones aná-
logas al Defensor del Pueblo o al Tribunal de 
Cuentas. La Diputación Foral de Gipuzkoa 
señala que entre estos destinatarios no se 
encuentra la Consejería de Economía y 
Hacienda de la Xunta de Galicia. 

Concluye la Diputación que si la informa-
ción proporcionada a la Hacienda de Gali-
cia vulnera el derecho a la intimidad del cau-
sante y de sus herederos resultaría aplicable 
lo dispuesto en los artículos 80.1 LRJ-PAC y 287 
LEC. Prescindiendo ahora de estudiar la apli-
cabilidad en este ámbito del segundo de los 

citados preceptos, es indudable, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 8 RJACE, la del 
primero de ellos, a tenor del cual, "los hechos 
relevantes para la decisión de un procedi-
miento podrán acreditarse por cualquier 
medio de prueba admisible en Derecho". Y es 
claro que no es admisible en Derecho una 
prueba obtenida con vulneración de un de-
recho fundamental. 

El representante de D. (Nombre y Apellidos 
3), tras citar abundante jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos sobre el derecho a la 
intimidad, transcribe el artículo 19 de la Ley 
3/2001, de 28 de mayo, de la Comunidad 
Autónoma de Galicia, reguladora del con-
sentimiento informado y de la historia clínica 
de los pacientes, relativo al acceso a la histo-
ria clínica, en la redacción dada por la Ley 
3/2005, de 7 de marzo, y sin más análisis afir-
ma que "[p]uede concluirse, por tanto, que 
de la regulación legal reproducida anterior-
mente, el acceso que ha tenido la Xunta de 
Galicia al historial clínico del causante debe 
reputarse como una intromisión ilegítima al 
derecho a la intimidad del mismo y, por en-
de, de sus herederos, recogido en el artículo 
18.1 de nuestra Constitución". 

Añade el interesado que además de ilegí-
tima la intromisión es desproporcionada pues-
to que existían medidas menos gravosas para 
conseguir el fin perseguido. Opina, en efecto, 
que "la Xunta de Galicia, sin necesidad de 
solicitar el acceso al historial clínico del cau-
sante, podría haber obtenido la información 
de los días en los que el causante fue atendi-
do u hospitalizado en Hospitales o Centros de 
Salud adscritos al Servicio de Salud Gallego 
(Sergas), al igual que obtuvo otros datos tales 
como la asignación de médico de cabecera 
y los relativos a su tarjeta sanitaria", Solicita, 
por ello, de la Junta Arbitral "que resuelva el 
presente expediente con el conjunto de ele-
mentos presentes en el expediente, debién-
dose excluir los informes médicos y demás 
documentos relativos a los datos contenidos 
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en el mismo cuya presencia vulneran [sic] el 
derecho a la intimidad del causante y sus 
herederos previsto en el artículo 18.1 de la 
Constitución". 

En su escrito de alegaciones de fecha 1 de 
julio de 2009 la Xunta de Galicia sostiene que 
el escrito de remisión del SERGAS invocaba 
por error el artículo 11.2, d) LOPD cuando en 
realidad se refería al 11.2, a), el cual permite 
la comunicación de datos sin consentimiento 
del interesado "cuando la cesión está autori-
zada en una ley". Tal autorización se encon-
traría en el presente caso en el artículo 94 
LGT, cuyo apartado 1 ordena a: 

''[l]as autoridades, cualquiera que sea 
su naturaleza, los titulares de los órganos 
del Estado, de las comunidades autó-
nomas y de las entidades locales; los or-
ganismos autónomos y las entidades 
públicas empresariales; las cámaras y 
corporaciones, colegios y asociaciones 
profesionales; las mutualidades de previ-
sión social; las demás entidades públi-
cas, incluidas las gestoras de la Seguri-
dad Social y quienes, en general, ejerzan 
funciones públicas, estarán obligados a 
suministrar a la Administración tributaria 
cuantos datos, informes y antecedentes 
con trascendencia tributaria recabe és-
ta mediante disposiciones de carácter 
general o a través de requerimientos 
concretos, y a prestarle, a ella y a sus 
agentes, apoyo, concurso, auxilio y pro-
tección para el ejercicio de sus funcio-
nes". 

Por otra parte, el apartado 5 del mismo ar-
tículo dispone que 

''[l]a cesión de datos de carácter per-
sonal que se deba efectuar a la Adminis-
tración tributaria conforme a lo dispuesto 
en el artículo anterior, en los apartados 
anteriores de este artículo o en otra 
norma de rango legal, no requerirá el 
consentimiento del afectado. En este 

ámbito no será de aplicación lo dispues-
to en el apartado 1 del artículo 21 de la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciem-
bre, de Protección de Datos de Carác-
ter Personal". 

Tenemos que dar la razón a la Diputación 
Foral de Gipuzkoa y a D. (Nombre y Apellidos 
3). La Xunta, en su escrito de 1 de julio de 
2009 afirma que en virtud del requerimiento 
de información dirigido por la Consellería de 
Facenda al SERGAS, éste "nos remitió un lista-
do que comprendía los días en que el cau-
sante estuvo hospitalizado en Galicia (24 días 
corresponden al año inmediatamente ante-
rior a su fallecimiento)". No figura en el expe-
diente el aludido requerimiento, pero si el 
oficio de remisión del SERGAS, en el que, tra-
ducido al castellano, se indica literalmente 
que "según solicitud hecha desde ese Servicio 
de Inspección se adjunta copia de la Historia 
Clínica del paciente D. (Nombre y Apellidos 
1), con n° S.S. --/-----; la remisión tiene lugar a 
efectos del artículo 11.1 y 11.2.d) de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal y 
su documentación contiene datos especial-
mente protegidos tal como determinan los 
artículos 7 y 10 de la misma". 

Efectivamente, en el expediente figura la 
que parece ser la historia clínica íntegra del 
causante, cuya contemplación pone clara-
mente de manifiesto que su comunicación 
constituye una grosera vulneración del dere-
cho a la intimidad de esa persona. 

Figura también en el expediente un docu-
mento con el epígrafe "Hospital Comarcal 
Valdeorras. Listado de episodios de un pa-
ciente", relativo a D. (Nombre y Apellidos 1). 
La relación que contiene este documento no 
se limita a reseñar la fecha de la atención o 
estancia y el centro sanitario, sino que indica 
también las dolencias padecidas por el pa-
ciente y las pruebas a que éste fue sometido, 
datos cubiertos indudablemente por el dere-
cho a la intimidad. 
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En el expediente se incluye asimismo un "in-
forme sobre el historial sanitario del causante" 
elaborado por el Servicio de Inspección de la 
Consellería de Economía e Facenda de la 
Xunta de Galicia, en el que se resumen los 
días de hospitalización del causante en el 
año anterior a su fallecimiento y se añade 
que "[e]fectuando este análisis en todo el 
historial del causante, se observa que ... ". Es 
decir, que las conclusiones de la Inspección 
de la Xunta se basan en el examen sin res-
tricciones del historial sanitario del causante. 

Aunque el conocimiento de los días en que 
el causante fue atendido en centros sanita-
rios de Galicia tiene "trascendencia tributaria" 
a efectos de determinar el lugar de su resi-
dencia habitual, es evidente, a juicio de esta 
Junta Arbitral que la potestad de la Adminis-
tración tributaria, en presente caso de la 
Xunta de Galicia, tiene un límite determinado 
por el derecho a la intimidad personal y que 
el acceso a la historia clínica de los contribu-
yentes forma parte del núcleo de protección 
de ese derecho. Este derecho no protege 
sólo ni principalmente al "responsable del 
fichero o tratamiento de los datos" (cfr. arto 3, 
d) LOPD), el SERGAS en el presente caso, 
frente a un requerimiento de comunicación, 
sino ante todo al titular del derecho y, por 
extensión, a sus herederos. La exención del 
requisito del consentimiento del afectado 
que establece el artículo 94.5 LGT no equiva-
le a una supresión de toda limitación a la 
comunicación de los datos. 

Debe tenerse en cuenta en esta materia el 
artículo 8 LOPD sobre el tratamiento de los 
datos de carácter personal relativos a la sa-
lud, que remite a lo dispuesto en la legislación 
estatal o autonómica sobre sanidad. En el 
ámbito estatal dicha legislación está consti-
tuida, en primer lugar, por la Ley 41/2002, de 
14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y 
documentación clínica, cuyo artículo 18, 

relativo a los derechos de acceso a la historia 
clínica dispone en su apartado 4 lo siguiente: 

"Los centros sanitarios y los facultativos 
de ejercicio individual sólo facilitarán el 
acceso a la historia clínica de los pa-
cientes fallecidos a las personas vincula-
das a él, por razones familiares o de 
hecho, salvo que el fallecido lo hubiese 
prohibido expresamente y así se acredi-
te. En cualquier caso el acceso de un 
tercero a la historia clínica motivado por 
un riesgo para su salud se limitará a los 
datos pertinentes. No se facilitará infor-
mación que afecte a la intimidad del fa-
llecido ni a las anotaciones subjetivas de 
los profesionales, ni que perjudique a 
terceros". 

La posición de la Junta Arbitral en esta ma-
teria encuentra apoyo en la sentencia de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana de 30 de octubre de 2009, rec. 
96/2008, que estima un recurso contra un 
requerimiento de aportación de datos relati-
vos a los anestesistas que hubiesen participa-
do en intervenciones quirúrgicas, en el que se 
establecía que 

"la captación de datos se realizará por 
personal de la Inspección, mediante el 
examen de los documentos originales 
obrantes en los sobres donde se introdu-
ce la documentación c1inica de los pa-
cientes, debiendo ser puesta a disposi-
ción de la Inspección las historias clínicas 
originales de los pacientes, a que se re-
fiere el correo de 28-1-2005 y anexo 11 a 
la diligencia 21, la totalidad de las res-
tantes historias c1inicas originales de los 
pacientes, en los regímenes de hospitali-
zación y ambulatorio, años 2000 y 2001, 
al objeto de que la Administración pue-
da proceder a una comprobación 
muestral de lo alegado por la entidad. 
En todo caso se adoptarán las medidas 
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que sean necesarias en orden a preser-
var la intimidad de los pacientes". 

El TSJCV admite que la información en 
cuestión tiene trascendencia tributaria, pero 
considera que el acceso a las historias clíni-
cas vulnera la intimidad personal de los pa-
cientes y, tras invocar la LOPD, la Ley 1/2003, 
de 28 de enero, de la Generalidad Valencia-
na de derechos e información al paciente, y 
la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, afirma lo 
siguiente: 

"En el presente caso, aunque la finali-
dad del requerimiento no es tomar co-
nocimiento de los datos referentes a la 
salud del paciente, sino de los profesio-
nales que le han asistido (Anestesistas). 
Lo cierto es que se exige la puesta dispo-
sición de la Administración de las Histo-
rias Clínicas de los pacientes, que con-
tienen datos sobre su salud, a los que so-
lo se puede acceder cuando lo dispon-
ga una Ley, con el consentimiento del 
afectado, o con autorización judicial; 
supuestos que no se dan en el presente 
caso". 

Como afirma D. (Nombre y Apellidos 3), la 
Administración Tributaria de la Xunta de Gali-
cia podía haberse limitado a pedir al SERGAS 
la única información con trascendencia tribu-
taria que era el número de días en que el 
causante fue atendido en centros de Galicia 
en el periodo relevante, pero no lo hizo así, 
sino que requirió de dicho Servicio la remisión 
de copia de la historia clínica de dicho cau-
sante, vulnerando así claramente el derecho 
de éste a la intimidad, cuyo ejercicio perte-
nece a sus herederos. 

En definitiva, por tanto, aceptando la posi-
ción mantenida por la Diputación Foral de 
Gipuzkoa y D. (Nombre y Apellidos 3), en la 
resolución del presente conflicto no se toma-
rán en consideración los datos derivados de 
la historia sanitaria del causante. 

6. La Diputación Foral de Gipuzkoa considera 
que del artículo 48 LGT Y del de igual número 
de la Norma Foral 2/2005, de 8 de marzo, 
General Tributaria del Territorio Histórico de 
Gipuzkoa, se deriva una presunción iuris tan-
tum de que el lugar declarado como domici-
lio fiscal por el sujeto pasivo es el lugar de su 
residencia habitual. En el presente caso, tal 
declaración está contenida en las corres-
pondientes al IRPF y al Impuesto sobre el Pa-
trimonio presentadas a la Hacienda Foral de 
Gipuzkoa en los ejercicios 1999 a 2004 y 1999 
a 2003, respectivamente, así como de la pre-
sentación de la autoliquidación del Impuesto 
sobre Sucesiones devengado al fallecimiento 
del causante. 

En cuanto a los indicios -distintos de los de-
rivados de la historia sanitaria- aportados por 
la Xunta de Galicia, la Diputación Foral de 
Gipuzkoa alega en síntesis lo siguiente: 

- El certificado de empadronamiento 
constituye solamente una presunción "iu-
ris tantum", que puede ser destruida me-
diante prueba en contrario. 

- A su vez, el Real Decreto 1553/2005, de 
23 de diciembre, por el que se regula la 
expedición del DNI basa la constancia 
del lugar del domicilio que figura en el 
mismo en el certificado de empadro-
namiento. 

- Lo mismo sucede con la tarjeta sanitaria, 
cuya vinculación al certificado de em-
padronamiento viene a ser considerada 
por la Diputación Foral de Gipuzkoa 
como una prueba en contra de la reali-
dad del domicilio que en él figura. Dice, 
en efecto la Diputación que, "teniendo 
en cuenta la necesidad de estar empa-
dronado en un municipio gallego para 
tener la T.I.S. del Sergas y, por consi-
guiente, poder obtener asistencia sanita-
ria en la Comunidad Autónoma de Gali-
cia, y partiendo de que la relación mé-
dico-paciente se sustenta sobre la base 
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de la confianza, más si cabe en perso-
nas de edad, como es el caso, sería ra-
zonable pensar que el mantenimiento 
por parte del causante del empadro-
namiento referido en Galicia no tuvo 
otra finalidad que la de seguir mante-
niendo los mismos médicos que le vení-
an atendiendo hasta la fecha de su 
cambio de residencia a Gipuzkoa, ya 
que la modificación del empadrona-
miento hubiera supuesto la imposibilidad 
de mantener la tarjeta sanitaria gallega, 
según el artículo 1 del Decreto 177/1995, 
que regula la tarjeta sanitaria ... ". En 
otros términos, el domicilio en el que el 
causante aparecía empadronado es 
falso porque el empadronamiento sólo 
tenía por finalidad permitir al causante la 
tarjeta sanitaria. 

- Por lo que respecta al oficio de la Guar-
dia Civil considera que al recoger la 
manifestación de la cónyuge del cau-
sante de que éste residía tanto en Gi-
puzkoa como en Ourense no desvirtúa la 
presunción de residencia en el Territorio 
Histórico de Gipuzkoa. 

- En cuanto a los consumos de gas y elec-
tricidad en el inmueble de Zarautz, discu-
te el calificativo de "mínimos" que le 
aplica la Xunta, señala que el concepto 
de residencia habitual del Concierto 
Económico sólo requiere la permanen-
cia en el territorio un mayor número de 
días en el año anterior al devengo del 
impuesto, y alega, por último, que la 
Xunta no aporta justificantes de consu-
mo de agua y luz del inmueble en el que 
sostiene que el causante tenía su domi-
cilio en la fecha del devengo del im-
puesto. 

7. D. (Nombre y Apellidos 3) formula las ale-
gaciones sobre la residencia habitual del 
causante que se resumen a continuación: 

- Por lo que respecta al certificado de 
empadronamiento, su argumentación es 
igual a la de la Diputación Foral de Gi-
puzkoa: "lo cierto es que el causante no 
cambió su empadronamiento a [Za-
rautz] por un motivo concreto, que fue el 
de poder seguir disfrutando de la aten-
ción médica del Servicio de Salud Ga-
llego (SERGAS). El causante en el mo-
mento de trasladar su domicilio a Zarautz 
tenía 73 años y no gozaba de buen es-
tado de salud, viniendo siendo tratado 
por los médicos del Hospital de Valdeo-
rras. Además de su avanzada edad y de 
su precario estado de salud su único hijo 
residía en O Barco de Valdeorras (Ou-
rense), domicilio que se mantuvo hasta 
el fallecimiento de su padre, circunstan-
cias todas ellas que no aconsejaban 
que si en el futuro se agravaba su en-
fermedad y tuviera que ser hospitaliza-
do, como así ocurrió, fuera tratado por 
otros médicos que no fueran los del Hos-
pital de Valdeorras. Es este motivo, to-
talmente comprensible en las circuns-
tancias expuestas, y no otro por el que el 
causante no se empadronó en Zarautz". 

- La alegación expuesta se repite con re-
lación a la tarjeta sanitaria del SERGAS: 
"El causante junto con su cónyuge tras-
ladaron su residencia a Zarautz en el año 
1996, fecha en la que tenía la avanzada 
edad de 73 años. Puesto que su único 
hijo residía en Galicia, en concreto en O 
Barco de Valdeorras (Ourense), el cau-
sante decidió no modificar el domicilio 
de su tarjeta de asistencia sanitaria con 
el fin de que pudiera ser atendido en el 
Hospital de Valdeorras en caso de en-
fermedad ya que los médicos de este 
Hospital le venían tratando, conocían su 
enfermedad y tanto él como su mujer 
podían estar atendidos conveniente-
mente por su hijo, tal y como así acon-
teció". 
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En este punto señala el interesado las 
discrepancias que existen entre en 
cuanto al número de la calle AAA de Vi-
lamartín de Valdeorras, que en la tarjeta 
sanitaria se indica que es el pp y en el 
certificado de empadronamiento el qq, 
aunque no extrae ninguna conclusión 
de tal discrepancia. Es curioso que en la 
declaración a la AEAT de cambio de 
domicilio de fecha 25 de junio de 1996 
se indica el número nn y en el DNI de la 
esposa del causante, Dª (Nombre y Ape-
llidos 2) figura como domicilio la misma 
calle sin número. 

- En cuanto al oficio de la Guardia Civil, 
explica la manifestación de la esposa 
del causante de que éste residía circuns-
tancialmente en Vilamartín de Valdeo-
rras y Zarautz porque en el último año de 
su vida se desplazó en algunas ocasio-
nes a Galicia, fundamentalmente por 
motivos de salud. 

- En lo que respecta al domicilio que cons-
ta en el DNI del cónyuge y el hijo del 
causante, afirma que este dato no pue-
de ser tenido en cuenta por la Junta en 
vista de las discrepancias que existen en 
cuanto al número de la calle que figura 
en distintos documentos. 

- Respecto a los consumos de luz y gas en 
el inmueble de Zarautz reitera las consi-
deraciones de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa. 

8. En su escrito de 1 de julio de 2009, la Xunta 
de Galicia aduce las siguientes consideracio-
nes acerca de los indicios relativos al lugar de 
residencia habitual del causante: 

- Certificado de empadronamiento: La 
Xunta recuerda los preceptos de la Ley 
reguladora de las Bases del Régimen Lo-
cal, 7/1985, de 2 de abril, acerca de la 
obligación de toda persona que viva en 
España de inscribirse en el Padrón del 

municipio en que resida habitualmente. 
Quien viva en varios municipios deberá 
inscribirse únicamente en el que habite 
durante más tiempo al año (art. 15). Los 
datos del Padrón municipal constituyen 
prueba de la residencia en el municipio 
y del domicilio habitual en el mismo (art. 
16.1). 

- DNI Y TIS: Señala que en los DNI de la 
cónyuge y el hijo del causante figura 
como domicilio Vilamartín de Valdeo-
rras. El DNI del causante no fue presen-
tado a la Xunta a pesar de haber sido 
requerido. La cónyuge del causante re-
novó el DNI el 25/10/01, con posteriori-
dad al cambio de domicilio fiscal, man-
teniendo el mismo domicilio, cuando 
hubiera debido hacer constar dicho 
cambio, si este se hubiese producido. 

- Respecto a la tarjeta sanitaria (TIS), afir-
ma la Xunta que el más importante de 
los requisitos exigidos por la legislación 
de la Comunidad Autónoma de Galicia 
para su disfrute es ser residente en Gali-
cia, ya que la asistencia sanitaria será fi-
nanciada a través de la Xunta de Gali-
cia. Añade que "[n]uevamente el cau-
sante y su cónyuge declaran su residen-
cia habitual en la Comunidad Autóno-
ma de Galicia y ante otra instancia (Ser-
vicio Galego de Saúde), recibiendo por 
tanto asistencia sanitaria en esta Comu-
nidad hasta el momento del fallecimien-
to para el causante y hasta la actuali-
dad en el caso de su cónyuge". 

Al argumento de que el empadronamiento 
en Galicia y la obtención de la tarjeta sanita-
ria se explicaban por el deseo de seguir man-
teniendo los mismos médicos, la Xunta replica 
con la siguiente observación: 

"Atendiendo al razonamiento realizado 
en el escrito de alegaciones [de la Dipu-
tación Foral de Gipuzkoa], parece más 
razonable pensar que estas personas de 
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avanzada edad y salud delicada no só-
lo no deseen cambiar de médico, sino 
que deseen tener un profesional asigna-
do con estabilidad en el lugar donde re-
sidan habitualmente y no teniendo que 
recorrer más de 500 Km. Cada vez que 
se necesite consultar con el facultativo, 
circunstancia que corrobora a juicio de 
esta Administración, las declaraciones 
que efectúan al Servicio Galego de 
Saúde al objeto de disfrutar de la tarjeta 
y el médico en cuestión haciendo cons-
tar como domicilio Vilamartín de Val-
deorras (nuevamente nos remitimos al 
criterio establecido en el artículo 108.2 
LGT)". 

- Oficio de la Guardia Civil: Señala la 
Xunta de Galicia que fue la propia obli-
gada tributaria (que supuestamente re-
sidía en Zarautz) quien atendió la Guar-
dia Civil. 

- Consumos de electricidad y gas: La 
Xunta además de formular diversas críti-
cas al documento núm. 1, relativo a es-
tos consumos, anejo al escrito de alega-
ciones de la Diputación Foral de Gipuz-
koa, observa que "aun en el caso de 
que se aceptase que no se trata de 
consumos mínimos, este hecho no indica 
necesariamente cuántos días el causan-
te residió en dicho inmueble durante el 
año anterior al fallecimiento (a tener en 
cuenta para determinar el punto de co-
nexión). Es más, en el propio escrito se 
reconoce expresamente las estancias 
del causante en Galicia al manifestar 
que 'la baja facturación coincide con 
los días hospitalizado en Galicia'. En todo 
caso, el hecho de que en algún mes 
exista un consumo elevado no implica 
necesariamente que la persona o per-
sonas que efectivamente se encontra-
ban en el inmueble fuesen el causante y 
su cónyuge, ni siquiera que estuviese 
habitado efectivamente, toda vez que 
se reconoce expresamente en el mismo 

que se desconoce la potencia instalada 
y el equipamiento eléctrico del inmue-
ble". 

9. Una vez expuestos los indicios alegados por 
las partes e interesado en el presente conflic-
to, procede decidir si es posible determinar el 
lugar de la residencia habitual del causante 
por aplicación de la primera de las reglas 
establecidas para ello en el artículo 43.Uno 
CEPV, a saber, la permanencia en el territorio 
de una de las dos Comunidades Autónomas 
en conflicto un mayor número de días del 
año inmediato anterior, computado de fe-
cha a fecha, que finalice el día anterior al del 
devengo, es decir, en el presente caso, en el 
periodo comprendido entre el 11 de abril de 
2003 y el 10 de abril de 2004. 

La permanencia de una persona en un de-
terminado lugar es un hecho material que en 
muchos casos no será posible probar de ma-
nera directa, como sucede en el del presente 
conflicto. Será necesario entonces recurrir a 
la prueba por indicios o presunciones, cuyo 
estándar de valoración se halla establecido 
en el artículo 108.2 LGT en los siguientes tér-
minos: "Para que las presunciones no estable-
cidas por las normas sean admisibles como 
medio de prueba, es indispensable que entre 
el hecho demostrado y aquel que se trate de 
deducir haya un enlace preciso y directo 
según las reglas del criterio humano". El mismo 
estándar se establece en el artículo 386.1 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Los indicios aportados de la permanencia 
en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Galicia consisten principalmente en el 
empadronamiento del causante en Vilamar-
tín de Valdeorras (Ourense), su titularidad de 
una tarjeta sanitaria del SERGAS con domicilio 
en esta localidad y el DNI de la esposa e hijo 
del causante con igual domicilio. Por las ra-
zones expuestas en el Fundamento de Dere-
cho 5 hemos rechazado la prueba deducida 
del historial sanitario del causante. Menos 
valor indiciario tienen las manifestaciones 
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recogidas por la Guardia Civil y los consumos 
de electricidad y gas en el inmueble de Za-
rautz. 

Por su parte, la Diputación Foral de Gipuz-
koa basa fundamentalmente su tesis en la 
declaración del causante de cambio de 
cambio de domicilio ante la AEAT y la presen-
tación de declaraciones tributarias a su 
Hacienda Foral incluida la correspondiente al 
Impuesto sobre Sucesiones devengado por el 
fallecimiento de dicho causante. 

Es indudable que tanto el empadronamien-
to del causante como la tarjeta sanitaria del 
SERGAS a su nombre tienen el carácter de 
presunciones de la residencia habitual de 
éste en Galicia. El domicilio que figura en el 
DNI de la esposa e hijo del causante tiene 
una fuerza probatoria menor, aunque la ne-
gativa a proporcionar el DNI del propio cau-
sante sugiere que en él figuraba el mismo 
domicilio. En general tampoco favorece la 
tesis opuesta a la residencia del causante en 
Galicia la actitud de no colaboración con la 
Hacienda de la Xunta adoptada por la cón-
yuge y el hijo del causante, que motivó la 
incoación de expediente sancionador contra 
la primera, como expone el segundo en su 
escrito de alegaciones, al que acompaña 
copia del correspondiente acuerdo del Servi-
cio de Inspección de la Xunta de Galicia de 3 
de junio de 2008 (Doc. 8). 

Desde luego no enerva la fuerza indiciaria 
de la certificación de empadronamiento y 
de la titularidad de la tarjeta sanitaria la justi-
ficación aducida por la Diputación Foral y 
por D. (Nombre y Apellidos 3) de que el cau-
sante había mantenido uno y otra en Vila-
martín de Valdeorras (Ourense) con el fin de 
seguir siendo atendido por los mismos médi-
cos que lo habían venido tratando, dada la 
relación médico-enfermo, y teniendo en 
cuenta su avanzada edad y delicado estado 
de salud. Este legítimo deseo no justifica la 
falsedad en los mencionados documentos, 
suponiendo que la residencia del causante 

estuviese, como alegan la Diputación Foral 
de Gipuzkoa y el Sr. (Apellidos 3); tal deseo 
hubiera podido satisfacerse legítimamente 
manteniendo su residencia en Galicia. En 
consecuencia, como razona la Xunta, el ar-
gumento se vuelve en contra de la tesis que 
pretende sustentar, en el sentido de que la 
residencia efectiva del causante estaba cer-
ca del centro médico en el que deseaba ser 
atendido y no en un lugar lejano. Si efectiva-
mente el causante hubiese trasladado su 
residencia a Zarautz lo lógico es establecer 
una nueva relación de confianza con médi-
cos del Servicio Vasco de Salud (Osakidetza), 
para lo que tuvo tiempo desde 1996, año en 
que, según su declaración, el causante tras-
ladó su residencia a Zarautz, hasta 2004 en 
que falleció. 

Sin embargo, extremando el rigor en la 
aplicación del estándar de las pruebas por 
presunciones, y teniendo en cuenta el carác-
ter objetivo y material del criterio de residen-
cia establecido en el artículo 43.Uno.Primera 
del CEPV, la Junta considera que del hecho 
del empadronamiento y la titularidad de la 
tarjeta sanitaria no puede concluirse de ma-
nera indubitada que el causante permane-
ciese un mayor número de días en el territorio 
de una u otra Comunidad Autónoma. 

Este rigor está avalado por la sentencia de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 2 de 
abril de 2008, rec. 5371/2002, recaída en un 
asunto en el que se debatía sobre si la com-
petencia para liquidar el Impuesto sobre Su-
cesiones correspondía a la Comunidad Foral 
de Navarra o al Estado. El Fundamento de 
Derecho Séptimo comienza exponiendo la 
doctrina jurisprudencial sobre la prueba por 
presunciones para examinar después el moti-
vo de casación consistente en error en la 
apreciación de la prueba. La sentencia de 
instancia llegó a la conclusión de que el cau-
sante no residía en Navarra sobre la base de 
presunciones que desvirtuaban el valor pro-
batorio del acto de empadronamiento del 
causante en Pamplona. Señala el Tribunal 
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Supremo que la inscripción en el Padrón de 
Habitantes del Ayuntamiento  

"no puede ser considerada como 
prueba incontestable de la efectiva re-
sidencia habitual en los términos expre-
sados por la inscripción; la jurisprudencia 
había venido valorando en múltiples 
ocasiones la eficacia probatoria de las 
certificaciones referidas al Padrón Muni-
cipal de habitantes, y aunque en su 
momento llegó a considerarse bastante 
la certificación de Secretario de Ayun-
tamiento referido al Padrón Municipal, 
sin embargo acabó siendo doctrina re-
iterada la que negaba virtualidad de 
prueba plena a dicho Padrón, redu-
ciéndolo a simple indicio, ya que el ca-
rácter puramente fáctico de la residen-
cia puede no coincidir con la inscripción 
en el censo. En el presente caso la certi-
ficación que al respecto obra en el ex-
pediente, señaladora de que el causan-
te figuraba inscrito en el dicho Padrón y 
con domicilio en calle ... , núm .... - núm. 
1 no puede gozar de carácter espe-
cialmente significativo si viene a ser con-
tradicha por otras circunstancias y ele-
mentos, y ello habida cuenta de la no in-
frecuente discordancia entre la realidad 
de los hechos y ese ámbito registral, en 
el cual no siempre se registra oportuna-
mente la realidad extraregistral". 

Añade la Sala lo siguiente: 

"Por otra parte, un elemento a consi-
derar especialmente en punto a la de-
terminación del lugar de residencia 
habitual es la concreción del lugar en 
que, como se señala en el arto 7 de la 
Directiva 83/1982/CEE, de 28 de marzo, 
se dé, durante el tiempo preciso dentro 
del año civil, esa habitual residencia por 
razón de vínculos personales que revelen 
la existencia de lazos estrechos entre di-
cha persona y el lugar en que habite de 
suerte que se entiende por tal residencia 

habitual aquel lugar en que el individuo 
tiene situado el centro de sus intereses 
personales, y muy especialmente el de 
sus intereses económicos, sin que, a estos 
efectos, sea bastante la mera presencia 
física en un lugar concreto. Y en el pre-
sente caso ocurre que, como ya señala-
ba la Sección Gestora del Impuesto, del 
examen del caudal relicto se deduce 
que el centro económico y social del Sr. 
Tomás hasta su muerte radicaba en Sevi-
lla y no en Navarra Así, el inventario se 
compone en su inmensa mayoría de va-
lores depositados en su práctica totali-
dad en entidades financieras situadas 
en Sevilla; de los bienes inventariados el 
único bien relevante situado en Navarra 
es la vivienda sita en la calle ... , en la 
que reside su hija mayor con su cónyuge 
e hijos; entre los valores se incluyen las 
acciones en la sociedad José M. De la 
Cámara S.A., que es la sociedad titular 
de casi todo el patrimonio familiar inmo-
biliario sito fuera de Navarra; ostentó 
hasta su fallecimiento el cargo de Her-
mano Mayor de la Hermandad de la 
Macarena de Sevilla, cargo que muestra 
su vinculación personal y social con Sevi-
lla, sin que sea óbice para ello el hecho 
de que en 1987 fuese modificados los es-
tatutos de la misma exonerando al Her-
mano Mayor de la obligación de residir 
en tal ciudad; el oratorio y el panteón 
familiar se hallan en Sevilla; el falleci-
miento tuvo lugar en Sevilla y las esque-
las, salvo la de Pamplona, se publicaron 
en Sevilla". 

Es importante señalar que el artículo 8, al 
que remitía el 26.2, del Convenio con Navarra 
aprobado por Ley 28/1990, de 26 de diciem-
bre, disponía lo siguiente en su redacción 
originaria, aplicable a los hechos de la citada 
sentencia del Tribunal Supremo: 

2. Se entenderá que las personas físi-
cas tienen su residencia habitual en Na-
varra cuando permanezcan en su territo-
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rio por más de 183 días durante el año 
natural. En los supuestos en los que el pe-
ríodo impositivo no coincida con el año 
natural, se considerará que se cumple 
tal condición cuando la permanencia 
en Navarra exceda de la mitad del ci-
tado período impositivo. 

3. Cuando las personas físicas constitu-
yan una unidad familiar y no opten por 
la tributación individual, corresponderá a 
Navarra la exacción del impuesto cuan-
do residan en territorio navarro el cón-
yuge varón, el padre o la madre si no 
existiera matrimonio o hubiese separa-
ción judicial o, en defecto de los mismos, 
todos los miembros de la unidad familiar. 

Sólo como consecuencia de [a reforma del 
Convenio llevada a cabo por la Ley 25/2003, 
de 15 de julio, el artículo 8 asume una estruc-
tura semejante a la del artículo 43.Uno del 
Concierto Económico, en [a que se separan 
como criterios distintos de residencia la per-
manencia en el territorio y la situación del 
principal centro de intereses. Esto explica que 
en [a sentencia citada del Tribunal Supremo 
el lugar donde radica e[ centro de los inter-
eses personales y en particular los económi-
cos fuese considerado como indicio de per-
manencia en un territorio. La estructura del 
citado precepto del Concierto Económico 
hace necesario considerar este centro como 
criterio distinto del de la permanencia en el 
territorio. 

Aplicando el mismo estándar de valoración 
de las presunciones es claro que tampoco 
cabe atribuir valor probatorio suficiente a [os 
indicios alegados por la Diputación Foral de 
Gipuzkoa. 

Es forzoso concluir, por tanto, que en el pre-
sente caso no es posible determinar la resi-
dencia habitual del causante por aplicación 
de la primera de las reglas establecidas en el 
artículo 43.Uno CEPV. 

10. La segunda regla que establece el artícu-
lo 43.Uno CEPV fija [a residencia habitual en 
el territorio en el que la persona tenga su 
principal centro de intereses y aclara que se 
considera como tal "el territorio donde ob-
tengan la mayor parte de la base imponible 
del Impuesto sobre la Renta de [as Personas 
Físicas excluyéndose, a estos efectos, las ren-
tas y ganancias patrimoniales derivadas del 
capital mobiliario, así como las bases impu-
tadas en el régimen de transparencia fiscal 
excepto el profesional". 

En su escrito de planteamiento del conflicto 
la Xunta de Galicia alega que la totalidad 
del patrimonio personal y empresarial del 
causante se encontraba en la Comunidad 
Autónoma de Galicia en la fecha de deven-
go del impuesto, con la única excepción del 
inmueble adquirido en Zarautz "con el objeto 
de fijar allí su domicilio fiscal". A continuación 
expone la composición de dicho patrimonio, 
que en resumen era la siguiente: 

- Bienes inmuebles: Según datos de la Ge-
rencia Territorial del Catastro que obran 
en el expediente, el causante poseía va-
rios bienes inmuebles ubicados en la 
Comunidad Autónoma de Galicia (Ou-
rense y Lugo), además del inmueble en 
el País Vasco. 

- Participaciones en sociedades: El cau-
sante figura como administrador de tres 
sociedades: 

o Sociedad 1, S.A. (A----) 

o Sociedad 3, S.L. (B----) 

o Sociedad 3, S.L. (B----)  

El causante poseía un total de 1.000 accio-
nes de Sociedad 1, S.A. 

Las tres sociedades tienen su domicilio so-
cial y desarrollan su actividad en Ourense. 
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- Depósitos bancarios: El escrito citado 
enumera nueve cuentas bancarias, 
ocho de las cuales están abiertas en su-
cursales en el Barco de Valdeorras, una 
en Vilamartín de Valdeorras y una en Za-
rautz. 

11. La Diputación Foral de Gipuzkoa argu-
menta en su escrito de 3 de noviembre de 
2008, por un lado, que la mayor parte de los 
elementos patrimoniales enumerados por la 
Xunta "son elementos generales [sic, proba-
blemente ha querido decir "generadores"] de 
rentas del capital mobiliario, que deben 
quedar excluidas de la base imponible del 
IRPF a efectos de la aplicación de la regla 
segunda del artículo 43.Uno CEPV. Por otro 
lado, en cuanto a los inmuebles, señala la 
Diputación Foral de Gipuzkoa que lo deter-
minante no es su titularidad sino las rentas 
obtenidas de dichos bienes y que el Concier-
to Económico no recoge ningún punto de 
conexión que determine el lugar en que de-
ben considerarse obtenidas dichas rentas. 

Alega adicionalmente que el causante ve-
nía presentando en el Territorio Histórico de 
Gipuzkoa sus declaraciones del IRPF e Im-
puesto sobre el Patrimonio "preservando la 
'confidencialidad' de los datos, rentas y titula-
ridad de bienes en las mismas contenidas, 
con la finalidad de mantener 'reservado' el 
contenido de su patrimonio, finalidad que 
seguramente también persiguiera al no figu-
rar como titular de bienes en este Territorio 
Histórico que pudieran poner de manifiesto su 
capacidad económica". 

12. D. (Nombre y Apellidos 3) alega que la 
gran mayoría de los bienes o derechos del 
causante son susceptibles de generar única-
mente rendimientos capital mobiliario, por lo 
que no deben ser tenidos en cuenta. En 
cuanto a los inmuebles, la Xunta de Galicia 
no ha acreditado que generen rendimientos 
del capital inmobiliario. Por otra parte, la 
Xunta ha obviado que el causante cobraba 
su pensión de jubilación en una cuenta ban-

caria abierta en una oficina del BBVA sita en 
Zarautz, dato que acredita que la totalidad 
de sus rendimientos del trabajo se percibían 
en Gipuzkoa. 

13. La Xunta de Galicia replica a las anterio-
res alegaciones en su escrito de 1 de julio de 
2009 con la argumentación que se seguida-
mente se resume. 

En la base imponible del IRPF, alega la 
Xunta, se incluyen las imputaciones de renta, 
es decir, las que el contribuyente debe incluir 
en su base imponible por ser propietario o 
titular de un derecho real de disfrute sobre 
bienes inmuebles urbanos (que son los tenidos 
en cuenta en el cálculo efectuado por esta 
Administración). Según los datos que figuran 
en la Dirección General del Catastro, los valo-
res catastrales de los inmuebles situados en 
Galicia ascienden a un total de 857.676,76 
Euros. Excluyendo el valor de los inmuebles 
situados en la calle AAA de Vilamartín de 
Valdeorras donde la Xunta entiende que el 
causante tenía su vivienda habitual, que no 
generaría imputación de rentas, el valor ca-
tastral a tener en cuenta para el cálculo de 
dicha imputación asciende a 642.793,15 Eu-
ros. La imputación de renta a incluir en la 
base imponible por este concepto asciende 
al 1,1 por 100 del anterior valor, es decir, 
7.070,72 Euros. 

Por otra parte, el único bien inmueble (o de 
cualquier otra clase) que le consta a la Xunta 
en el País Vasco es el piso de Zarautz, cuyo 
precio de adquisición ascendió a 18.500.000 
Pts. (111.187,24 Euros), según consta en la 
escritura de compraventa del mismo. Dado 
que no se ha aportado la referencia y el valor 
catastral del inmueble, a pesar de haber sido 
requerido, se toma como base de la imputa-
ción el 50 por 100 del valor del inmueble a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio: 
55.593,62 Euros, que siempre resultará superior 
al valor catastral. Aplicando a ese valor el 1,1 
por100 resulta una imputación de 611,53 Eu-
ros. En conclusión, la parte de la base impo-
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nible correspondiente a imputación de rentas 
de inmuebles que radican en Galicia es supe-
rior a la de los que radican en el País Vasco. 

14. Vistas las alegaciones de los compare-
cientes acerca del lugar donde radica el 
principal centro de intereses del causante, la 
Junta Arbitral considera que la Xunta de Ga-
licia ha probado suficientemente que dicho 
centro se encontraba en la Comunidad Au-
tónoma de Galicia. 

No rebaten esta conclusión los argumentos 
aducidos por la Diputación Foral de Gipuz-
koa, ya que en el cómputo realizado por la 
Xunta no se han tomado en consideración 
rentas del capital mobiliario y sí, por el contra-
rio, rentas de inmuebles n la titularidad de 
éstos. Es obvio, por otra parte, que la inclusión 
de tales rentas en el cálculo requerido por la 
regla segunda del artículo 43.Uno CEPV y la 
determinación del lugar de su obtención no 
requieren la previsión en el Concierto Eco-
nómico de ningún punto de conexión, puesto 
que no se trata de atribuir potestades tributa-
rias sobre tales rentas sino tan sólo de compa-
rar las obtenidas en uno u otro territorio. En 
este sentido, no cabe la menor duda de que 
las rentas inmobiliarias se consideran obteni-
das en el lugar de situación del inmueble, 
regla universal de localización de esta clase 
de rentas. 

El argumento adicional de la Diputación Fo-
ral de Gipuzkoa no resulta fácil de entender. 
No está claro, en efecto, qué se quiere decir 
al aludir a la 'confidencialidad' de los datos, 
rentas y titularidad de bienes contenidas en 
las declaraciones tributarias del causante a la 
Hacienda Foral de dicho Territorio Histórico, 
pues es evidente que dicha confidencialidad 
no puede referirse a esta Administración tribu-
taria, a la que los contribuyentes presentaron 
sus declaraciones fiscales, en las que debían 
revelar verazmente sus datos fiscales, sin que 
tenga sentido mencionar "la finalidad de 
mantener 'reservado' el contenido de su pa-
trimonio". 

La alusión a que esta finalidad era la per-
seguida por el causante "al no figurar como 
titular de bienes en este Territorio Histórico 
que pudieran poner de manifiesto su capa-
cidad económica", puede ser interpretada 
en el sentido de que el causante podría 
haber ocultado a la Hacienda guipuzcoana 
la titularidad de otros bienes radicados en 
dicho territorio que podrían desplazar hacia 
éste el centro de intereses del causante. Pero 
si esto es lo que se ha querido decir, resulta 
cuando menos pintoresco que la Diputación 
Foral de Gipuzkoa defienda su postura sobre 
el poder de exacción del Impuesto sobre 
Sucesiones del causante con el fraude que 
éste habría podido cometer contra su propia 
Hacienda. 

En lo que concierne a la pensión (rendi-
miento del trabajo según el artículo 17.2 
L1RPF) percibida por el causante a través de 
la cuenta en una oficina del BBVA en Zarautz, 
en el expediente figuran los movimientos de 
dicha cuenta, estando identificados los co-
rrespondientes a abonos de pensiones con el 
código de concepto 80. Los ingresos por este 
concepto en el periodo comprendido entre 
31/03/2003 y el 31/03/2004, es decir, durante 
el año anterior al devengo del Impuesto so-
bre Sucesiones sumaron un total de 5.179,36 
Euros. Sumando a este importe la renta impu-
tada, según la Xunta de Galicia, al inmueble 
situado en Zarautz (611,53 Euros), resulta una 
renta total obtenida en el País Vasco incluible 
en la base imponible del IRPF a efectos de la 
aplicación de la regla segunda del artículo 
43.Uno CEPV de 5.790, 89 Euros, inferior a la 
obtenida en Galicia (7.070,72 Euros). 

Se llega de este modo a la conclusión de 
que el principal centro de intereses del cau-
sante estaba situado en el territorio de Gali-
cia y, por tanto, que el causante tenía su 
residencia habitual en este territorio, en la 
calle de AAA de Vilamartín de Valdeorras. 
Carecen de relevancia a estos efectos las 
discrepancias existentes en cuanto al número 
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de dicha calle en el que se encontraba el 
domicilio del causante. 

15. La conclusión a la que hemos llegado en 
el Fundamento de Derecho precedente lleva 
forzosamente a resolver por aplicación del 
punto de conexión establecido en el artículo 
25.Uno, a) CEPV, que la exacción del Impues-
to sobre Sucesiones devengado por el falle-
cimiento de D. (Nombre y Apellidos 1) corres-
ponde a la Comunidad Autónoma de Gali-
cia. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la exacción del Impuesto so-
bre Sucesiones devengado por el fallecimien-
to de D. (Nombre y Apellidos 1) (DNI ----) es 
competencia de la Comunidad Autónoma 
de Galicia. 

En ejecución de la presente resolución la 
Diputación Foral de Gipuzkoa transferirá a la 
Xunta de Galicia el importe ingresado en 
virtud de la autoliquidación del mencionado 
Impuesto sobre Sucesiones presentada a la 
Hacienda de dicho Territorio Histórico. 

Resolución R 20/2011 Expediente 15/2008 

En la Ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 26 de ju-
lio de 2011 

La Junta Arbitral del Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
compuesta por D. Carlos Palao Taboada, 
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Fran-
cisco Javier Muguruza Arrese, Vocales, ha 
adoptado el siguiente 

ACUERDO 

Sobre el conflicto planteado por la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa contra la Administra-
ción Tributaria de la Comunidad Foral de 
Navarra sobre la determinación del lugar del 
domicilio fiscal de la entidad (ENTIDAD 1), S.L. 
(C.I.F. B----) desde el 30 de diciembre de 2002, 
fecha en la que dicha entidad trasladó su 
domicilio social desde Navarra a Beasain 
(Gipuzkoa), en la Calle AAA, nn, hasta la 
fecha de 17 de diciembre de 2004 en la que 
dicha entidad trasladó su domicilio social a la 
Calle BBB, ññ de la misma localidad. 

I. ANTECEDENTES 

1. El presente conflicto fue planteado por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa mediante escri-
to de fecha 11 de junio de 2008, que tuvo 
entrada en esta Junta Arbitral el siguiente día 
12. De dicho escrito resultan los antecedentes 
que se resumen a continuación: 

1º. La entidad (ENTIDAD 1), S.L. (C.I.F. B----) 
se constituyó en Vitoria el día 3 de di-
ciembre de 1984 y estableció su domi-
cilio social en Navarra. 

2º. Mediante escritura de 30 de diciembre 
de 2002 dicha entidad trasladó su do-
micilio social desde Navarra a Beasain 
(Gipuzkoa). 

3º. La Inspección del Departamento de 
Hacienda y Finanzas de la Diputación 
de Gipuzkoa realizó una comproba-
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ción del domicilio social declarado por 
dicha entidad, a partir del 30 de sep-
tiembre de 2002, sito en la Calle AAA, 
nn de Beasain, Gipuzkoa. Este domici-
lio, con posterioridad, en virtud de es-
critura de fecha 17 de diciembre de 
2004 fue trasladado a la Calle BBB, ññ 
de dicha localidad. Este último domici-
lio si es admitido, a partir de la fecha 
indicada, como domicilio fiscal de la 
entidad. Por tanto, la controversia 
acerca del domicilio de (ENTIDAD 1), 
S.L. se ciñe al periodo comprendido 
entre el 30 de septiembre de 2002 y el 
17 de diciembre de 2004. 

4º. Como resultado de dicha comproba-
ción se inició el procedimiento de 
cambio de domicilio fiscal de (ENTIDAD 
1), S.L. desde su sede en aquella fecha 
(Calle AAA, nn, de Beasain, (Gipuzkoa) 
hasta Navarra por haberse considera-
do que la gestión administrativa y la di-
rección de los negocios de dicha enti-
dad se llevaba a cabo desde la Co-
munidad Foral de Navarra. 

2. En su reunión de 12 de septiembre de 2008, 
la Junta Arbitral acordó admitir a trámite el 
presente conflicto y notificar su planteamien-
to a (ENTIDAD 1), S.L. y al Gobierno de Nava-
rra. 

3. El 7 de noviembre de 2008 el Gobierno de 
Navarra presentó un escrito ante esta Junta 
Arbitral, registrado el siguiente día 10, en el 
que asevera: uno, que la Junta Arbitral del 
Concierto no tiene competencia para resol-
ver los conflictos que se pueden suscitar entre 
la Diputación Foral de Gipuzkoa y la Adminis-
tración Tributaria de la Comunidad Foral de 
Navarra, señalando, en conclusión, que "los 
conflictos a los que nos estamos refiriendo 
han de dilucidarse en la jurisdicción conten-
cioso-administrativa; y ello, tanto si se pro-
mueven por las respectivas Administraciones 
como, a título de ejemplo, en caso de con-
flicto negativo, por los particulares"; y dos; 

que "dado el rechazo de la competencia de 
la Junta Arbitral del Concierto no se entra a 
fundamentar la posición de la Comunidad 
Foral sobre el fondo del asunto que motiva el 
conflicto" . 

4. Concluido el expediente y puesto de mani-
fiesto, la Diputación Foral de Gipuzkoa formu-
ló alegaciones mediante escrito de 24 de 
abril de 2009, registrándose el siguiente día. 
La Comunidad Foral de Navarra hizo lo pro-
pio el 7 de abril de 2009. También presentó 
alegaciones (ENTIDAD 1), S.L., en este caso, el 
15 de abril de 2009, oponiéndose a las pre-
tensiones de Gipuzkoa. 

II.  FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. La cuestión sometida a la decisión de esta 
Junta Arbitral consiste en la determinación 
del lugar del domicilio fiscal de la entidad 
(ENTIDAD 1), S.L. (C.I.F. B31146061) desde el 30 
de diciembre de 2002 hasta el 17 de diciem-
bre de 2004. 

2. No obstante, antes de proceder al análisis 
de esa cuestión es preciso examinar la ale-
gación relativa a la falta de competencia de 
esta Junta Arbitral resolver el conflicto, formu-
lada por el Gobierno de Navarra, cuyos ar-
gumentos, resumidamente, son los siguientes: 

1º. Ni el Convenio ni el Concierto contem-
plan la posibilidad de que las Juntas 
Arbitrales puedan resolver conflictos 
entre los Territorios Históricos del País 
Vasco y la Comunidad Foral de Nava-
rra. 

2º. Ha de tener presente el carácter bila-
teral de relación con el Estado que tie-
nen, en cada caso, tanto el Convenio 
como el Concierto y la ausencia en sus 
respectivos articulados de relaciones, 
vínculos o conexiones "horizontales" en-
tre dichos Territorios Históricos y la Ad-
ministración tributaria de la Comuni-
dad Foral. Además, al igual que el 
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Convenio en el ámbito de Navarra, el 
Concierto regula las relaciones finan-
cieras y tributarias entre la Administra-
ción del Estado y la Administración de 
la Comunidad Autónoma del País Vas-
co, entendida esta última como uni-
dad. La existencia en su seno de los Te-
rritorios Históricos no debe empañar ni 
desvirtuar la naturaleza de aquellas re-
laciones. 

3º. La realidad normativa actual conlleva 
que las Juntas Arbitrales del Convenio 
y del Concierto no pueden resolver los 
conflictos entre los Territorios Históricos 
del País Vasco y la Comunidad Foral sin 
invadir de manera flagrante las com-
petencias de cada uno de ellos. En ese 
sentido, asegura que resultaría una in-
vasión injustificada de las competen-
cias tributarias de Navarra que la Junta 
Arbitral del Concierto entre a resolver 
este conflicto. Además, Navarra no es 
una Comunidad Autónoma, sino una 
Comunidad Foral, lo cual es distinto. 

4º. El hecho de que la literalidad del Con-
cierto se refiera a la posibilidad de que 
las Diputaciones Forales planteen con-
flictos contra las Comunidades Autó-
nomas (y no contra la Comunidad Fo-
ral) "no puede desvirtuar ni contradecir 
los fundamentos básicos que subyacen 
en el Concierto y en el Convenio: regu-
lación bilateral y exclusiva de las rela-
ciones financieras y tributarias entre el 
País Vasco y el Estado, por una parte; y 
entre Navarra y el Estado, por otra". 

5º. Tanto el artículo 51.1.b) del Convenio 
como el artículo 66.Uno.a) del Concier-
to deben interpretarse en el sentido 
que impone la realidad jurídica y que 
tiene su fundamento en que ni del 
Convenio ni del Concierto se despren-
den relaciones horizontales entre los 
respectivos Territorios Históricos del País 

Vasco y la Comunidad Foral de Nava-
rra. 

6º. La propia naturaleza paccionada del 
Convenio y del Concierto reclama 
que, si se pretendiera que un órgano 
arbitral resolviera los conflictos tributa-
rios que se suscitaran entre los Territorios 
Históricos y la Comunidad Foral, sería 
preciso que así se conviniera y se 
plasmase en esas normas. 

7º. Sería ineficaz cualquier decisión de la 
Junta Arbitral del Concierto respecto 
de la Hacienda Tributaria de Navarra, 
pues dicha Junta no se encuentra pre-
vista en el Convenio. Solo la Junta Arbi-
tral del Convenio o los Tribunales de 
Justicia pueden dejar sin efecto una 
decisión de la Hacienda Tributaria de 
Navarra. 

8º. En definitiva, concluye el Gobierno de 
Navarra, el conflicto ha de dilucidarse 
en la jurisdicción contencioso-
administrativa. 

3. No comparte los argumentos del Gobierno 
de Navarra la Diputación Foral de Gipuzkoa, 
de ahí que en su escrito de alegaciones res-
ponda señalando lo siguiente: 

a) El artículo 66 del Concierto Económico 
no excluye del ámbito competencial 
de conocimiento de esta Junta Arbitral 
los conflictos que puedan plantearse 
en relación con la Comunidad Foral de 
Navarra, debiendo, en consecuencia, 
incluirse dicha Comunidad dentro de 
la expresión "cualquier otra Comuni-
dad Autónoma" recogida en dicho 
precepto. 

b) En la aplicación del Concierto Econó-
mico entre el Estado y el País Vasco, la 
Comunidad Foral de Navarra forma 
parte del "Estado" (territorio de régimen 
común) a todos los efectos, incluida la 



REFERENCIAS 

atribución de competencias a la Junta 
Arbitral. 

c) De hecho, recuerda la Diputación de 
Gipuzkoa, la propia Junta Arbitral del 
Convenio Económico entre el Estado y 
la Comunidad Foral de Navarra, en re-
solución de 4 de abril, dictada en el 
procedimiento 17/2007, en relación 
con el conflicto promovido en cuanto 
a la interpretación del concepto "terri-
torio régimen común", del artículo 18.2 
he dicho Convenio vino a señalar que 
dicho concepto debe considerarse in-
tegrado por todo territorio español que 
sea s del territorio de la Comunidad Fo-
ral de Navarra. Trasladado ello al Con-
cierto Económico con el País Vasco, no 
cabe sino considerar dicho concepto 
como el integrado por todo territorio 
español que sea distinto del territorio 
de la Comunidad Autónoma Vasca, 
incluyendo, por tanto, a la Comunidad 
Foral de Navarra. 

d) La utilización de la vía jurisdiccional 
propuesta por el Gobierno de Navarra, 
para la resolución del asunto en el con-
flicto planteado, queda recogida en el 
último párrafo del artículo 67 del Con-
cierto, pero siempre una vez resuelto 
conforme a Derecho el conflicto por 
parte de la Junta Arbitral del Concierto 
mediante la oportuna resolución la 
oportuna resolución. 

4. Para resolver esta cuestión debemos partir 
de lo dispuesto en el artículo 66. 

Uno, del Concierto que establece que la 
Junta Arbitral tiene atribuidas las siguientes 
funciones: 

"a) Resolver los conflictos que se planteen 
entre la Administración del Estado y las Dipu-
taciones Forales o entre éstas y la Administra-
ción de cualquier otra Comunidad Autóno-
ma, en relación con la aplicación de los pun-

tos de conexión de los tributos concertados y 
la determinación de la proporción corres-
pondiente a cada Administración en los su-
puestos de tributación conjunta por el Im-
puesto sobre Sociedades o por el Impuesto 
sobre el Valor Añadido. 

b) Conocer los conflictos que surjan entre 
las administraciones interesadas como con-
secuencia de la interpretación y aplicación 
del presente Concierto Económico a casos 
concretos concernientes a relaciones tributa-
rias individuales. 

c) Resolver las discrepancias que puedan 
producirse respecto a la domiciliación de los 
contribuyentes". 

5. También debe tenerse en cuenta que el 
artículo 11 del Reglamento de la Junta Arbi-
tral, aprobado por Real Decreto 1760/2007, 
de 28 de diciembre, que desarrolla los artícu-
los 65, 66 Y 67 del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, 
establece que Las Diputaciones Forales, pre-
via comunicación al Departamento de 
Hacienda y Administración Pública del Go-
bierno Vasco, podrán promover conflictos (..) 
d) Cuando, por aplicación de las normas 
contenidas en el Concierto Económico, con-
sidere que un contribuyente tiene su domicilio 
fiscal en territorio foral o en territorio común y 
la Administración del Estado o de una Comu-
nidad Autónoma discrepe. 

6. Pues bien, ningún precepto del Concierto 
Económico excluye de manera absoluta la 
competencia de esta Junta Arbitral para 
conocer de conflictos entre la Comunidad 
Foral de Navarra y las Diputaciones Forales 
del País Vasco. El vigente Concierto, al igual 
que el aprobado por la Ley 12/1981, de 13 de 
mayo, tanto en su redacción inicial como en 
la introducida por la Ley 38/1997, de 4 de 
agosto, establece claramente la competen-
cia de esta Junta Arbitral para  
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"[r]esolver las discrepancias que puedan 
producirse respecto a la domiciliación de los 
contribuyentes". No aclara la letra c) del ci-
tado artículo 66.uno, quienes han de ser las 
administraciones en conflicto, pero si ya en la 
letra a) del mismo artículo se habla de los 
"conflictos que se planteen entre la Adminis-
tración del Estado y las Diputaciones Forales o 
entre éstas y la Administración de cualquier 
otra Comunidad Autónoma", no existe ningu-
na razón, realizando una interpretación lógi-
ca y sistemática, para dejar fuera de las con-
troversias sobre domiciliación de los contribu-
yentes, a las que se produzcan entre cual-
quiera de los Territorios Históricos del País Vas-
co y Navarra. 

7. En apoyo de la interpretación que hemos 
realizado se puede invocar la doctrina de la 
Sentencia del Tribunal Supremo, número 
4196/2009, de 26 de mayo de 2009, recurso 
365/2008, referida, precisamente, a la resolu-
ción de 4 de abril de 2008 de la Junta Arbitral 
del Convenio Económico, citada en sus ale-
gaciones por la Administración guipuzcoana, 
de la cual se desprende que desde la pers-
pectiva del Convenio (o, en este caso, del 
Concierto) el resto de las Comunidades Au-
tónomas tiene, a estos efectos, un tratamien-
to homogéneo. 

8. Con respecto al fondo de este conflicto 
debemos recordar que según la letra b) del 
apartado cuatro del artículo 43 del Concierto 
Económico, a los efectos de éste se entende-
rán domiciliadas fiscalmente en el País Vasco, 
"las personas jurídicas y demás entidades 
sometidas al impuesto sobre Sociedades que 
tengan en el País Vasco su domicilio social, 
siempre que en el mismo esté efectivamente 
centralizada su gestión administrativa y la 
dirección de sus negocios. En otro caso, 
cuando se realice en el País Vasco dicha 
gestión o dirección. En los supuestos en que 
no pueda establecerse el lugar del domicilio 
de acuerdo con estos criterios, se atenderá al 
lugar donde radique el mayor valor de su 
inmovilizado". 

9. Igualmente debemos tener presente que 
según el artículo 43.Nueve del Concierto 
Económico "el cambio de domicilio del con-
tribuyente se podrá promover por cualquiera 
de las Administraciones implicadas. Dicha 
Administración dará traslado de su propues-
ta, con los antecedentes necesarios, a la otra 
para que se pronuncie en el plazo de dos 
meses sobre el cambio de domicilio y la fe-
cha a que se retrotraen los efectos. Si ésta 
responde confirmando la propuesta, la Ad-
ministración que resulte competente lo co-
municará al contribuyente". En este caso, 
como quiera que la propuesta de cambio de 
domicilio fue expresamente rechazada por la 
Hacienda de Navarra (págs. 150 a 160 de las 
177 de que consta el expediente), resulta 
obligado, de conformidad con lo previsto en 
el ultimo párrafo del citado apartado nueve 
del artículo 43, continuar el procedimiento de 
cambio de domicilio en la forma prevista en 
el apartado seis del mismo artículo, que dis-
pone que "las discrepancias entre Adminis-
traciones que puedan producirse respecto a 
la domiciliación de los contribuyentes serán 
resueltas, previa audiencia de éstos, por la 
Junta Arbitral que se regula en la sección 
111del capítulo 1II de este Concierto Econó-
mico". 

10. Son datos relevantes para resolver la cues-
tión (págs. 130-131, 141 a 144, 150 a 160 y 161 
a 164 de las 177 de que consta el expedien-
te), los siguientes: 

a) La entidad (ENTIDAD 1), S.L se constitu-
yó el día 3 de diciembre de 1984 esta-
bleciendo su domicilio social en el mu-
nicipio de Torrano (Navarra), desig-
nando como administradores solidarios 
a D. (Nombre y Apellidos 1) y D. (Nom-
bre y Apellidos 2), titulares cada uno 
del 50 por 100 del capital social de la 
entidad, y domiciliados en el antedi-
cho municipio de Torrano. 

b) Mediante escritura de 30 de diciembre 
de 2002 la entidad (ENTIDAD 1), S.L. 



REFERENCIAS 

traslado su domicilio social desde Na-
varra a Beasain (Gipuzkoa). 

d) A solicitud del Servicio de Gestión de 
Impuestos Director se realizó por la Ins-
pección una comprobación del domi-
cilio social declarado por (ENTIDAD 1) 
S.L. a partir del 30 de diciembre de 
2002, como resultado de la cual se ini-
ció el procedimiento de cambio de 
domicilio fiscal de la entidad desde 
Gipuzkoa a Navarra por haberse con-
siderado que la gestión administrativa 
y a la dirección de los negocios de 
(ENTIDAD 1), S.L. se lleva a cabo desde 
esta última. La propuesta de cambio 
ha sido expresamente rechazada por 
el Gobierno de Navarra por entender 
que el domicilio fiscal de la entidad 
radica en Gipuzkoa. 

e) La Diputación Foral se remite al informe 
de la Inspección para fundamentar su 
pretensión, informe del que recogemos 
los siguientes extremos: 

1) El domicilio social de (ENTIDAD 1), 
S.L coincide con el domicilio fiscal de 
Asesoría (Entidad 2), S.L., de la cual es 
cliente. En visita efectuada por la Ins-
pección se comprueba que el local 
es titularidad de D. (Nombre y Apelli-
dos 3), quien ejerce su actividad en 
nombre y por cuenta de la citada 
Asesoría, comprobándose que no 
existe despacho ni habitáculo algu-
no, reservado a la entidad (ENTIDAD 
1), S.L. desde el cual su administrador 
pueda llevar a cabo la gestión y di-
rección de la misma. Igualmente no 
existe en el local ninguna placa o 
identificación de (ENTIDAD 1), S.L, S.L. 
Además, no existe ningún tipo de 
contrato de arrendamiento o cesión 
entre la Asesoría y Construcciones Li-
zarte, S.L. para la utilización del referi-
do local. La Asesoría (Entidad 2), S.L 
percibe de (ENTIDAD 1), SL. los hono-

rarios correspondientes por los servi-
cios que le presta en materia fiscal, 
laboral y contable, servicios que se 
venían prestando antes del traslado 
de su domicilio social realizado en 
2002. 

2) La persona encargada de la di-
rección de los negocios de la entidad 
es el administrador solidario D. (Nom-
bre y Apellidos 1), que está domici-
liado fiscalmente y tiene residencia 
habitual en Pamplona. 

3) El lugar desde donde se lleva de 
forma permanente la contabilidad y 
el registro de todas las operaciones 
de la sociedad y donde se guardan 
los justificantes y antecedentes preci-
sos para poder verificar los mismos es 
el domicilio particular del Sr. Lizárraga 
Artola sito, como ya se ha dicho, en 
Pamplona. Desde él se emiten las 
facturas de las operaciones llevadas 
a cabo por la sociedad y en ese do-
micilio se recepcionan y cotejan las 
facturas recibidas correspondientes a 
las compras y gastos realizar por la 
misma. Asesoría (Entidad 2) S.L. se li-
mita a confeccionar determinados 
documentos de (ENTIDAD 1) S.A., a 
partir de los datos que ésta le facilita, 
actividad que de ninguna manera 
puede identificarse con la gestión y 
dirección de los negocios de dicha 
empresa. 

4) En Navarra reside también el otro 
socio y administrador solidario de 
(ENTIDAD 1) S.A., lo que constituye un 
elemento relevante a la hora de va-
lorar el lugar donde es posible ejercer 
debidamente la dirección de los ne-
gocios de la sociedad. 

5) El Gobierno de Navarra, asu-
miendo lo que expuso el representan-
te del obligado tributario en el expe-
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diente de cambio de domicilio, sos-
tiene que la gestión y dirección de la 
empresa se tiene que desarrollar for-
zosamente en Gipuzkoa dado que 
en este territorio es donde se ejecu-
tan de manera exclusiva las obras. 
Rebatiendo esta argumentación, la 
Diputación Foral de Gipuzkoa sostie-
ne que una cosa es la dirección de 
los negocios de la sociedad y otra 
distinta la gestión de cada una de las 
obras. El Gobierno de Navarra, ase-
gura la Diputación Foral de Gipuzkoa, 
confunde ambas cosas. La tesis del 
Gobierno de Navarra implica tanto 
como afirmar que existen múltiples 
domicilios fiscales, tantos como sean 
las promociones de obras realizadas. 
La Diputación Foral de Gipuzkoa 
afirma que es propio de la actividad 
ejercida (construcción completa, re-
paración y conservación) que algu-
nas de las circunstancias se den en el 
lugar de la ejecución de las obras, 
pero no por ello debe entenderse 
que el conjunto de la dirección y ges-
tión de la sociedad como tal se cen-
traliza en la obra correspondiente. 

6) El propio Servicio de Inspección 
Tributaria de Navarra admite que a 
finales del año 2004, (ENTIDAD 1), S.L. 
ha trasladado su domicilio social de 
la calle Juan Iturralde, 5-bajo de Bea-
sain, que es el domicilio de Asesoría 
(Entidad 2), S.L. a un local propio en 
la Calle Martina Maiz, 4, también de 
Beasain, en que la Hacienda guipuz-
coana entiende que, si se dieran las 
circunstancias necesarias, si podría 
aceptarse como su domicilio fiscal. 

f) Los hechos probados indican que la di-
rección y gestión de (ENTIDAD 1), S.L, 
durante el periodo indicado (30 de di-
ciembre de 2002 hasta 17 de diciem-
bre de 2004) está en Navarra y no en 
Gipuzkoa, ya que el domicilio de los 

dos administradores solidarios en Nava-
rra, el domicilio en Gipuzkoa realmente 
es el de la Asesoría de la que es un 
cliente más, pagando por ello la co-
rrespondiente cantidad, y por tanto, no 
cabe estimar otra cosa que en él se 
elaboran determinados documentos 
de cara a cumplir las obligaciones co-
rrespondiente con Hacienda y con la 
Seguridad Social, pero no la dirección 
efectiva de la entidad, y de hecho, 
Asesoría (Entidad 2), S.L. rechaza la 
existencia de cualquier vinculación. En 
definitiva, como afirma la Diputación 
de Gipuzkoa, la gestión y dirección de 
los negocios de (ENTIDAD 1), S.L. se en-
tiende centralizada en el domicilio de 
uno de los administradores, pues desde 
ese domicilio, como punto de referen-
cia, actúa la sociedad, guardándose 
en él todos los antecedentes y justifi-
cantes precisos (contabilidad, libros 
registro, actas de reuniones, etc.), para 
la verificación de sus operaciones. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que el domicilio fiscal de la enti-
dad (ENTIDAD 1), S.L. (C.I.F. -------), desde el 30 
de diciembre de 2002 hasta el 17 de diciem-
bre de 2004 está situado en la Comunidad 
Foral de Navarra. 
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Resolución R 21/2011 Expediente 3/2009 

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 27 de 
septiembre de 2011 la Junta Arbitral del Con-
cierto Económico con la Comunidad Autó-
noma del País Vasco, compuesta por D. Car-
los Palao Taboada, Presidente, y D. Isaac 
Merino Jara y D. Francisco Javier Muguruza 
Arrese, Vocales, ha adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto negativo de competen-
cias planteado entre la Diputación Foral de 
Gipuzkoa y la Administración del Estado sobre 
cuál de las dos Administraciones es compe-
tente para la devolución o compensación 
del IVA correspondiente al ejercicio 2007 
reclamada por la entidad (ENTIDAD 1). S.A. 
(NIF A95339172), que se tramita ante esta 
Junta Arbitral con el número de expediente 
3/2009. 

I. ANTECEDENTES 

1. El presente conflicto fue planteado por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa por medio de 
escrito de 11 de marzo de 2008, registrado de 
entrada en esta Junta Arbitral el siguiente día 
13. 

2. Del expediente resultan los siguientes ante-
cedentes: 

1º. En virtud de escrituras de fecha 20 de 
septiembre de 2007, inscritas el 28 de 
septiembre de 2007, se realizó la ab-
sorción por la entidad (ENTIDAD 1), S.A. 
(NIF A----) de las sociedades (ENTIDAD 
2), S.A. (NIF A----), (ENTIDAD 3), S.A. (NIF 
A----) y (ENTIDAD 4), S.A. (NIF A----). 
Como consecuencia de la fusión 
(ENTIDAD 1) se subrogó por sucesión 
universal en los derechos y obligacio-
nes de las sociedades absorbidas. 

2º. (ENTIDAD 1) tributó en 2007 exclusiva-
mente a la Diputación Foral de Gipuz-
koa; las entidades absorbidas lo hicie-

ron también exclusivamente a la Ad-
ministración del Estado. 

3º. En las declaraciones (modelo 320) del 
IVA del mes de septiembre de 2007 las 
sociedades absorbidas declararon 
como cuotas a compensar en perio-
dos posteriores las siguientes cantida-
des: (ENTIDAD 2), 663.396,90 EUR; 
(ENTIDAD 3), 3.550.737,86 EUR y 
(ENTIDAD 4), 10.604,34 EUR. 

4º. (ENTIDAD 1) presentó en enero de 2008 
ante la Diputación Foral de Gipuzkoa 
solicitud de devolución del saldo nega-
tivo resultante de su declaración-
liquidación del ejercicio 2007 (modelo 
390) por el IVA, por importe de 
5.117.334,04 EUR, que le fue satisfecha 
por la Diputación. Dicha entidad pre-
sentó igualmente ante la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria (AEAT) 
en nombre de las entidades absorbi-
das declaración correspondiente al úl-
timo periodo mensual de 2007 solici-
tando la devolución de los saldos pen-
dientes. 

5º. En noviembre de 2008 la Unidad de 
Gestión de Grandes Empresas de la 
Delegación Especial de la AEAT en el 
País Vasco dictó liquidaciones provisio-
nales denegando íntegramente la de-
volución solicitada por (ENTIDAD 4) y 
(ENTIDAD 3). Respecto a (ENTIDAD 2), 
la AEAT denegó parcialmente la devo-
lución por importe de 84.505,82 EUR, 
accediendo a la devolución de 
578.891,08 EUR (saldo que provenía de 
2006). 

6º. Recurridas en reposición las anteriores 
liquidaciones, las resoluciones desesti-
matorias fueron impugnadas ante el 
TEAR del País Vasco, el cual, mediante 
sendas resoluciones de 21 de enero de 
2010 acordó suspender la tramitación 
de las correspondientes resoluciones 
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hasta tanto sea resuelto el presente 
conflicto. 

7º. Con fecha 12 de noviembre de 2008 
(ENTIDAD 1) presentó al Servicio de 
Gestión de Impuestos Indirectos del 
Departamento de Hacienda y Finanzas 
de la Diputación Foral de Gipuzkoa es-
crito solicitando la rectificación de la 
declaración-liquidación, resumen 
anual (modelo 390), ejercicio 2007, que 
había presentado en enero de 2008. La 
rectificación instada consistía en aña-
dir a la cantidad cuya devolución 
había solicitado inicialmente 
(5.117.334,04 EUR) los saldos pendientes 
de devolución a las entidades absor-
bidas (véase el anterior párrafo 3°); es 
decir, solicitando la devolución adicio-
nal de 4.224.739,10 EUR y, por tanto, de 
un total de 9.342.073,14 EUR. El 20 de 
noviembre (ENTIDAD 1) puso en cono-
cimiento de la Hacienda Foral las liqui-
daciones provisionales practicadas por 
la AEAT (véase el anterior apartado 5°), 
reduciendo en consecuencia el impor-
te adicional cuya devolución solicitaba 
hasta 3.645.848,02 EUR. 

8º. El Servicio de Gestión de Impuestos In-
directos de la Diputación Foral de Gi-
puzkoa mediante acuerdo de fecha 25 
de noviembre de 2008 denegó la de-
volución de la cantidad adicional soli-
citada. Desestimado el recurso de re-
posición contra este acuerdo e inter-
puesta reclamación económico-
administrativa ante el TEA Foral de Gi-
puzkoa, este órgano suspendió la tra-
mitación del procedimiento hasta tan-
to esta Junta Arbitral resuelva el pre-
sente conflicto. 

3. En su escrito de planteamiento del conflic-
to la Diputación Foral de Gipuzkoa solicita de 
esta Junta Arbitral en sustancia que declare 
la competencia de la Administración del 
Estado para llevar a cabo la devolución del 

saldo negativo por importe de 3.645.848,02 
EUR, resultante de las declaraciones presen-
tadas por las entidades absorbidas por 
(ENTIDAD 1) correspondientes a periodos en 
los que éstas tributaban exclusivamente por 
dicho impuesto a la Administración del Esta-
do. Solicita asimismo "la restitución de los 
intereses que correspondan como conse-
cuencia de la devolución ya efectuada del 
importe solicitado por la entidad interesada, 
cuestión que debiera recogerse en los térmi-
nos de ejecución de la resolución que se 
dicte". 

4. La AEAT formuló alegaciones mediante 
escrito de fecha 12 de mayo de 2008, regis-
trado de entrada en la Junta Arbitral el si-
guiente día 14. En dicho escrito la AEAT solici-
ta de este órgano en síntesis lo siguiente: 

- Que acuerde la inadmisión total del con-
flicto por haber sido ya asumida la com-
petencia controvertida por la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa al haber hecho 
efectiva la devolución solicitada. 

- Subsidiariamente, en relación con la 
cuestión de fondo, que acuerde deses-
timar la pretensión de la Hacienda Foral 
de Gipuzkoa, declarándola competente 
para la devolución del IVA solicitada. 

- También subsidiariamente que declare 
la improcedencia de la reclamación de 
intereses de demora efectuada por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa. 

5. Tras la puesta de manifiesto del expediente 
tanto la Diputación Foral de Gipuzkoa como 
la AEAT presentaron nuevas alegaciones, por 
medio de sendos escritos ambos de fecha 3 
de mayo de 2011, registrados los dos de en-
trada el día siguiente. Por su parte, (ENTIDAD 
1) formuló alegaciones mediante escrito de 3 
de junio de 2011, registrado en esta Junta 
Arbitral el día 6 de junio de 2011. 
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La Diputación Foral reitera la solicitud pre-
sentada en el escrito de planteamiento. 

El contribuyente solicita, en síntesis, que se 
declare la competencia de la Agencia Tribu-
taria para la devolución del saldo del IVA 
generado en el ejercicio 2007 por las socie-
dades absorbidas "y, en particular: se acuer-
de en primer lugar el reembolso a favor de la 
Diputación Foral de Gipuzkoa del importe 
principal de 3.645.848,02 € adelantado por 
dicha hacienda foral, así como de los inter-
eses de demora que a esa hacienda foral le 
correspondan desde la fecha en que realizó 
la devolución a mi representada (12 de di-
ciembre de 2008) hasta la fecha del reembol-
so efectivo; y en segundo lugar, se acuerde 
la restitución a mi representada de aquellos 
intereses de demora que, conforme a la Ley, 
le corresponden, desde el 31 de julio del 2008 
hasta la fecha en que percibió de la Diputa-
ción Foral las cuotas del IVA (principal) discu-
tidas, estableciendo a dichos efectos unos 
términos de la ejecución de la resolución que 
permitan la restitución de dichos intereses 
con plena eficacia". 

El escrito de la AEAT señala en su Funda-
mento de Derecho Segundo que "[e]1 Tribu-
nal Supremo en sentencias de 9 [sic; la fecha 
correcta es 10] y 17 de junio de 2010, dicta-
das en relación con supuestos similares al 
planteado en el presente conflicto, ha esta-
blecido que la entidad debe solicitar la devo-
lución del saldo del IVA ante la Administra-
ción competente en el periodo en que se 
generó". Cita a continuación párrafos de las 
citadas sentencias en los que se desarrolla y 
fundamenta la tesis expuesta. 

El Fundamento de Derecho Tercero del ci-
tado escrito de la AEAT es del siguiente tenor 
literal: "Resultando evidente que la doctrina 
establecida por el Tribunal Supremo en las 
citadas sentencias es igualmente aplicable al 
caso que nos ocupa, la AEAT ratifica las ale-
gaciones formuladas el12 de mayo de 2009, 
excepción hecha del criterio que debe apli-

carse en el supuesto de traslado de saldos de 
IVA (fundamento de derecho tercero) a la luz 
de la citada doctrina del Tribunal Supremo" 
(la negrita es del propio escrito). Es de señalar 
que el escrito no contiene un petitum en sen-
tido formal. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. El objeto del presente conflicto consiste en 
determinar si la Administración competente 
para la devolución del saldo negativo del 
IVA, ejercicio 2007, resultante de las declara-
ciones presentadas por las entidades absor-
bidas por (ENTIDAD 1), es decir, (ENTIDAD 2), 
(ENTIDAD 3), y (ENTIDAD 4), por importe, res-
pectivamente, de 84.505,82 EUR, 3.550.737,86 
EUR y 10.604,34 EUR, que suman en total 
3.645.848,02 EUR, es la Administración del 
Estado o la Diputación Foral de Gipuzkoa. 

2. La decisión acerca del anterior objeto del 
conflicto es la cuestión de fondo planteada 
por éste, que está resuelta por la doctrina 
jurisprudencial dictada acerca de dicha 
cuestión, formada básicamente por las dos 
sentencias citadas por la AEAT en su segundo 
escrito de alegaciones de 3 de mayo de 
2011, a saber, las de 10 de junio de 2010, 
recaída en el recurso 378/2009, y 17 de junio 
de 2010, dictada en el recurso 529/2009, que 
confirman la tesis sustentada por la Junta 
Arbitral en asuntos sustancialmente iguales al 
presente, como reconoce la propia AEAT. La 
referida doctrina se resume en que a la luz 
del Concierto Económico no es admisible el 
traslado de saldos del IVA de una a otra Ad-
ministración, y en consecuencia, que la de-
volución es competencia de la Administra-
ción que lo era para la exacción del impues-
to cuando aquellos se originaron. Puesto que 
en el presente caso tal Administración era la 
del Estado, debemos resolver la cuestión de 
fondo planteada por el presente conflicto 
declarándola competente para realizar la 
devolución de la cantidad controvertida. 
Esta solución es aceptada por la AEAT en el 

198 

 198



199 

RESOLUCIONES DE LA JUNTA ARBITRAL DEL CONCIERTO ECONÓMICO 

 199

citado escrito, por lo que la cuestión es pací-
fica. 

3. Subsiste, no obstante la controversia en 
tomo a la cuestión preliminar planteada por 
la AEAT en su escrito de alegaciones de 12 de 
mayo de 2009 (Fundamento de Derecho 2°), 
que ésta ratifica en el Fundamento de Dere-
cho Tercero de su escrito de 3 de mayo de 
2011, reproducido en el apartado 5 de los 
antecedentes. Dicha cuestión es la inadmisi-
bilidad "total" del conflicto por falta de com-
petencia de la Junta Arbitral. 

Señala la AEAT que la Diputación Foral de 
Gipuzkoa acordó hacer efectiva la evolución 
solicitada mediante acuerdo de 4 de di-
ciembre de 2008 "con lo que asumió mate-
rialmente la devolución solicitada". Aduce la 
AEAT que no existe ningún precepto en la 
legislación del IVA "cuya aplicación permita 
autorizar la realización al obligado tributario 
de una devolución derivada de la mecánica 
liquidatoria del IVA (o una devolución de 
ingresos indebidos) que la Administración 
Tributaria considere que es jurídicamente 
improcedente". 

Semejante devolución estaría impedida por 
la indisponibilidad del crédito tributario, por lo 
que "a sensu contrario, la única justificación 
legal para la actuación de la Diputación 
Foral de Guipúzcoa se encuentra precisa-
mente en la asunción material de la compe-
tencia para efectuar la devolución, y así pa-
rece reconocerlo la propia Diputación Foral 
cuando señala en el acuerdo de resolución 
del recurso de reposición dictado el 4 de 
diciembre de 2008 que 'en aras a velar por el 
principio de neutralidad del sistema común 
del IVA, se procede a efectuar la devolución 
solicitada". 

Añade la AEAT que "[t]ampoco puede am-
parar su actuación la Diputación Foral, en la 
salvaguarda de los derechos del obligado 
tributario, pues para evitar los perjuicios que 
se le pudieran producir como consecuencia 

de que las dos Administraciones (Estatal y 
Foral) se declaren incompetentes, el orde-
namiento tiene previsto que el propio obliga-
do tributario pueda instar un conflicto negati-
vo de competencia ante la Junta Arbitral". Se 
refiere la AEAT al llamado "conflicto automá-
tico" previsto en el artículo 13.3 del Reglamen-
to de la Junta Arbitral del Concierto Econó-
mico (RJACE), aprobado por Real Decreto 
1760/2007, de 28 de diciembre. 

Concluye la AEAT que el acuerdo de la Di-
putación Foral de devolver la cantidad co-
rrespondiente a saldos del IVA generados por 
las sociedades absorbidas "es incompatible 
con la declaración de incompetencia y, por 
tanto, la priva de eficacia y convierte la ac-
tuación seguida por la Diputación Foral de 
Guipúzcoa en incompatible con el plantea-
miento del presente conflicto". Añade final-
mente que este planteamiento supone ir 
contra los propios actos, puesto que la Dipu-
tación Foral ya había asumido la competen-
cia. 

4. La Diputación Foral de Gipuzkoa rebate los 
argumentos de la AEAT en escrito de 3 de 
mayo de 2011 con los razonamientos que se 
resumen a continuación: 

- El acuerdo de 4 de diciembre de 2008 
desestima el recurso de reposición inter-
puesto por el obligado tributario contra 
el acuerdo del Servicio de Gestión de 
Impuestos Indirectos denegatorio de la 
solicitud de devolución complementaria 
del IVA derivada de los importes a com-
pensar correspondientes a las socieda-
des absorbidas por el mismo. Dicha des-
estimación se funda en la falta de com-
petencia de la Hacienda Foral para 
efectuar la referida devolución por apli-
cación de las reglas del Concierto Eco-
nómico. En consecuencia, dicho acuer-
do no sólo no supone una asunción ma-
terial por parte de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa de la competencia de devo-



REFERENCIAS 

lución sino que implica precisamente to-
do lo contrario. 

- Pese a desestimar el recuso de reposi-
ción, el acuerdo citado llevó a cabo la 
devolución "en base a criterios de ex-
cepcionalidad y urgencia y en aras de 
velar por el principio de neutralidad del 
sistema común del IVA". La urgencia de 
la devolución se justifica por la situación 
financiera del contribuyente puesta de 
manifiesto en el expediente del recurso 
de reposición y teniendo en cuenta el 
elevado importe de la devolución y la 
posible dilación del procedimiento ante 
la Junta Arbitral. Respecto al principio de 
neutralidad, aduce la Diputación Foral 
de Gipuzkoa la jurisprudencia del Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea se-
gún la cual debe existir una inmediatez 
en la deducción del IVA soportado y re-
chazarse la diferencia de trato en este 
aspecto entre operadores que realicen 
las mismas operaciones, sin que la legis-
lación de cada Estado pueda constituir 
un obstáculo a estos efectos. 

- Señala la Diputación Foral de Gipuzkoa 
la provisionalidad de la devolución prac-
ticada "hasta el pronunciamiento de la 
Junta Arbitral y/o otras instancias". Invo-
ca la Diputación a este respecto el artí-
culo 15.2 RJACE, que dispone lo siguien-
te: 

"Hasta tanto sea resuelto el conflic-
to de competencias, la Administra-
ción que viniera gravando a los con-
tribuyentes en cuestión continuará 
sometiéndolos a su competencia, sin 
perjuicio de las rectificaciones y 
compensaciones tributarias que de-
ban efectuarse entre las Administra-
ciones, y cuyas actuaciones habrán 
de remontarse en sus efectos a la fe-
cha desde la que proceda, en su ca-
so, la nueva administración compe-

tente, según la resolución de la Junta 
Arbitral". 

- Aduce la Diputación Foral de Gipuzkoa 
que la AEAT en su escrito de alegaciones 
de 12 de mayo de 2009 (pág. 22) reco-
noce que admitió la devolución de de-
terminada cantidad que una de las en-
tidades absorbidas, (ENTIDAD 2), tenía 
pendiente de compensar en el ejercicio 
2006 (cfr. antecedente 2, número 5°). 

- Finalmente, la Diputación Foral de Gi-
puzkoa expone diversas consideraciones 
que justificarían la devolución efectua-
da, en las que insiste en la excepcionali-
dad de la situación del contribuyente y 
en que tal devolución no implica una 
renuncia a su tesis de que la competen-
cia para llevarla a cabo corresponde a 
la Administración del Estado. 

5. La tesis de la AEAT viene a consistir en que 
al practicar la devolución de los saldos de las 
sociedades absorbidas la Diputación asume 
la correspondiente competencia y, por tanto, 
desaparece el conflicto y con él la compe-
tencia de esta Junta Arbitral para resolverlo. 

Pues bien, no compartimos esta tesis. La 
cuestión no radica en determinar si la Dipu-
tación actuó o no correctamente al practicar 
la devolución controvertida, sino si dicha 
devolución entrañaba una asunción de la 
competencia para llevarla a cabo en el 
marco de la distribución de competencias 
para la exacción del IVA establecida por el 
Concierto Económico. Ya ha quedado esta-
blecido en el anterior Fundamento de Dere-
cho 2 que en el presente caso la competen-
cia corresponde a la Administración del Esta-
do. La atribución de la competencia para la 
exacción del impuesto es previa a la deter-
minación de la procedencia o no de la devo-
lución, que corresponderá hacer a la Admi-
nistración que resulte competente. Por consi-
guiente, a efectos de la determinación de la 
competencia es irrelevante que la devolu-
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ción sea o no procedente con arreglo a la 
normativa del IVA. Por lo demás, ninguna de 
las dos Administraciones ha cuestionado tal 
procedencia, sin perjuicio de que pueda 
hacerlo, en su caso, aquella que resulte 
competente. 

Planteada así la cuestión no nos cabe du-
da de que la práctica de la devolución por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa no implica una 
aceptación tácita de la correspondiente 
competencia o, lo que es lo mismo, una re-
nuncia a la posición negadora de dicha 
competencia y su atribución a la Administra-
ción del Estado. 

El acuerdo del Servicio de Gestión de Im-
puestos Indirectos de la Hacienda Foral de 
Gipuzkoa es perfectamente claro en cuanto 
sostiene la tesis del no traslado de saldos en-
tre Administraciones y, en consecuencia, la 
competencia de la Administración del Estado 
en la que fundamenta su desestimación del 
recurso de reposición contra la denegación 
de la solicitud de devolución. Es también 
claro que la devolución se realiza "no obstan-
te" mantener dicha posición en cuanto a la 
competencia. En conclusión, frente a la afir-
mación expresa e inequívoca de la falta de 
competencia para la devolución no es posi-
ble deducir de la realización de ésta una 
renuncia tácita a dicha posición. 

Cuestión distinta -tanto de la relativa a la 
competencia como de la atinente a la pro-
cedencia de la devolución- es si la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa podía o no practicar 
la devolución con el carácter "provisional" 
con que lo hizo, anticipándose a la resolución 
de la Junta Arbitral. Esta cuestión va unida, a 
su vez, a la de la calificación del pago hecho 
al contribuyente. La verdadera naturaleza de 
dicho pago no es la de devolución del IVA, 
que no podría hacerse más que en ejercicio 
de las competencias de gestión del impuesto 
rechazadas por la Administración que lo 
efectuó. Dicha naturaleza es semejante a la 
de una subvención o ayuda; pero precisarla 

con rigor, y con ella su régimen jurídico, es 
una cuestión en la que obviamente no in-
cumbe entrar a esta Junta Arbitral, que 
habría de resolverse a la luz de la normativa 
presupuestaria y de gasto público de la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa. 

La tesis que mantenemos aprovecha tam-
bién a la AEAT en cuanto acordó, mediante 
liquidación provisional de la Unidad de Ges-
tión de Grandes Empresas de la Delegación 
Especial en el País Vasco de fecha 14 de 
noviembre de 2008 (folios 230 y sigs. del ex-
pediente de la AEAT), la devolución a 
(ENTIDAD 2) de 578.891,08 EUR, hecho del que 
por las razones expuestas tampoco cabe 
deducir que la AEAT hubiese asumido la 
competencia correspondiente. No podemos 
menos de notar, sin embargo, que sostener la 
tesis contraria frente a la Diputación Foral de 
Gipuzkoa se compadece mal con la buena 
fe. 

Sobre la base de los razonamientos anterio-
res, rechazamos la alegación de la AEAT de 
inadmisibilidad del conflicto, con lo cual 
queda despejado el camino para la adop-
ción de la resolución en cuanto al fondo en 
los términos expuestos en el Fundamento de 
Derecho 2. 

6. En su escrito de planteamiento del conflic-
to la Diputación Foral de Gipuzkoa solicita "la 
restitución de los intereses que correspondan 
como consecuencia de la devolución ya 
efectuada del importe solicitado por la enti-
dad interesada, cuestión que debiera reco-
gerse en los términos de ejecución de la reso-
lución que se dicte". 

La AEAT, en su escrito de alegaciones de 12 
de mayo de 2009 afirma (Fundamento de 
Derecho 50) que al tratarse de una reclama-
ción de intereses entre Administraciones le es 
aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la 
Ley General Presupuestaria (LGP), Ley 
47/2003, de 26 de noviembre: 
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"Si la Administración no pagara al 
acreedor de la Hacienda Pública estatal 
dentro de los tres meses siguientes al día 
de notificación de la resolución judicial o 
del reconocimiento de la obligación, 
habrá de abonarle el interés señalado 
en el artículo 17 apartado 2 de esta ley, 
sobre la cantidad debida, desde que el 
acreedor, una vez transcurrido dicho 
plazo, reclame por escrito el cumplimien-
to de la obligación. 

En materia tributaria, de contratación 
administrativa y de expropiación forzosa 
se aplicará lo dispuesto en su legislación 
específica". 

La AEAT señala que, puesto que no se ha 
producido por parte de la AEAT el reconoci-
miento de obligación alguna, no ha habido 
lugar a la denuncia de la mora y no corres-
ponde la liquidación de intereses de demora. 

En su escrito de alegaciones de 3 de mayo 
de 2011 la Diputación Foral de Gipuzkoa re-
plica que no es aplicable el citado artículo 
de la LGP, sino el 15.2 RJACE, que dispone lo 
siguiente: 

"Hasta tanto sea resuelto el conflicto 
de competencias, la Administración que 
viniera gravando a los contribuyentes en 
cuestión continuará sometiéndolos a su 
competencia, sin perjuicio de las rectifi-
caciones y compensaciones tributarias 
que deban efectuarse entre las Adminis-
traciones, y cuyas actuaciones habrán 
de remontarse en sus efectos a la fecha 
desde la que proceda, en su caso, la 
nueva administración competente, se-
gún la resolución de la Junta Arbitral". 

Afirma la Diputación Foral de Gipuzkoa que 
entre las compensaciones a las que hace 
referencia este precepto "debe necesaria-
mente incluirse el abono de los correspon-
dientes intereses de demora en caso de que 
una Administración haya efectuado la devo-

lución de un importe para cuya devolución la 
Junta Arbitral determine finalmente que es 
competente la otra Administración. La com-
pensación de los intereses de demora es 
necesaria para una completa restitución de 
la situación patrimonial de las Administracio-
nes en conflicto, evitando, además, 'enrique-
cimientos injustos' que en otro caso tendrían 
lugar". 

Invoca, por último, la Diputación Foral de 
Gipuzkoa el artículo 115 LIVA, que dispone 
que transcurrido el plazo de seis meses si-
guientes al término del plazo previsto para la 
presentación de la declaración-liquidación 
en que se solicite la devolución del impuesto 
sin que se haya ordenado el pago de la de-
volución por causa imputable a la Adminis-
tración tributaria, se aplicará a la cantidad 
pendiente de devolución el interés de demo-
ra tributario, desde el día siguiente al de la 
finalización de dicho plazo y hasta la fecha 
del ordenamiento de su pago, sin necesidad 
de que el sujeto pasivo así lo reclame. La 
Diputación observa que "determinada la 
competencia [para la devolución] de la Ad-
ministración del Estado, dicha Administración 
debería haber efectuado dicha devolución 
al obligado tributario, incluyendo el corres-
pondiente interés de demora". 

Por su parte, (ENTIDAD 1), en su escrito de 3 
de junio de 2011 solicita de esta Junta Arbitral 
que acuerde los siguientes pronunciamientos 
respecto a los intereses (cfr. antecedente 5): 

- El reembolso a favor de la Diputación Fo-
ral de Gipuzkoa de los intereses de de-
mora desde la fecha en que realizó la 
devolución a dicha entidad (12 de di-
ciembre de 2008) hasta la fecha del re-
embolso efectivo; 

- La restitución -hay que entender, la satis-
facción-a la entidad de los intereses 
desde el 31 de julio de 2008 hasta la fe-
cha en que percibió de la Diputación 
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Foral la devolución de los saldos contro-
vertidos. 

7. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
16.5,e) RJACE, la resolución del conflicto de-
be comprender "la fórmula de ejecución de 
la resolución". La Junta Arbitral considera que 
por imperativo de este precepto sus resolu-
ciones no deben limitarse a un pronuncia-
miento abstracto sobre la cuestión central del 
conflicto, sino que deben determinar las 
transferencias financieras que, en su caso, se 
deriven directamente de la decisión sobre 
dicha cuestión. Las "rectificaciones y com-
pensaciones tributarias" a las que alude el 
artículo 15.2 RJACE, para el caso de que la 
Junta Arbitral niegue finalmente la compe-
tencia de la Administración tributaria que la 
hubiese venido ejerciendo son sólo un caso 
particular de las compensaciones financieras 
antes mencionadas. Este precepto no es 
aplicable en el presente caso. 

La consecuencia directa de la declaración 
de la competencia de la AEAT para proce-
der a la devolución de los saldos del IVA, 
ejercicio 2007, a favor de las entidades ab-
sorbidas por (ENTIDAD 1), es que dicha Admi-
nistración es la que debe soportar la carga 
financiera de tal devolución. El importe de 
esta carga incluye, evidentemente, tanto el 
principal (3.645.848,02 EUR) como el interés 
de demora establecido en el artículo 115 
UVA. La determinación de este interés (es 
decir, su tipo y periodo de devengo) no co-
rresponde a esta Junta Arbitral, sino a la Ad-
ministración obligada a satisfacerlo; la AEAT 
en el presente caso. 

El titular del derecho a la devolución frente 
a la AEAT es el obligado tributario, el cual, de 
acuerdo con lo establecido por el Tribunal 
Supremo en la jurisprudencia citada en el 
Fundamento de Derecho 2, puede dirigirse a 
dicha Administración estatal para obtener el 
pago del principal e intereses de los saldos 
pendientes. Quedaría a salvo el derecho de 
la Diputación Foral de Gipuzkoa a reclamar 

del contribuyente el pago del principal de la 
devolución que le anticipó en su día. Sería 
más sencillo, sin embargo, que la AEAT transfi-
riese directamente esa cantidad a la 
Hacienda Foral, previo acuerdo entre ambas 
Administraciones. 

No procede, en cambio, que la AEAT satis-
faga directamente el interés de demora a la 
Diputación por el anticipo hecho por esta al 
contribuyente del principal de la devolución, 
por la razón fundamental de que, como 
hemos indicado en el Fundamento de Dere-
cho 5, el pago hecho al contribuyente no 
tenía la naturaleza de devolución; de haberla 
tenido el hecho mismo del pago hubiera 
determinado el cese del devengo del interés. 
El abono de un interés de demora por la AEAT 
a la Hacienda Foral de Gipuzkoa no puede 
fundarse, por tanto, en el artículo 115 L1VA. 

De conformidad con las consideraciones 
precedentes, la obligación de pago de un 
interés a la Diputación Foral correrá a cargo 
del contribuyente, beneficiario del anticipo 
hecho por aquélla. Incumbe a la Hacienda 
Foral determinar el devengo y, en su caso, la 
cuantía de dicho interés con arreglo a la 
legislación aplicable de acuerdo con la natu-
raleza del pago hecho en su día al obligado 
tributario. 

En conclusión, procede declarar que en 
ejecución de la presente resolución, la AEAT 
satisfará al obligado tributario los intereses de 
demora que procedan con arreglo a la nor-
mativa del IVA. En cuanto al principal de la 
devolución, las Administraciones interesadas 
pueden acordar que le sea directamente 
transferido a la Diputación Foral de Gipuzkoa 
por la AEAT. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la competencia para la de-
volución del saldo negativo del IVA, ejercicio 
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2007, resultante de las declaraciones presen-
tadas por las entidades absorbidas por 
(ENTIDAD 1), es decir, (ENTIDAD 2), (ENTIDAD 
3), y (ENTIDAD 4), por importe, respectivamen-
te, de 84.505,82 EUR, 3.550.737,86 EUR Y 
10.604,34 EUR, que suman en total 
3.645.848,02 EUR, corresponde a la Adminis-
tración del Estado. 

En ejecución de la presente resolución la 
AEAT satisfará al obligado tributario los inter-
eses de demora que procedan con arreglo a 
la normativa del IVA. En cuanto al principal 
de la devolución, las Administraciones intere-
sadas pueden acordar que le sea directa-
mente transferido a la Diputación Foral de 
Gipuzkoa por la AEAT. 

Resolución R 22/2011 Expediente 05/2009 

En la Ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 27 de 
septiembre de 2011 la Junta Arbitral del Con-
cierto Económico con la Comunidad Autó-
noma del País Vasco, compuesta por D. Car-
los Palao Taboada, Presidente, y D. Isaac 
Merino Jara y D. Francisco Javier Muguruza 
Arrese, Vocales, ha adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto planteado por la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa contra la Administra-
ción Tributaria de la Comunidad Foral de 
Navarra, sobre cuál de las dos Administracio-
nes es competente para la devolución o 
compensación del Impuesto sobre el Valor 
Añadido de la entidad (ENTIDAD 1), S.L. (C.I.F. 
----), por las operaciones realizadas hasta el 
31 de julio de 2008, fecha a partir de la cual 
trasladó su domicilio social desde Gipuzkoa a 
Navarra. 

I. ANTECEDENTES 

1. El presente conflicto fue planteado por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa mediante escri-
to de fecha 23 de junio de 2009, que tuvo 
entrada en esta Junta Arbitral el siguiente día 
24, completado con otro de fecha 2 de julio 
de 2009, que tuvo entrada en esta Junta el 
siguiente día 3. 

2. Del expediente resultan los siguientes ante-
cedentes: 

1º. La entidad (ENTIDAD 1), S.L. (C.I.F. 
895057238) (en adelante, "la entidad") 
en virtud de acuerdo adoptado en 
Junta General celebrada el día 9 de 
junio de 2008 (en el escrito de la Dipu-
tación Foral de Gipuzkoa se señala 
como fecha del acuerdo el día 13, lo 
que es erróneo porque dicha fecha 
corresponde a la expedición de la cer-
tificación, pero no a la adopción del 
acuerdo), elevado a escritura pública 
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en fecha 17 de junio de 2008, e inscrita 
en el Registro Mercantil de Gipuzkoa el 
1 de agosto de 2008, acordó trasladar 
su domicilio social de Navarra a Gipuz-
koa, pasando a tributar, como conse-
cuencia de dicho cambio, por el Im-
puesto sobre el Valor Añadido, en la 
Diputación Foral de Gipuzkoa, confor-
me a lo previsto en el artículo 27.Uno. 
Tercera y 43.Siete del Concierto Eco-
nómico entre el Estado y el País Vasco, 
aprobado por Ley 12/2002, de 13 de 
mayo. 

2º. La entidad presentó las declaraciones 
liquidaciones del IVA correspondientes 
a los tres primeros trimestres del ejerci-
cio 2008, por la totalidad de las opera-
ciones realizadas hasta el día 31 de ju-
lio de 2008, ante la Hacienda de Nava-
rra, arrojando una cantidad de 
67.299,42 euros a devolver. A su vez la 
entidad presentó ante el Departamen-
to de Hacienda y Finanzas de la Dipu-
tación Foral de Gipuzkoa declaración 
del IVA del tercer trimestre del 2008 
con resultado a ingresar de 2.648,92 Eu-
ros, efectivamente ingresados, inclu-
yendo únicamente aquellas operacio-
nes realizadas por la mercantil a partir 
del 1 de agosto de 2008. 

3º. La Jefa de Sección del IVA de la 
Hacienda tributaria de Navarra, en re-
solución fechada el 21 de enero de 
2009, desestimó la solicitud de devolu-
ción formulada, anulando la declara-
ción correspondiente al tercer trimestre 
de 2008, al considerar no competente 
a dicha Administración para la exac-
ción del Impuesto correspondiente al 
referido trimestre. 

4º. Ante la negativa de la Administración 
tributaria de Navarra de proceder a la 
devolución del saldo solicitado, la en-
tidad presentó escrito de fecha 30 de 
enero de 2009 ante el Departamento 

de Hacienda y Finanzas de la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa, solicitando la 
modificación de la declaración del 
Impuesto del tercer trimestre del 2008, 
añadiendo las operaciones declara-
das inicialmente en Navarra y arras-
trando el saldo a su favor al término del 
segundo trimestre, resultando así una 
declaración con un saldo a su favor de 
64.614,50 Euros, en vez de los 2.684,92 
Euros ingresados. 

5º. Mediante Orden Foral 321/2009, de 21 
de abril, del Diputado de Hacienda de 
la Diputación Foral de Gipuzkoa, notifi-
cada al Gobierno de Navarra el 29 de 
abril de 2009, se declaró la incompe-
tencia de la Hacienda Foral de Gipuz-
koa para admitir la modificación de la 
declaración-liquidación de IVA corres-
pondiente al tercer trimestre de 2008, 
solicitada por la entidad. 

6º. Mediante escrito de fecha 15 de junio 
de 2009, el Director Gerente de la 
Hacienda Tributaria de Navarra acusó 
recibo de la declaración de incompe-
tencia de la Diputación Foral de Gi-
puzkoa y, en contestación a la misma 
le manifestó que la Hacienda Tributaria 
de Navarra no se considera compe-
tente para la devolución del saldo exis-
tente a favor de la entidad hasta su 
cambio de domicilio a Gipuzkoa. 

3. En su reunión de 20 de diciembre de 2010, 
la Junta Arbitral acordó admitir a trámite el 
presente conflicto y notificar su planteamien-
to al Gobierno de Navarra. 

4. El 25 de enero de 2011 el Gobierno de Na-
varra dirigió un escrito a esta Junta Arbitral, 
registrado el siguiente día 27, en el que ase-
vera: uno, que la Junta Arbitral del Concierto 
no tiene competencia para resolver los con-
flictos que se pueden suscitar entre la Dipu-
tación Foral de Gipuzkoa y la Administración 
Tributaria de la Comunidad Foral de Navarra, 



REFERENCIAS 

señalando, en conclusión, que "el conflicto al 
que nos estamos refiriendo habría de diluci-
darse, en su caso, en la jurisdicción conten-
cioso-administrativa; y ello, tanto si se pro-
mueve por las respectivas Administraciones 
como, a título de ejemplo, en caso de con-
flicto negativo, por los particulares"; dos; que 
"[d]ado el rechazo de la competencia de la 
Junta Arbitral del Concierto, no se entra a 
fundamentar la posición de la Comunidad 
Foral de Navarra sobre el fondo del asunto 
que motiva el conflicto"; y tres, que con inde-
pendencia de lo anterior, "el problema que 
originó este conflicto se encuentra resuelto, 
ya que la Administración tributaria de la Co-
munidad Foral ha devuelto a la entidad 
(ENTIDAD 1) S.L. las cantidades correspon-
dientes al Impuesto sobre el Valor Añadido 
que incluyen el segundo trimestre del año 
2008, así como las cantidades relativas a las 
operaciones realizadas en el tercer trimestre 
de ese mismo año hasta el momento en que 
se produjo el cambio de domicilio". 

5. Concluido el expediente y puesto de mani-
fiesto, la Diputación Foral de Gipuzkoa formu-
ló alegaciones mediante escrito de 3 de ma-
yo de 2011, registrado el siguiente día, sin que 
ni el Gobierno de la Comunidad Foral de 
Navarra, ni (ENTIDAD 1) S.L. formularan ale-
gaciones. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. La cuestión sometida a la decisión de esta 
Junta Arbitral consiste en determinar cuál de 
las Administraciones en conflicto es compe-
tente para la gestión, liquidación y recauda-
ción, en relación con la declaración-
liquidación del IVA correspondiente al tercer 
trimestre de 2008 por las operaciones realiza-
das por (ENTIDAD 1), S.L. hasta el 31 de julio 
de 2008 -último día en que tuvo su domicilio 
fiscal en Navarra, habida cuenta que el 1 de 
agosto de 2008 se produjo el efectivo trasla-
do de su domicilio social a Gipuzkoa- de la 
que resulta un importe a devolver de 
67.299,42 euros. 

2. No obstante, antes de proceder al análisis 
de esa cuestión es preciso examinar la ale-
gación relativa a la falta de competencia de 
esta Junta Arbitral para resolver el conflicto, 
formulada por el Gobierno de Navarra, cuyos 
argumentos, resumidamente, son los siguien-
tes: 

1º. Ni el Convenio ni el Concierto contem-
plan la posibilidad de que las Juntas 
Arbitrales puedan resolver conflictos 
entre los Territorios Históricos del País 
Vasco y la Comunidad Foral de Nava-
rra. 

2º. Ha de tener presente el carácter bila-
teral de relación con el Estado que tie-
nen, en cada caso, tanto el Convenio 
como el Concierto y la ausencia en sus 
respectivos articulados de relaciones, 
vínculos o conexiones "horizontales" en-
tre dichos Territorios Históricos y la Ad-
ministración tributaria de la Comuni-
dad Foral. Además, al igual que el 
Convenio en el ámbito de Navarra, el 
Concierto regula las relaciones finan-
cieras y tributarias entre la Administra-
ción del Estado y la Administración de 
la Comunidad Autónoma del País Vas-
co, entendida esta última como uni-
dad. La existencia en su seno de los Te-
rritorios Históricos no debe empañar ni 
desvirtuar la naturaleza de aquellas re-
laciones. 

3º. La realidad normativa actual conlleva 
que las Juntas Arbitrales del Convenio 
y del Concierto no pueden resolver los 
conflictos entre los Territorios Históricos 
del País Vasco y la Comunidad Foral sin 
invadir de manera flagrante las com-
petencias de cada uno de ellos. En ese 
sentido, asegura que resultaría una in-
vasión injustificada de las competen-
cias tributarias de Navarra que la Junta 
Arbitral del Concierto entre a resolver 
este conflicto. Además, Navarra no es 
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una Comunidad Autónoma, sino una 
Comunidad Foral, lo cual es distinto. 

4º. El hecho de que la literalidad del Con-
cierto se refiera a la posibilidad de que 
las Diputaciones Forales planteen con-
flictos contra las Comunidades Autó-
nomas (y no contra la Comunidad Fo-
ral) "no puede desvirtuar ni contradecir 
los fundamentos básicos que subyacen 
en el Concierto y en el Convenio: regu-
lación bilateral y exclusiva de las rela-
ciones financieras y tributarias entre el 
País Vasco y el Estado, por una parte; y 
entre Navarra y el Estado, por otra". 

5º. Tanto el artículo 51.1.b) del Convenio 
como el artículo 66.Uno.a) del Concier-
to deben interpretarse en el sentido 
que impone la realidad jurídica y que 
tiene su fundamento en que ni del 
Convenio ni del Concierto se despren-
den relaciones horizontales entre los 
respectivos Territorios Históricos del País 
Vasco y la Comunidad Foral de Nava-
rra. 

6º. La propia naturaleza paccionada del 
Convenio y del Concierto reclama 
que, si se pretendiera que un órgano 
arbitral resolviera los conflictos tributa-
rios que se suscitaran entre los Territorios 
Históricos y la Comunidad Foral, sería 
preciso que así se conviniera y se 
plasmase en esas normas. 

7º. Sería ineficaz cualquier decisión de la 
Junta Arbitral del Concierto respecto 
de la Hacienda Tributaria de Navarra, 
pues dicha Junta no se encuentra pre-
vista en el Convenio. Solo la Junta Arbi-
tral del Convenio o los Tribunales de 
Justicia pueden dejar sin efecto una 
decisión de la Hacienda Tributaria de 
Navarra. 

8º. En definitiva, concluye el Gobierno de 
Navarra, el conflicto ha de dilucidarse 

en la jurisdicción contencioso-
administrativa. 

3. No comparte los argumentos del Gobierno 
de Navarra la Diputación Foral de Gipuzkoa, 
de ahí que en su escrito de alegaciones res-
ponda señalando lo siguiente: 

1º. El artículo 66 del Concierto Económico 
no excluye del ámbito competencial 
de conocimiento de esta Junta Arbitral 
los conflictos que puedan plantearse 
en relación con la Comunidad Foral de 
Navarra, debiendo, en consecuencia, 
incluirse dicha Comunidad dentro de 
la expresión "cualquier otra Comuni-
dad Autónoma" recogida en dicho 
precepto. 

2º. En la aplicación del Concierto Econó-
mico entre el Estado y el País Vasco, la 
Comunidad Foral de Navarra forma 
parte del "Estado" (territorio de régimen 
común) a todos los efectos, incluida [a 
atribución de competencias a la Junta 
Arbitral. 

3º. De hecho, recuerda [a Diputación Fo-
ral de Gipuzkoa, la propia Junta Arbi-
tral del Convenio Económico entre el 
Estado y la Comunidad Foral de Nava-
rra, en resolución de 4 de abril, dictada 
en el procedimiento 17/2007, en rela-
ción con el conflicto promovido en 
cuanto a la interpretación del concep-
to "territorio de régimen común", del ar-
tículo 18.2 de dicho Convenio vino a 
señalar que dicho concepto debe 
considerarse integrado por todo territo-
rio español que sea distinto del territorio 
de la Comunidad Foral de Navarra. 
Trasladado ello al Concierto Económi-
co con el País Vasco, no cabe sino 
considerar dicho concepto como el in-
tegrado por todo territorio español que 
sea distinto del territorio de la Comuni-
dad Autónoma Vasca, incluyendo, por 
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tanto, a la Comunidad Foral de Nava-
rra. 

4º. La utilización de la vía jurisdiccional pa-
ra la resolución del asunto planteado 
en e[ conflicto, propuesta por el Go-
bierno de Navarra, queda recogida en 
el último párrafo del artículo 67 del 
Concierto, pero siempre una vez re-
suelto conforme a Derecho el conflicto 
por parte de la Junta Arbitral del Con-
cierto mediante la oportuna resolución. 

4. Para resolver esta cuestión debemos partir 
de lo dispuesto en el artículo 66.Uno, del 
Concierto que establece que la Junta Arbitral 
tiene atribuidas las siguientes funciones: 

"a) Resolver los conflictos que se plan-
teen entre la Administración del Estado y 
las Diputaciones Forales o entre éstas y la 
Administración de cualquier otra Comuni-
dad Autónoma, en relación con la apli-
cación de los puntos de conexión de los 
tributos concertados y la determinación 
de la proporción correspondiente a cada 
Administración en los supuestos de tribu-
tación conjunta por el Impuesto sobre So-
ciedades o por el Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 

b) Conocer los conflictos que surjan en-
tre las administraciones interesadas como 
consecuencia de la interpretación y apli-
cación del presente Concierto Económico 
a casos concretos concernientes a rela-
ciones tributarias individuales. 

c) Resolver las discrepancias que pue-
dan producirse respecto a la domicilia-
ción de los contribuyentes". 

5. También debe tenerse en cuenta que el 
artículo 11 del Reglamento de la Junta Arbi-
tral del Concierto Económico, aprobado por 
Real Decreto 1760/2007, de 28 de diciembre, 
establece que "Las Diputaciones Forales, 
previa comunicación al Departamento de 

Hacienda y Administración Pública del Go-
bierno Vasco, podrán promover conflictos (...) 
b) Cuando, por aplicación de las normas 
contenidas en el Concierto Económico, no se 
considere competente en cuanto a la ges-
tión, liquidación, recaudación, inspección o 
revisión de un tributo respecto del cual la 
Administración del Estado o de una Comuni-
dad Autónoma sostenga que sí es competen-
te alguna de las Diputaciones Forales en di-
chos procedimientos.” 

6. Pues bien, ningún precepto del Concierto 
Económico excluye la competencia El esta 
Junta Arbitral para conocer de conflictos 
entre la Comunidad Foral de Navarra y las 
Diputaciones Forales del País Vasco. El vigen-
te Concierto, al igual que el aprobado por la 
Ley 12/1981, de 13 de mayo, tanto en su re-
dacción inicial como en la introducida por la 
Ley 38/1997, de 4 de agosto, establecen cla-
ramente la competencia de esta Junta Arbi-
tral para "[c]onocer de los conflictos que 
surjan entre las Administraciones interesadas 
como consecuencia de la interpretación y 
aplicación del presente Concierto Económi-
co a casos concretos concernientes a rela-
ciones tributarias individuales". No aclara la 
transcrita letra b) del citado artículo 66.uno, 
quiénes han de ser las administraciones en 
conflicto, pero si ya en la letra a) del mismo 
artículo se habla de los "conflictos que se 
planteen entre la Administración del Estado y 
las Diputaciones Forales o entre éstas y la 
Administración de cualquier otra Comunidad 
Autónoma", no existe ninguna razón, reali-
zando una interpretación lógica y sistemáti-
ca, para dejar fuera de las controversias las 
que se produzcan entre cualquiera de los 
Territorios Históricos del País Vasco y Navarra. 

7. En apoyo de la interpretación que hemos 
realizado se puede invocar la doctrina de la 
Sentencia del Tribunal Supremo, número 
4196/2009, de 26 de mayo de 2009, recurso 
365/2008, referida, precisamente, a la resolu-
ción de 4 de abril de 2008 de la Junta Arbitral 
del Convenio Económico, citada en sus ale-
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gaciones por la Administración guipuzcoana, 
de la cual se desprende que desde la pers-
pectiva del Convenio (o, en este caso, del 
Concierto) el resto de las Comunidades Au-
tónomas tiene, a estos efectos, un tratamien-
to homogéneo. 

8. Concluida la competencia de esta Junta 
Arbitral para resolver el conflicto, procede 
abordar la cuestión de fondo, esto es, deter-
minar cuál de las Administraciones en conflicto 
es competente para devolver la cantidad de 
67.299,42 euros resultante del IVA de las ope-
raciones realizadas por (ENTIDAD 1), S.L. hasta 
el día 31 de julio de 2008, último día en el que 
tuvo su domicilio fiscal en Navarra, puesto que 
el mismo fue trasladado, con efectos desde el 
1 de agosto de 2008, a Gipuzkoa. 

9. En realidad, lo que se discute en este con-
flicto es la fragmentalidad o no de las cuotas 
del IVA en los casos de cambio de domicilio 
y, sobre esta cuestión, esto es sobre la com-
petencia para la devolución de saldos del 
IVA pendientes al tiempo de un cambio de 
domicilio que determina a su vez el cambio 
de la Administración gestora del impuesto, ya 
se ha pronunciado el Tribunal Supremo (Cfr. 
Sentencia de 10 de junio de 2010, relativa a 
nuestro expediente núm. 17/2008 y Sentencia 
de 17 de Junio de 2010, relativa a nuestro 
expediente núm. 20/2008), en sentido favo-
rable a la fragmentalidad. Por tanto, si está 
claro que la exacción del IVA, hasta la fecha 
del cambio de domicilio correspondía a Na-
varra, habrá que estar a las consecuencias 
que de ello se extraen. Por tanto, siendo 
competente para la exacción del IVA Nava-
rra, es a ella--a quien corresponde la devolu-
ción de la cantidad resultante. 

10. El Gobierno de Navarra manifestó en su 
escrito remitido a esta Junta el 27 de enero 
de 2011 que "la Administración tributaria de la 
Comunidad Foral ha devuelto a la entidad 
"(ENTIDAD 1) S.L." las cantidades correspon-
dientes al Impuesto sobre el Valor Añadido 
que incluyen el segundo trimestre del año 

2008, así como las cantidades relativas a las 
operaciones realizadas en el tercer trimestre 
de ese mismo año hasta el momento en que 
se produjo el cambio de domicilio". Sin em-
bargo, es lo cierto que, como bien señala la 
Diputación Foral de Gipuzkoa en su escrito de 
alegaciones, dicha afirmación no ha queda-
do acreditada en el Expediente mediante 
prueba documental alguna. 

Así las cosas, de dicha afirmación no pue-
de colegirse, como interesa la Diputación 
Foral de Gipuzkoa, el allanamiento de la 
Hacienda Tributaria de Navarra a su preten-
sión, porque a esta Junta no le conste el ex-
preso allanamiento de la Hacienda Tributaria 
de Navarra que, razonablemente no puede 
esperarse que lo formule ante una instancia 
cuya jurisdicción rechaza. Y tampoco puede 
tenerse por decaído el conflicto por carencia 
sobrevenida de objeto, a falta de toda prue-
ba que acredite que, efectivamente, la 
Hacienda Tributaria de Navarra, como afir-
ma, ya haya devuelto a la entidad la canti-
dad de que se discute. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la Administración Tributaria 
del Gobierno de Navarra es competente 
para la gestión, liquidación y recaudación, 
en relación con la declaración-liquidación 
por el Impuesto sobre el Valor Añadido que le 
fue presentada por la entidad (ENTIDAD 1), 
S.L. (C.I.F. B----), correspondiente al tercer 
trimestre de 2008, por las operaciones reali-
zadas por la misma hasta el 31 de julio de 
dicho año, fecha a partir de la cual trasladó 
su domicilio social a Gipuzkoa, de la que 
resulta un importe a devolver de 67.299,42 
euros, y, consecuentemente, que dicha Ad-
ministración Tributaria del Gobierno de Nava-
rra debe devolver dicha cantidad a (ENTIDAD 
1), S.L. en el caso de que no lo hubiera hecho 
con anterioridad al dictado de esta Resolu-
ción. 
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Resolución R-23/2011 Expediente 22/2008 

En la Ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 4 de no-
viembre de 2011 la Junta Arbitral del Concier-
to Económico con la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, compuesta por D. Carlos Pa-
lao Taboada, Presidente, y D. Isaac Merino 
Jara y D. Francisco Javier Muguruza Arrese, 
Vocales, ha adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto planteado por la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa contra la Administra-
ción Tributaria del Estado, sobre cuál de las 
dos Administraciones es competente para la 
recaudación de las retenciones por rendi-
mientos de trabajo personal practicadas por 
el obligado tributario (ENTIDAD 1), S.A.U. (C.I.F. 
A-----), a cuenta del IRPF, por el período 
comprendido desde abril de 2001 hasta fe-
brero de 2005, por las trabajadoras Dña. 
(Nombre y Apellidos 1) y Dña. (Nombre y 
Apellidos 2). 

I. ANTECEDENTES 

1. El presente conflicto fue planteado por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa mediante escri-
to de fecha 9 de mayo de 2008, que tuvo 
entrada en esta Junta Arbitral el 12 de mayo 
de 2008. 

2. Del expediente resultan los siguientes ante-
cedentes: 

1º. La entidad (ENTIDAD 1), S.A.U. (C.I.F. A-
58141326) ingresó las retenciones a 
cuenta del IRPF derivadas de los ren-
dimientos de trabajo personal abona-
dos a sus empleadas Dña. (Nombre y 
Apellidos 1) y Dña. (Nombre y Apellidos 
2), correspondientes al período com-
prendido entre el mes de abril de 2001 
y el mes de febrero de 2005, por un im-
porte total de 171.273,04 euros, en la 
Administración del Estado, AEAT de 
Cataluña. 

2º. Con fecha 4 de mayo de 2005, la enti-
dad presentó ante la AEAT una solici-
tud de devolución de ingresos indebi-
dos por el referido importe de 
171.273,04 euros más sus intereses de 
demora correspondientes, argumen-
tando que dicha cantidad correspon-
de a retenciones que hubieran debido 
ingresarse en la Diputación Foral de 
Gipuzkoa porque dichas trabajadoras 
estaban adscritas a las oficinas que la 
entidad tenía en Donostia-San Sebas-
tián, y que fue ingresada por error en la 
Administración del Estado. 

3º. Con fecha 6 de septiembre de 2005, la 
AEAT desestimó la solicitud de devolu-
ción de ingresos indebidos, argumen-
tando que en los contratos de trabajo 
de las dos trabajadoras constaba que 
ambas debían prestar sus servicios en 
el centro de trabajo ubicado en Barce-
lona. 

4º. La Inspección de la Hacienda Foral de 
Gipuzkoa inició el 9 de febrero de 2006 
actuaciones de comprobación con el 
obligado tributario (ENTIDAD 1) S.A.U., 
que concluyeron mediante un acta de 
fecha 18 de mayo de 2006, en la que 
se determinó que las retenciones co-
rrespondientes a las retribuciones de 
trabajo de las empleadas Dña. (Nom-
bre y Apellidos 1) y Dña. (Nombre y 
Apellidos 2), correspondientes al perío-
do comprendido entre el mes de abril 
de 2001 y el mes de febrero de 2005, 
ambos inclusive, debieron haberse in-
gresado en la Hacienda Foral de Gi-
puzkoa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 7º. Uno a) del Concierto Eco-
nómico, porque las dos prestaban sus 
servicios en territorio común y vasco y 
estaban adscritas al centro de trabajo 
de la empresa ubicado en ese Territo-
rio Histórico. 
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Como argumentos en apoyo de la 
conclusión del Acta se citaban en el 
cuerpo de la misma los siguientes: a) 
que el propio obligado tributario, en 
escrito de fecha 26 de abril de 2005 
aportado a la Hacienda Foral de Gi-
puzkoa manifestaba que tenía adscri-
tas a las dos trabajadoras a su centro 
de Donostia-San Sebastián; b) que la 
entidad lleva establecida en Gipuzkoa 
ininterrumpidamente desde 1993; c) 
que la contratación de la Sra. Oyarbi-
de coincidió con la apertura de la se-
de en Gipuzkoa, para hacerse cargo 
como responsable de la misma; d) que 
la contratación de la Sra. (Nombre y 
Apellidos 1), aunque comenzó unos 
meses después, también estuvo rela-
cionada con la apertura de la sede en 
Gipuzkoa; e) que las dos trabajadoras 
siempre han estado adscritas a la sede 
de Gipuzkoa; que la circunstancia de 
que en los contratos de trabajo conste 
que están adscritas al centro de traba-
jo de Barcelona responde a razones de 
inercia, dado que la sede central de la 
sociedad radica en Barcelona; que el 
lugar de prestación de servicios es va-
riable y depende del tipo de progra-
mas que estén realizando y que de 
forma habitual alternan trabajos reali-
zados en Gipuzkoa con otros realizados 
en otras provincias; f) que las dos tra-
bajadoras residen y han residido con 
anterioridad a 1996 en Gipuzkoa y han 
cumplimentado allí sus obligaciones 
fiscales. 

A resultas de la referida Acta se giró 
liquidación a (ENTIDAD 1) S.A.U. por 
importe de 201.361,56 Euros, que in-
cluía el importe de las retenciones de-
jadas de ingresar ante la Hacienda Fo-
ral de Gipuzkoa (171.273,04 euros) más 
sus intereses de demora por cuantía de 
30.042,13 euros. 

5º. Por escrito de la Hacienda Foral de Gi-
puzkoa de fecha 13 de marzo de 2008, 
registrado de entrada en la AEAT el 14 
de marzo, se requirió la inhibición de 
esta última y se le reclamó la remisión 
del importe de 201.361,56 euros. 

6º. El 17 de abril de 2007 la AEAT contestó 
a la Hacienda Foral de Gipuzkoa signi-
ficándole que la actuación cuya 
competencia requería para sí esta úl-
tima correspondía a un expediente 
tramitado y denegado al obligado tri-
butario, que éste no había recurrido y 
que, además, al margen de dicho 
procedimiento tampoco se había ini-
ciado otro directamente por la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa en los 
términos previstos en los Acuerdos y 
Grupos de Trabajo AEAT-Haciendas Fo-
rales. 

7º. El 1 de julio de 2008 la Delegación Es-
pecial de la AEAT de Cataluña emitió 
un informe de ratificación de acuerdo 
de denegación de reembolso de in-
gresos tributarios, basándose en que "la 
entidad no ha acreditado que las tra-
bajadoras hayan prestado sus servicios 
en el territorio foral de Guipúzcoa, des-
de luego no con carácter único, sino 
más bien al contrario atendiendo a sus 
contratos de trabajo” 

3. En su reunión de 12 de septiembre de 2008, 
la Junta Arbitral acordó admitir a trámite el 
presente conflicto y notificar su planteamien-
to a la Administración del Estado. 

4. El 30 de octubre de 2008 la AEAT dirigió un 
escrito a esta Junta Arbitral, registrado el 3 de 
noviembre de 2008, en el que interesaba en 
primer lugar la inadmisión del conflicto, ar-
gumentando que los acuerdos de la AEAT 
por los que se desestimó la solicitud de devo-
lución de ingresos indebidos formulada por 
(ENTIDAD 1) SAU. en relación con las reten-
ciones objeto del conflicto fueron notificados 
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a la Hacienda Foral de Gipuzkoa el 23 de 
septiembre de 2005, sin que hayan sido obje-
to de recurso y sin que en el plazo de cerca 
de tres años transcurridos desde aquella noti-
ficación hasta el planteamiento del conflicto 
ante la Junta Arbitral, se planteara conflicto 
de competencias ante la jurisdicción compe-
tente "que era, como ha afirmado reciente-
mente el Tribunal Constitucional en su sen-
tencia 26/2008, la jurisdicción contencioso 
administrativa por no estar constituida en 
aquellos momentos la Junta Arbitral"; y subsi-
diariamente la desestimación de la retensión 
de la Hacienda Foral de Gipuzkoa por no 
haber probado los hechos en los que se fun-
da. 

5. Concluido el expediente y puesto de mani-
fiesto a la Diputación Foral de Gipuzkoa, a la 
AEAT y a la entidad (ENTIDAD 1) SAU., la pri-
mera formuló alegaciones mediante escrito 
de 18 de marzo de 2009, registrado el día 23 
de los mismos; la segunda mediante escrito 
de 16 de marzo de 2009, registrado el día 18 
de los mismos; y sin que la entidad interesada 
formulara alegaciones. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. La cuestión sometida a la decisión de esta 
Junta Arbitral consiste en determinar cuál de 
las Administraciones en conflicto es compe-
tente para la recaudación de las retenciones 
por rendimientos de trabajo personal practi-
cadas por el obligado tributario (ENTIDAD 1), 
SAU. (C.I.F. A-----), a cuenta del IRPF, por el 
período comprendido desde abril de 2001 
hasta febrero de 2005, por las trabajadoras 
Dña. (Nombre y Apellidos 1) y Dña. (Nombre 
y Apellidos 2). 

2. No obstante, antes de proceder al análisis 
de esa cuestión, es preciso examinar la ale-
gación relativa a la extemporaneidad por la 
falta de presentación del conflicto, en au-
sencia de la Junta Arbitral, ante la jurisdicción 
contencioso administrativa, planteada como 
causa de inadmisión por la AEAT. 

Este argumento ha sido reiteradamente uti-
lizado por la AEAT en otros expedientes trami-
tados ante esta Junta Arbitral, algunos de los 
cuales han sido objeto ya de acuerdos notifi-
cados a dicha parte y firmes en vía adminis-
trativa. 

Es cierto que el RJACE no regula un régi-
men transitorio para los conflictos planteados 
con anterioridad -lo que implícitamente su-
pone asumir que se podían plantear los mis-
mos aun en ausencia de Junta Arbitral- al 
nombramiento de los miembros de la Junta 
Arbitral y a la efectiva constitución de ésta, 
pero, como ya señalamos en la Resolución 
2/2008, de 22 de diciembre, rebatiendo ar-
gumentos de la AEAT similares a los plantea-
dos en el conflicto que ahora nos ocupa, "en 
ausencia de una norma transitoria en el 
RJACE no existen razones para situar en cual-
quiera de las fechas señaladas el día inicial 
del cómputo del plazo de planteamiento del 
conflicto. Por el contrario, parece adecuado 
sostener que la aplicación del sistema de 
plazos de este Reglamento tiene como pre-
supuesto que la Junta Arbitral se halle de 
manera efectiva en el desempeño de sus 
funciones. Carecería de justificación, en 
efecto, que caducase la posibilidad de acu-
dir a la Junta Arbitral como vía prevista en el 
Concierto Económico para la resolución de 
controversias antes de que este órgano tuvie-
se la posibilidad real de entrar a conocer de 
ellas. Esta conclusión encuentra apoyo ade-
más en el principio pro actione. Atendiendo 
a estas consideraciones, la Junta Arbitral ha 
adoptado el criterio de admitir a trámite los 
conflictos que se encontraban pendientes de 
solución al tiempo de s constitución efectiva, 
que tuvo lugar el día 4 de abril de 2008, entre 
los que ..se encuentra el ahora sometido a la 
decisión de esta Junta Arbitral. No se trata, en 
realidad, de nuevos conflictos, a los que po-
dría ser aplicable el plazo de un mes estable-
cido en el RJACE, sino de conflictos surgidos 
mucho tiempo (en algunos casos años, como 
en el que es objeto del presente acuerdo), 
para cuya resolución se habilita ahora esta 
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vía. En cualquier caso, el indicado plazo no 
podría aplicarse retroactivamente sin menos-
cabo de la seguridad jurídica a conflictos 
entablados antes de la publicación del 
RJACE. En virtud de los anteriores razonamien-
tos procede rechazar la alegación de ex-
temporaneidad formulada por la AEAT", doc-
trina que trasladamos al presente conflicto, 
sin que pueda enervarse nuestra posición por 
citas jurisprudenciales que esta Junta Arbitral 
asume, pero que tienen una interpretación 
por parte de la AEAT distinta de la que sostie-
ne esta Junta. 

Cabe añadir que esta posición de la Junta 
Arbitral ha sido sancionada por la Sala Terce-
ra del Tribunal Supremo en sus sentencias de 
22 de Abril de 2010, recurso númer0147/2009, 
y 13 de abril de 2011, recurso número 
540/2008. La segunda de ellas cita a la ante-
rior y afirma que comparte "el criterio que 
viene manteniendo la Junta Arbitral respecto 
a los conflictos que se encontraban pendien-
tes de solución al tiempo de su constitución, 
al no tratarse, en realidad, de nuevos conflic-
tos, a los que podía ser aplicable el plazo de 
un mes establecido en el Reglamento, sino 
de conflictos surgidos con anterioridad, como 
ocurre en este caso ... ". Esta cuestión está, 
pues, totalmente zanjada. 

3. En lo que concierne al fondo del asunto, en 
su escrito de planteamiento del conflicto la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa expone los ar-
gumentos en los que funda su competencia 
para la recaudación y cobro de las retencio-
nes por rendimientos del trabajo personal a 
las que se refiere su pretensión, que consisten 
en que las trabajadoras a las que se les prac-
ticaron dichas retenciones por la entidad 
prestaban su trabajo en Gipuzkoa al estar 
adscritas a centros de trabajo situados en 
este Territorio Histórico. El artículo 7.Uno del 
Concierto Económico dispone, en efecto, 
que "Las retenciones e ingresos a cuenta por 
rendimientos del trabajo se exigirán, confor-
me a su respectiva normativa, por la Diputa-
ción Foral competente por razón del territorio 

cuando correspondan a los que a continua-
ción se señalan: a) Los procedentes de traba-
jos o servicios que se presten en el País Vasco. 
En el supuesto de que los trabajos o servicios 
se presten en territorio común y vasco, se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que los 
servicios se prestan en el País Vasco cuando 
en este territorio se ubique el centro de traba-
jo al que esté adscrito el trabajador". 

4. Pero ocurre que la Hacienda Foral de Gi-
puzkoa no ha desplegado el menor esfuerzo 
probatorio para acreditar que, como preten-
de, las trabajadoras respecto de cuyas re-
tenciones se discute estuvieran efectivamen-
te adscritas a un centro de trabajo ubicado 
en Gipuzkoa. 

5. Como único soporte documental en apo-
yo de su pretensión ha aportado el Acta de 
Inspección formalizada por ella misma, en 
fecha 18 de mayo de 2005, a la que se 
acompaña una relación de trabajadores y 
de retenciones aportada por la propia obli-
gada tributaria, y en la que se menciona: a) 
un escrito que, también la propia obligada 
tributaria, habría presentado ante la Hacien-
da Foral reconociendo la adscripción de las 
dos trabajadoras al centro de trabajo de 
Donostia-San Sebastián, escrito que no se 
aporta; y b) una Diligencia que se dice suscri-
ta el 23 de noviembre de 2005, en [a que el 
representante de la entidad retenedora 
habría reconocido igualmente todos [os 
hechos que invoca en prueba de su aspira-
ción, pero que tampoco aporta. 

6. Por el contrario, constan en el Expediente 
las copias de [os dos contratos de trabajo 
suscritos entre la entidad retenedora y sus 
empleadas, en los que inequívocamente se 
hace constar, en ambos casos, que el lugar 
de prestación de los servicios de las trabaja-
doras es el centro de trabajo ubicado en 
Barcelona. 

7. En esta tesitura, la Junta Arbitra[ no puede 
menos que concluir que la Hacienda Foral de 
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Gipuzkoa ha formulado su pretensión con 
una insuficiente base probatoria. En efecto, la 
única prueba aportada por Diputación Foral 
de Gipuzkoa es un acta de inspección que se 
limita a recoger declaraciones del obligado 
tributario, insuficientes a juicio de esta Junta 
Arbitral para contradecir la incontestable 
literalidad de los contratos de trabajo suscri-
tos y rubricados por la entidad retenedora y 
sus empleadas. 

En ausencia de otras pruebas no puede 
discutirse que el centro de trabajo al que 
estaban adscritas Dña. (Nombre y Apellidos 
1) y Dña. (Nombre y Apellidos 2), de cuyas 
retenciones se trata en este conflicto, era el 
que la entidad (ENTIDAD 1), SAU. tenía en la 
calle Santa Elionor 3 de Barcelona. 

8. Concluido lo que antecede, no ha lugar a 
pronunciamiento alguno acerca de la cues-
tión que plantea la AEAT en contra de la 
pretensión de la Hacienda Foral de Gipuzkoa 
de que se le restituyeran intereses de demora 
junto con el importe de las retenciones ingre-
sadas en la AEAT. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la Administración Tributaria 
del Estado es competente para la recauda-
ción de las retenciones por rendimientos de 
trabajo personal practicadas por el obligado 
tributario (ENTIDAD 1), S.A.U. (C.I.F. A-----), a 
cuenta del IRPF, por el período comprendido 
desde abril de 2001 hasta febrero de 2005, 
por las trabajadoras Dña. (Nombre y Apelli-
dos 1) y Dña. (Nombre y Apellidos 2). 

Resolución R 24/2011 Expediente 11/2009 

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 29 de no-
viembre de 2011 la Junta Arbitral del Concier-
to Económico con la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, compuesta por D. Carlos Pa-
lao Taboada, Presidente, y D. Isaac Merino 
Jara y D. Francisco Javier Muguruza Arrese, 
Vocales, ha adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto planteado por la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa frente a la Adminis-
tración del Estado acerca de la competen-
cia para la devolución saldo del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, ejercicio 2008, solici-
tada por la entidad (ENTIDAD 1), S.L. (NIF B---). 
que se tramita ante esta Junta Arbitral con el 
número de expediente 11/2009. 

I. ANTECEDENTES 

1. El presente conflicto fue planteado por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa por medio de 
un escrito de fecha 29 de septiembre de 
2009, registrado de entrada en esta Junta 
Arbitral el 2 de octubre de 2009. 

De dicho escrito y de la documentación 
que lo acompaña resultan los siguientes an-
tecedentes: 

1º. La entidad (ENTIDAD 1), S.L. (NIF B----) - 
en adelante "la entidad"-presentó a la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa declara-
ción-liquidación anual del Impuesto 
sobre el Valor Añadido (IVA) (modelo 
390) correspondiente al ejercicio 2008 
(Doc. n° 1 anexo al escrito de plan-
teamiento), de la que resulta a devol-
ver la cantidad de 770.146,66 EUR. Esta 
cantidad es el resultado del siguiente 
cómputo: 

- Diferencia anual entre el IVA de-
vengado y el soportado: -
1.403.309,34 EUR, de la que el 
40,20 por 100 corresponde al terri-
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torio de Gipuzkoa, es decir, 
564.130,35 EUR. 

- A la cantidad anterior se suman 
los ingresos efectuados en el ejer-
cicio por importe de 206.016,31 
EUR. 

2º. En el ejercicio 2008 la entidad presentó 
por vía telemática ante la Agencia Es-
tatal de Administración Tributaria 
(AEAT) declaraciones-liquidaciones 
mensuales del IVA (grandes empresas, 
modelo 320) y declaración-resumen 
anual (grandes empresas, modelo 
392). De esta última resulta una canti-
dad a devolver de 1.140.467,37 EUR 
computada de la siguiente manera: 

- 59,80 por 100 de la diferencia en-
tre el IVA soportado: -839.179,16 
EUR. (Se observa una diferencia 
irrelevante -de 30 céntimos, segu-
ramente debida a una errata- en-
tre la diferencia declarada a la 
Hacienda Foral y a la AEAT). 

- Más los ingresos resultantes de las 
declaraciones-liquidaciones men-
suales presentadas en el ejercicio: 
301.288,21 EUR. 

3º. En respuesta a un requerimiento de la 
Unidad de Gestión de Grandes Empre-
sas de la Delegación Especial del País 
Vasco de la AEAT, la entidad presentó 
el 4 de junio de 2009 ante esta depen-
dencia, un escrito (curiosamente fe-
chado el día siguiente) (Doc. n° 3 
anexo al de planteamiento) en el que 
manifiesta lo siguiente: 

- Que (ENTIDAD 1), S.L., antes 
(ENTIDAD 2), S.L. absorbió median-
te escritura de fusión de fecha 29 
de diciembre de 2007 a la socie-
dad (ENTIDAD 1), S.A. con CIF A----
-. 

- En la citada escritura, incluida 
como Doc. nº 5 entre los anexos al 
escrito de planteamiento, se indi-
ca que la absorbente, (ENTIDAD 
2), S.L., socio único de (ENTIDAD 
1), S.A., adoptó tras la fusión la 
denominación social de (ENTIDAD 
1), S.L. En ella se establece tam-
bién que la fecha a partir de la 
cual las operaciones de la socie-
dad que se extingue se conside-
ran realizadas a efectos contables 
por cuenta de la sociedad absor-
bente es el 1 de enero de 2007. La 
escritura se inscribió en el Registro 
Mercantil de Gipuzkoa el31 de di-
ciembre de 2007. 

- Que la sociedad absorbente 
(ENTIDAD 1), S.L. (antigua 
(ENTIDAD 2), S.L.), con domicilio 
fiscal en Guipúzcoa, no superó el 
volumen de operaciones por im-
porte de 7 millones de euros en el 
ejercicio de 2007. 

- Que aunque debiera haber tribu-
tado exclusivamente a la Hacien-
da Foral de Gipuzkoa, la entidad 
presentó en 2008 declaraciones 
del IVA tanto a ésta como a la 
AEAT en las proporciones 40,20 y 
59,80 respectivamente, en virtud 
de las cuales ingresó en la AEAT 
en los cinco primeros meses de 
dicho ejercicio la suma de 
301.288,08 EUR. 

- Que la entidad solicitó a la AEAT 
la devolución en concepto de IVA 
de 1.140.467,37 EUR. 

- Que dado que corresponde la tri-
butación exclusivamente a la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa en el 
ejercicio 2008 procede que la 
AEAT transfiera a la Hacienda gui-
puzcoana las cantidades ingresa-
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das en aquélla, lo que pide que 
se acuerde por la Agencia Estatal. 

4º. Con fecha 10 de junio de 2009 la enti-
dad presentó ante el Departamento 
de Hacienda y Finanzas de la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa escrito del an-
terior día 6 (Doc. nº 4 anexo al de plan-
teamiento del conflicto). En el citado 
escrito la entidad expone las mismas 
consideraciones que había formulado 
ante la AEAT; señala que "siguiendo ins-
trucciones de la propia Agencia Tribu-
taria” solicitó de ésta la transferencia 
de las cantidades ingresadas por im-
porte de 301.288,08 EUR; aporta nuevas 
declaraciones-liquidaciones mensuales 
y declaración-resumen anual del IVA 
ejercicio 2008 (esta última aneja como 
Doc. nº 5 al escrito de planteamiento) 
y concluye solicitando de la Diputa-
ción Foral la devolución en concepto 
de IVA ejercicio 2008 de 1.910.614,03 
EUR. 

La cantidad cuya devolución solicita 
la entidad de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa se explica por la entidad 
como la suma de las dos siguientes 
partidas: 1.140.467,37 EUR (devolución 
solicitada al Estado) y 770.146,66 EUR 
(devolución solicitada inicialmente a la 
Hacienda Foral). 

Otra manera de computar la canti-
dad cuya devolución se pide a la Di-
putación Foral en el mencionado escri-
to (1.910.614,03 EUR) es la suma de las 
siguientes cantidades: 

- 1.403.309,64 (saldo total del IVA) 
más 

- 507.304,39 (suma de las cantida-
des ingresadas a las dos Adminis-
traciones; de acuerdo con este 
planteamiento, la ingresada al Es-

tado sería transferida por éste a la 
Diputación) 

5º. Con fecha 22 de julio de 2009 (Doc. nº 
6 anexo al escrito de planteamiento) el 
Servicio de Gestión de Impuestos Indi-
rectos del Departamento de Hacienda 
y Finanzas de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa dictó un acuerdo mediante 
el cual, por una parte, rectifica el saldo 
total del IVA reduciéndolo a -
1.366.745,21. Por otra parte, la Hacien-
da Foral de Gipuzkoa sostiene, en vir-
tud de los argumentos que aduce, que 
la entidad superó en el ejercicio 2007 
el volumen de operaciones de 7 millo-
nes de euros, por lo que únicamente 
corresponde a la Diputación Foral la 
devolución del 40.20 por 100 del saldo 
inicialmente solicitado, correspondien-
do al Estado la devolución del resto. En 
consecuencia, el mencionado órgano 
formuló propuesta de liquidación provi-
sional por la que se determina una de-
volución de 755.447,88 EUR. 

6º. Mediante Orden Foral 617/2009, de 3 
de agosto, notificada a la Administra-
ción del Estado el día 4 de agosto de 
2009, se declaró la incompetencia de 
la Diputación Foral de Gipuzkoa para 
llevar a cabo la devolución del importe 
de 1.140.467,37 EUR del IVA ejercicio 
2008 solicitada por la entidad. 

7º. Manifiesta la Diputación Foral de Gi-
puzkoa que "a la fecha de plantea-
miento del presente conflicto no se ha 
recibido en este Departamento de 
Hacienda y Finanzas ningún pronun-
ciamiento de la Administración tributa-
ria del Estado en relación con dicha 
propuesta". Por fecha de planteamien-
to hay que entender la del correspon-
diente escrito, es decir, el 29 de sep-
tiembre de 2009. 
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8º. En su reunión del 22 de septiembre 
de 2009 el Consejo de Diputados de 
la Diputación Foral de Gipuzkoa de-
cidió plantear el presente conflicto. El 
28 de septiembre de 2009 el Depar-
tamento de Hacienda y Finanzas de 
la Diputación Foral comunicó el ante-
rior acuerdo al Departamento de 
Economía y Hacienda del Gobierno 
Vasco en cumplimiento del artículo 
11 del Reglamento de la Junta Arbi-
tral del Concierto Económico apro-
bado por Real Decreto 1760/2007, de 
28 de diciembre (RJACE). 

2. El escrito de planteamiento concluye con 
la petición a esta Junta Arbitral de que "dicte 
una resolución por la que se declare la in-
competencia del Departamento de Hacien-
da y Finanzas de esta Diputación Foral de 
Gipuzkoa para llevar a cabo la devolución 
del importe de 1.140.467,36 euros, por el Im-
puesto sobre el Valor Añadido, ejercicio 2008, 
correspondiente al porcentaje del 59,80% del 
volumen total de operaciones declaradas en 
territorio común, solicitada por la entidad 
(ENTIDAD 1), S.L. (NIF ----), al derivar dicho 
saldo de operaciones realizadas por dicha 
entidad cuando tributaba en volumen de 
operaciones por dicho Impuesto, correspon-
diendo a la Administración del Territorio Histó-
rico de Gipuzkoa la exacción en el ejercicio 
2008 exclusivamente del 40,20% restante y se 
determine la competencia al efecto a la 
Administración del Estado". 

3. La Administración del Estado no hizo uso 
del derecho a formular alegaciones que le 
confiere el artículo 16.2 RJACE. 

4. Puesto de manifiesto el expediente, en el 
trámite de alegaciones previsto en el artículo 
16.4 RJACE, la Diputación Foral de Gipuzkoa 
presentó el 4 de mayo de 2011 a esta Junta 
Arbitral un escrito de fecha 3 de mayo de 
2011, en el que expone que tras el examen 
de la documentación contenida en el expe-
diente "se aprecia la ausencia de alegacio-

nes por parte de la Administración del Estado 
ante el escrito de planteamiento de conflicto 
efectuado por parte de esta Administración, 
al igual que no expuso argumentación en 
contrario ante la declaración de incompe-
tencia notificada por esta Diputación Foral el 
4 de agosto de 2009. En consecuencia, no 
cabe a esta Administración sino ratificar los 
argumentos expuestos en el escrito de plan-
teamiento de conflicto referido". Concluye 
solicitando a la Junta Arbitral que resuelva de 
acuerdo con lo solicitado en este último escri-
to. 

5. Tampoco en esta ocasión formuló alega-
ciones la Administración del Estado. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. El presente conflicto fue planteado en 
tiempo y forma. En efecto, por una parte, el 
escrito de planteamiento de la Diputación 
Foral de Gipuzkoa se presentó dentro del 
plazo de un mes "a contar desde la ratifica-
ción expresa o tácita a que se refiere el apar-
tado anterior" establecido en el artículo 13.2 
RJACE. Según el apartado 1 remitido, "[s]e 
entiende que una Administración tributaria se 
ratifica tácitamente en su competencia 
cuando no atienda el requerimiento de in-
hibición en el plazo de un mes desde su re-
cepción. Asimismo, se entenderá que una 
Administración tributaria no se considera 
competente cuando no atienda la declara-
ción de incompetencia de la otra Adminis-
tración". Consideramos que el plazo de un 
mes para la afirmación tácita de la compe-
tencia es también aplicable a la manifesta-
ción tácita de incompetencia. 

Pues bien, en el presente caso la declara-
ción de incompetencia de la Diputación 
Foral de Gipuzkoa se notificó a la Administra-
ción del Estado el 4 de agosto de 2009, por lo 
que de acuerdo con las citadas normas re-
glamentarias y teniendo en cuenta el articulo 
48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones 
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Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (LRJ-PAC), aplicable en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 8 RJACE, el plazo de 
un mes cuyo transcurso determinó la manifes-
tación tácita de incompetencia de la Admi-
nistración del Estado se cumplió el 5 de sep-
tiembre de 2009 y el plazo de un mes para el 
planteamiento del conflicto se cumplió el 6 
de octubre de 2009. Por tanto, el escrito de 
planteamiento del conflicto, que tuvo entra-
da en la Junta Arbitral el 2 de octubre de 
2009 fue presentado dentro de plazo. 

Por otra parte, dicho escrito reúne los requi-
sitos establecidos en el artículo 13.2 RJACE. 

2. El objeto del presente conflicto consiste en 
determinar si, como sostiene la Diputación 
Foral de Gipuzkoa, la Hacienda Foral es 
competente para la devolución a la entidad 
del saldo del IVA correspondiente al ejercicio 
2008 tan sólo en proporción al volumen de 
operaciones realizadas en su territorio o, por 
el contrario, lo es para la devolución de la 
totalidad de dicho saldo. Esta segunda postu-
ra sería ciertamente la más favorable para la 
Administración del Estado, la cual, sin embar-
go, a tenor de los datos que se deducen del 
expediente, en ningún momento la ha soste-
nido expresamente, sea aceptando de ma-
nera explícita la petición que le formuló la 
entidad de transferir a la Diputación Foral de 
Gipuzkoa las cantidades ingresadas en terri-
torio común, sea manteniendo tal posición 
ante esta Junta Arbitral. 

Esta renuncia de la Administración del Es-
tado a argumentar en apoyo de la tesis más 
beneficiosa para ella no equivale, desde 
luego, a un desistimiento o allanamiento por 
su parte, que en todo caso exigiría una mani-
festación expresa (no necesariamente escri-
ta, aunque otra forma es difícilmente imagi-
nable) por su parte, como se deduce del 
artículo 91 LRJ-PAC. Por consiguiente, debe-
mos examinar los razonamientos con los cua-
les la Diputación Foral de Gipuzkoa sostiene 
su tesis y valorarlos en sus méritos a la luz de 

los preceptos del Concierto Económico entre 
el Estado y la Comunidad Autónoma del País 
Vasco (CEPV). 

3. La respuesta a la cuestión objeto del pre-
sente conflicto exige determinar cuál de las 
dos Administraciones era la competente para 
la exacción del IVA en el ejercicio 2008. El 
artículo 27.Uno CEPV, en la redacción dada 
por la Ley 28/2007, de 25 de octubre, dispone 
a estos efectos lo siguiente: 

"La exacción del Impuesto sobre el Valor 
Añadido se ajustará a las siguientes nor-
mas: 

Primera. Los sujetos pasivos que operen 
exclusivamente en territorio vasco tributa-
rán íntegramente a las correspondientes 
Diputaciones Forales y los que operen ex-
clusivamente en territorio común lo harán 
a la Administración del Estado. 

Segunda. Cuando un sujeto pasivo ope-
re en territorio común y vasco tributará .' a 
ambas Administraciones en proporción al 
volumen de operaciones efectuado en 
cada territorio, determinado de acuerdo 
con los puntos de conexión que se esta-
blecen en el artículo siguiente. 

Tercera. Los sujetos pasivos cuyo volu-
men total de operaciones en el año ante-
rior no hubiera excedido de 7 millones de 
euros tributarán en todo caso, y cualquie-
ra que sea el lugar donde efectúen sus 
operaciones, a la Administración del Esta-
do, cuando su domicilio fiscal esté situado 
en territorio común y a la Diputación Foral 
correspondiente cuando su domicilio fiscal 
esté situado en el País Vasco". 

A la vista de este precepto, y teniendo en 
cuenta que en 2008 la entidad tenía su do-
micilio fiscal en el Territorio Histórico de Gipuz-
koa, la respuesta a la cuestión controvertida 
se reduce a determinar si el volumen total de 
operaciones de (ENTIDAD 1), S.L. en el año 
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anterior excedía o no de 7 millones de euros. 
Si dicho volumen hubiese sido superior a la 
suma indicada, la competencia exactora 
sobre el IVA, y por tanto, para la devolución 
del saldo negativo resultante por este impues-
to en 2008, se distribuiría entre el Estado y la 
Diputación Foral de Gipuzkoa en proporción 
al volumen de operaciones efectuado en 
cada territorio. Las correspondientes propor-
ciones no están en discusión ni son objeto de 
este conflicto. Por el contrario, si el volumen 
total de operaciones en 2007 no hubiese 
excedido de 7 millones de euros, la compe-
tencia exactora correspondería exclusiva-
mente a la Hacienda Foral de Gipuzkoa por 
aplicación del criterio del domicilio fiscal. 

4. La Diputación Foral de Gipuzkoa sostiene 
que el volumen total de operaciones de la 
entidad en 2007 excedió de 7 millones de 
euros, por considerar que al realizado por 
(ENTIDAD 2), S.L. (denominación de la enti-
dad con anterioridad a la absorción por ella 
de (ENTIDAD 1), S.A.) hay que añadir el reali-
zado por la sociedad absorbida, que era 
superior a aquella cantidad. 

Los argumentos en los que funda esta tesis, 
no siempre expuestos con claridad, pueden 
resumirse de la manera que se explica a con-
tinuación. 

1°) Comienza por afirmar la Diputación Fo-
ral que el volumen de operaciones al que se 
refiere el artículo 27.Uno CEPV es el relativo a 
su propia actividad empresarial, "cuestión 
ésta de gran relevancia ya que cualquier 
incidencia en la actividad mercantil de la 
misma, mediante operaciones financieras 
ajenas a su propia actividad, podría afectar 
a esta magnitud alterando las reglas compe-
tenciales". Esta consideración parece apun-
tar en sentido contrario a la tesis favorable a 
la Institución Foral, si se entiende que una de 
las aludidas operaciones financieras es la 
fusión. 

2°) No obstante, considera la Diputación 
Foral de Gipuzkoa 

"que el artículo 27.Uno.Tercera del 
Concierto debe interpretarse en el senti-
do de que, por una parte, cuando una 
mercantil, ya constituida con anteriori-
dad, dé comienzo el ejercicio fiscal con 
un importe de contraprestaciones reali-
zadas el año anterior inferior a 7 millones 
de euros y a lo largo del mismo supere 
dicha cuantía por el curso normal del 
tráfico empresarial, sin hechos relevantes 
que alteren aquél, debería tributar a la 
Administración en que radique su domi-
cilio fiscal, quien resultaría competente 
para su exacción (exceptuado el su-
puesto del arto 27.Uno. Primera del texto 
concertado). Sin embargo, el siguiente 
año tributará en volumen de operacio-
nes, en base a lo señalado en el artículo 
27.Uno.Segunda, anteriormente repro-
ducido. 

En sentido contrario, aquella mercantil 
con volumen total de operaciones que 
supere aquella cifra en un año y en el 
ejercicio posterior tributaría en ambos en 
proporción a aquellas Administraciones 
que correspondan, sin perjuicio de apli-
car el criterio del domicilio fiscal a partir 
del año siguiente en que su volumen 
global a final del ejercicio resulte inferior 
a la cantidad señalada. 

Del mismo modo, siguiendo en esta 
misma línea, en aquellos supuestos en 
que se produzcan determinadas circuns-
tancias que supongan e incidan en una 
variación significativa del volumen de 
operaciones de la entidad, [... ] detalla-
dos en el artículo 29.Dos [... ] que permiti-
rían modificar, previa comunicación a la 
Comisión de Coordinación y Evaluación 
Normativa, el porcentaje provisional 
aplicable en las declaraciones-
liquidaciones a presentar en el mismo 
año, resultante del volumen de opera-
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ciones 'heredado' del proceso de rees-
tructuración entre empresas, a expensas 
de la regularización final correspondien-
te. Una vez hecha esta regularización al 
concluir el ejercicio fiscal, el porcentaje 
definitivo del volumen total acreditado 
atribuido a cada Administración sería uti-
lizado como provisional para el próximo 
ejercicio”. 

El artículo 29.Dos CEPV dispone lo siguiente: 

"Las proporciones provisionalmente 
aplicables durante cada año natural se-
rán las determinadas en función de las 
operaciones del año precedente. La 
proporción provisional aplicable en los 
períodos de liquidación del primer año 
natural del ejercicio de la actividad será 
fijada por el sujeto pasivo según su previ-
sión de las operaciones a realizar en ca-
da territorio, sin perjuicio de la regulari-
zación final correspondiente. 

No obstante lo previsto en el párrafo 
anterior, podrá aplicarse, previa comu-
nicación a la Comisión de Coordinación 
y Evaluación Normativa prevista en la 
sección 2." del capítulo 111 del presente 
Concierto Económico, una proporción 
diferente en los siguientes supuestos: 

a) Fusión, escisión y aportación de ac-
tivos. 

b) Inicio, cese, ampliación o reducción 
de actividad en territorio común o foral 
que implique una variación significativa 
de la proporción calculada según el cri-
terio especificado en el primer párrafo 
de este apartado. 

En todo caso, se considerará que la 
variación es significativa, cuando su-
ponga la alteración de 15 o más puntos 
porcentuales en la proporción aplicable 
a cualquiera de los territorios". 

Es decir que en el caso de fusión, además 
de los restantes operaciones y supuestos que 
contempla la norma transcrita, la sociedad 
absorbente puede modificar, con aplicación 
a las declaraciones de ese mismo ejercicio, la 
proporción provisional que resulta de las ope-
raciones del año precedente, si bien comu-
nicándolo previamente a la Comisión de 
Coordinación y Evaluación Normativa. La 
nueva proporción así resultante, previa regu-
larización en la última declaración-
liquidación del ejercicio según las operacio-
nes realizadas en éste, determinará la pro-
porción definitiva (art. 29.Tres CEPV). Ésta, a su 
vez, será la proporción provisional en el ejer-
cicio siguiente (art. 29.Dos CEPV). 

Si no hemos entendido mal su exposición, 
para la Diputación Foral de Gipuzkoa el pre-
cepto transcrito sería el cauce del Concierto 
por medio del cual el volumen de operacio-
nes de la sociedad absorbida podría sumarse 
al de la absorbente. 

Según la Diputación Foral de Gipuzkoa 
(pág. 10 del escrito de planteamiento), "esta 
interpretación quedaría ratificada en base al 
contenido del artículo 27. Dos del Concierto, 
cuando establece la posibilidad de que 
aquellas mercantiles, ya sea al inicio de la 
actividad o incluso cuando el primer año de 
actividad no coincidiera con el año natural 
(con el ejercicio fiscal), pudieran encontrarse 
tributando en volumen de operaciones ente 
diferentes Administraciones competentes, sin 
esperar a conocer la cifra de negocio de 
final del ejercicio, atendiendo al volumen de 
operaciones realizado en el primer año natu-
ral o elevando al año tal cuantía si el periodo 
resultara inferior al año". 

El citado artículo 27.Dos CEPV dispone lo si-
guiente: 

"Se entenderá como volumen total de 
operaciones el importe de las contra-
prestaciones, excluido el Impuesto sobre 
el Valor Añadido y el recargo de equiva-
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lencia, en su caso, obtenido por el sujeto 
pasivo en las entregas de bienes y pres-
taciones de servicios realizadas en su ac-
tividad. 

En el supuesto de inicio de la activi-
dad, para el cómputo de la cifra de 7 
millones de euros, se atenderá al volu-
men de operaciones realizado en el pri-
mer año natural. 

Si el primer año de actividad no coin-
cidiera con el año natural, para el cóm-
puto de la cifra anterior, las operaciones 
realizadas desde el inicio de las activi-
dades se elevarán al año". 

Entendemos la afirmación de la Diputación 
Foral de Gipuzkoa en el sentido de que lo 
que confirmaría este precepto es la posibili-
dad de que la cifra de negocios de un año 
surta efectos en este mismo ejercicio. 

Ahora bien, añade la Diputación Foral, "el 
hecho de que los efectos de la fusión por 
absorción en relación al IVA se materialicen 
en el último día del año 2007 (fecha de ins-
cripción en el Registro Mercantil) dificulta, por 
no decir impide, la aplicación de la regla 
contenida en el artículo 29.Dos del Concierto, 
al eliminar la posibilidad de que la mercantil 
absorbente adapte el porcentaje provisional 
de tributación a las diferentes Administracio-
nes de acuerdo al volumen de operaciones 
real y efectivo sobrevenido en base a la ope-
ración de reestructuración llevada a cabo". 

Al ser el día siguiente a la operación de fu-
sión correspondiente a un ejercicio diferente 
(el año 2008), prosigue la Diputación Foral, 
"ha resultado suprimida la posibilidad de 
adaptar las reglas de distribución competen-
cial a las operaciones de reordenación mer-
cantil, con alteración de las reglas conteni-
das en el Concierto, como consecuencia de 
la actuación particular de operadores eco-
nómicos privados en función de sus propios 
intereses". En cambio, afirma la Diputación, "si 

en el caso aquí estudiado la fusión se hubiera 
concretado en los primeros meses de 2007, 
sin duda alguna la cuestión ahora debatida 
quedaría solventada considerando que en 
2008 la tributación se efectuaría en volumen 
de operaciones, teniendo en cuenta el lugar 
de realización del hecho imponible" (pág. 
11). 

3°) Invoca la Diputación Foral de Gipuzkoa 
el artículo 2.Dos CEPV, que remite para la 
interpretación del Concierto a lo establecido 
en la Ley General Tributaria para la interpre-
tación de las normas tributarias, la cual reen-
vía (art. 12.1 de la LGT vigente) al artículo 3.1 
del Código civil, según el cual ''[l]as normas se 
interpretarán según el sentido propio de sus 
palabras, en relación con el contexto, los 
antecedentes históricos y legislativos y la rea-
lidad social del tiempo en que han de ser 
aplicadas, atendiendo fundamentalmente al 
espíritu y finalidad de aquéllas". 

Expone la Diputación Foral que la entidad 
absorbida (ENTIDAD 1), S.A. tributó desde 
2004 hasta 2007 inclusive según proporción 
correspondiente a cada Administración en 
función del volumen de operaciones (que 
excedía ampliamente en todos esos ejerci-
cios de 7 millones de euros, mientras que la 
absorbente no llevó a cabo en dichos ejerci-
cios actividad empresarial alguna, habiendo 
presentado declaraciones-liquidaciones del 
IVA desde 2004 (año de su constitución) has-
ta 2007 únicamente arrojando IVA soportado. 
La actividad de la absorbente (antes 
(ENTIDAD 2), S.L. y tras la fusión (ENTIDAD 1), 
S.L.) consiste solamente en la explotación del 
negocio generado por la absorbida. La fu-
sión, viene a decir el argumento de la Dipu-
tación, alteró la titularidad jurídica del nego-
cio pero no su naturaleza económica, por lo 
que no debería tampoco modificarse el crite-
rio de distribución del IVA que se venía apli-
cando con anterioridad a aquella operación. 

La aplicación estricta del criterio de exac-
ción del artículo 27.Uno.Tercera CEPV daría 
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lugar a la competencia exclusiva de la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa sobre el IVA 
ejercicio 2008, puesto que en el 2007 el volu-
men de operaciones de la entidad subsisten-
te tras la fusión (la ahora denominada 
(ENTIDAD 1), S.L.), domiciliada fiscalmente en 
Gipuzkoa, fue inferior a 7 millones de euros. En 
tal caso, como señala la Diputación, el ejer-
cicio 2008 sería un ejercicio "anómalo". 

De aceptarse el criterio (implícitamente) 
mantenido por la Administración del Estado, 
las entidades con volumen de operaciones 
superior a 7 millones de euros podrían deter-
minar a su albedrío para futuros ejercicios la 
Administración competente para la exacción 
del IVA: bastaría con ser absorbidas por una 
sociedad con volumen de operaciones infe-
rior a esa cifra. 

4°) En virtud de la fusión la entidad absor-
bente asumió por sucesión universal todos los 
derechos y obligaciones de la extinguida a 
partir de la fecha de inscripción de la fusión 
en el Registro Mercantil, el 31 de diciembre 
de 2007. Por consiguiente, desde el 1 de ene-
ro de 2008 la sociedad absorbente se subro-
gó en la posición de la absorbida frente a las 
Administraciones tributarias correspondientes, 
incluidas las derivadas del Concierto, surgidas 
como consecuencia del volumen de opera-
ciones declarado en 2007. 

5°) Según la Diputación Foral de Gipuzkoa, 
"la propia normativa del [VA soluciona la 
cuestión". Se refiere, en el Territorio Histórico 
de Gipuzkoa, al artículo 121.Uno del Decreto 
Foral 102/1992, de 29 de diciembre, por el 
que se adapta la normativa fiscal a la Ley 
37/1992, del IVA, idéntico al del mismo núme-
ro de ésta. El citado precepto es del tenor 
siguiente: 

"A efectos de lo dispuesto en este De-
creto Foral, se entenderá por volumen 
de operaciones el importe total, exclui-
do el propio Impuesto sobre el Valor 
Añadido y, en su caso, el recargo de 

equivalencia y la compensación a tanto 
alzado, de las entregas de bienes y pres-
taciones de servicios efectuadas por el 
sujeto pasivo durante el año natural an-
terior, incluidas las exentas del Impuesto. 

En los supuestos de transmisión de 
la totalidad o parte de un patrimonio 
empresarial o profesional, el volumen 
de operaciones a computar por el su-
jeto pasivo adquirente será el resul-
tado de añadir al realizado, en su ca-
so, por este último durante el año na-
tural anterior, el volumen de opera-
ciones realizadas durante el mismo 
período por el transmitente en rela-
ción a la parte de su patrimonio 
transmitida". 

6°) Arguye finalmente la Diputación Foral 
de Gipuzkoa que la interpretación (implícita-
mente, habría que puntualizar) mantenida 
por la Administración tributaria del Estado 
"dificultaría la aplicación de principios armo-
nizadores del IVA en el ámbito comunitario, 
como el de igualdad de trato, puesto que si 
otra mercantil, en circunstancias similares 
hubiera inscrito la fusión en abril de 2007 
hubiera debido tributar en volumen de ope-
raciones en el ejercicio 2008. Sin embargo, al 
haberlo hecho (ENTIDAD 1), S.L. el último día 
del citado ejercicio, la consideración a partir 
del 1 de enero de 2008 únicamente de su 
propio volumen en 2007 parece impedir la 
aplicación de la regla contenida en el artícu-
lo 27.Uno.Segunda del Concierto Económi-
co". 

Añade que tampoco se observaría la doc-
trina del Tribunal de Justicia de las Comuni-
dades Europeas según la cual la realidad 
económica constituye un criterio fundamen-
tal para la aplicación del sistema común del 
IVA. Si este criterio no se tomase en conside-
ración se podrían "incentivar operaciones 
financieras 'artificiales' tendentes a la elec-
ción de la Administración exaccionadora". 
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5. La cuestión planteada por el presente con-
flicto consiste -enunciémosla de nuevo, aun a 
costa de ser reiterativos-en determinar si en el 
cómputo del volumen total de operaciones 
de la entidad en el ejercicio 2007 debe in-
cluirse o no el realizado por (ENTIDAD 1), S.A. 
absorbida por ella. De la respuesta a esta 
cuestión depende que dicho volumen de 
operaciones exceda o no de 7 millones de 
euros y, en consecuencia, si en el ejercicio en 
cuestión, 2008, la entidad debe tributar con 
arreglo al volumen de operaciones realizado 
en territorio común y foral o según el domici-
lio. 

Así formulada, la cuestión planteada es dis-
tinta en rigor de la definición del concepto 
de "volumen total de operaciones" entendida 
como determinación de las operaciones 
cuya contraprestación forma dicho volumen; 
por ejemplo, si lo integran las operaciones no 
sujetas al IVA o las realizadas fuera del ámbi-
to de aplicación de este impuesto. 

Esta última cuestión, regulada en el artículo 
27.Dos, párrafo primero, del CEPV, no se susci-
ta en el presente conflicto. 

La solución del problema que nos ocupa 
ha de basarse principalmente en las normas 
del Concierto Económico; no es posible, por 
tanto, atribuir un peso decisivo a disposicio-
nes ajenas a él, salvo que el propio Concierto 
remita a ellas, como hace a efectos del Im-
puesto sobre Sociedades en el artículo 
14.Dos, párrafo segundo, y sin perjuicio de la 
utilización cuando proceda del elemento 
sistemático de la interpretación. 

Tiene, por tanto, un valor limitado el argu-
mento extraído del artículo 121.Uno del De-
creto Foral 102/1992. 

El correcto planteamiento de la cuestión 
controvertida requiere tener en cuenta la 
distinta finalidad de las normas contenidas en 
los artículos 27.Uno.Tercera y 29.Dos CEPV. El 
primero contiene la regla en virtud de la cual 

el sujeto pasivo tributa en un determinado 
ejercicio según su domicilio fiscal o según el 
volumen de operaciones realizado en cada 
territorio (la tradicionalmente denominada 
"cifra relativa de negocios"): que su volumen 
total de operaciones en el año anterior 
hubiera excedido o no de 7 millones de eu-
ros. El segundo, por el contrario, regula la 
determinación de las proporciones corres-
pondientes a las operaciones realizadas en 
territorio común y foral aplicables en un de-
terminado ejercicio, estableciendo, en resu-
men, que tales proporciones serán provisio-
nalmente las aplicadas en el año preceden-
te, pero que pueden modificarse en determi-
nados supuestos, entre los que figura la fusión 
societaria. Esta modificación requiere la pre-
via comunicación a la Comisión de Coordi-
nación y Evaluación Normativa prevista en el 
propio Concierto Económico. 

Dada la diferente función de ambas nor-
mas, no es necesario que el volumen total de 
operaciones del año anterior al que se refiere 
el artículo 27.Uno.Tercera CEPV, haya sido 
aplicable en ese mismo año en virtud del 
artículo 29.Dos CEPV. En otros términos, cabe 
la posibilidad de que el volumen de opera-
ciones de un ejercicio determinado, que, 
según el artículo 27.Uno.Tercera CEPV, ha de 
tenerse en cuenta a efectos de la alternativa 
entre tributación según domicilio o según 
volumen de operaciones en el ejercicio si-
guiente, no coincida con el que se tuvo en 
cuenta en ese mismo ejercicio a efectos del 
reparto del impuesto. 

Lo anterior puede suceder cuando ni el su-
jeto pasivo ni ninguna de las Administraciones 
interesadas hayan promovido la rectificación 
del porcentaje de reparto inicialmente apli-
cado con arreglo al artículo 29.Dos CEPV, o 
cuando, por el momento en que tuvo lugar el 
supuesto que según este precepto permite 
tal rectificación, ésta no haya sido posible, 
como ocurre en el presente caso. A efectos 
de la determinación del umbral de volumen 
de operaciones para la tributación propor-
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cional a ambas Administraciones no puede 
haber diferencia de tratamiento según el 
momento del ejercicio (del año anterior al 
considerado) en que el suceso que origina la 
modificación del porcentaje (en el presente 
caso la fusión) ha tenido lugar, como teme la 
Diputación Foral de Gipuzkoa. En otras pala-
bras, el volumen de operaciones umbral tiene 
que ser el mismo cualquiera que sea ese 
momento. 

Por otro lado, sin perjuicio de la distinta fina-
lidad de los artículos 27.Uno.Tercera y 29.Dos 
CEPV, parece claro que la determinación del 
volumen de operaciones que ha de tomarse 
en consideración a efectos de uno y otro 
precepto debe regirse por el mismo criterio, 
de manera que si a efectos del segundo de 
ellos se tienen en cuenta las consecuencias 
de una fusión, lo mismo debe suceder a efec-
tos del primero. Es lógico además que en el 
cómputo del volumen de operaciones al que 
se refieren ambos preceptos se incluya el 
realizado por la sociedad absorbida: en 
cuanto al primero de ellos, porque esa mag-
nitud es un índice de la dimensión de la em-
presa; en cuanto al segundo, porque el vo-
lumen de operaciones conjunto es el que 
determinará el porcentaje de reparto del 
impuesto en función del territorio en que se 
realicen las operaciones que lo originan. 

Bastan las consideraciones precedentes 
para llegar a la conclusión de que en el pre-
sente caso el volumen de operaciones reali-
zado en el ejercicio 2007 por la sociedad 
absorbida, (ENTIDAD 1), S.A., debe integrarse 
en el cómputo del volumen de operaciones 
de la entidad como absorbente, el cual, por 
tanto, rebasaría el umbral de 7 millones de 
euros. 

6. No aportan gran cosa en apoyo de esta 
conclusión otros argumentos aducidos por la 
Diputación Foral de Gipuzkoa. Así, en primer 
lugar, el abuso del punto de conexión del 
Concierto Económico al que podría dar lugar 
la solución contraria, que no es posible si se 

acepta la tesis que propugnamos; prescin-
diendo, por otra parte, de la viabilidad fiscal 
de una operación de fusión realizada con 
esa finalidad. Lo mismo sucede con el argu-
mento de la subrogación de la absorbente 
en la posición de la extinguida frente a la 
Hacienda Pública, ya que la tributación de la 
primera en volumen de operaciones no es un 
derecho transmisible en el que quepa la su-
cesión; la cuestión a dilucidar aquí es el régi-
men de tributación de la absorbente (según 
el domicilio o el volumen de operaciones) y 
del efecto de la fusión sobre dicho régimen. 

Hay, sin embargo, otras consideraciones 
que sí refuerzan la anterior conclusión. La 
primera es que en la escritura de fusión de 26 
de diciembre de 2007, otorgamiento quinto, 
se fija el día 1 de enero de 2007 como fecha 
a partir de la cual las operaciones de la so-
ciedad que se extingue se consideran reali-
zadas a efectos contables por cuenta de la 
sociedad absorbente. Es de señalar que el 
artículo 98 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de 
julio, del Territorio Histórico de Gipuzkoa, del 
Impuesto sobre Sociedades, al igual que el 91 
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, dispone que las rentas de 
las actividades realizadas por las entidades 
extinguidas a causa de las operaciones a las 
que es aplicable el régimen especial de las 
reorganizaciones empresariales "se imputarán 
de acuerdo con lo previsto en las normas 
mercantiles". Es decir, que la retroacción con-
table de la fusión tiene también efectos fisca-
les. 

Por consiguiente, las operaciones realizadas 
por (ENTIDAD 1), S.A. a partir de la fecha indi-
cada eran fiscalmente imputables a la ab-
sorbente y contribuían a formar su volumen 
de operaciones. La declaración-liquidación 
del IVA y la declaración-resumen anual de 
aquélla por el ejercicio 2007, que no figuran 
en el expediente, debieron ser presentadas 
por ésta. 
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Debemos aclarar que lo relevante a efec-
tos del cómputo del volumen de operaciones 
umbral no es el alcance retroactivo de la 
fusión; cualquiera que sea éste, incluso aun-
que no exista tal alcance, a dichos efectos el 
volumen de operaciones de la absorbida se 
añadiría al de la absorbente. Pero en este 
caso concreto la retroacción contable de la 
fusión al comienzo del ejercicio hace que 
fiscalmente las operaciones de la sociedad 
absorbida sean imputables a la absorbente y 
formen parte directamente de su volumen de 
operaciones, lo cual, en el presente caso, 
convierte en realidad en ocioso el debate 
jurídico precedente. 

La segunda consideración que robustece 
la conclusión a la que hemos llegado en el 
apartado anterior es que la sociedad absor-
bente, (ENTIDAD 2), S.L., era socio único de la 
absorbida, (ENTIDAD 1), S.A., y carecía de 
actividad propia. La fusión llevada a cabo 
era, por tanto, una fusión de las llamadas 
"impropias", porque no suponen la integra-
ción real de socios y patrimonios ajenos a la 
absorbente sino únicamente el levantamien-
to de la separación formal de la personalidad 
jurídica .e la absorbida. Si en la aplicación del 
IVA ha de tenerse en cuenta la realidad eco-
nómica, como postula la doctrina del Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas 
que cita la Diputación Foral de Gipuzkoa, es 
claro que la posición de la entidad después 
de la fusión es una mera continuación de la 
que ya tenía antes de ella por intermediación 
de su filial íntegramente participada. 

7. La conclusión a la que hemos llegado en 
virtud de las consideraciones precedentes, 
de que el volumen de operaciones realizado 
en el ejercicio 2007 por la sociedad absorbi-
da, (ENTIDAD 1), S.A., debe integrarse en el 
cómputo del volumen de operaciones de la 
entidad como absorbente, y que, en conse-
cuencia, dicho volumen excedió en el referi-
do ejercicio de 7 millones de euros, conduce 
necesariamente a afirmar, en aplicación del 
artículo 27.Uno CEPV, que la competencia 

para la devolución del saldo negativo del IVA 
del ejercicio 2008 presentado por (ENTIDAD 
1), S.L. pertenece a la Diputación de Gipuz-
koa y a la Administración tributaria del Estado 
en proporción al volumen de operaciones 
efectuado en los respectivos territorios. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

Declarar que la competencia para la devo-
lución del saldo negativo del IVA del ejercicio 
2008 presentado por (ENTIDAD 1), S.L. perte-
nece a la Diputación de Gipuzkoa y a la Ad-
ministración tributaria del Estado en propor-
ción al volumen de operaciones efectuado 
en los respectivos territorios. 
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Resolución R 25/2011 Expediente 6/2009  

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 22 de di-
ciembre de 2011 la Junta Arbitral del Concier-
to Económico con la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, compuesta por D. Carlos Pa-
lao Taboada, Presidente, y D. Isaac Merino 
Jara y D. Francisco Javier Muguruza Arrese, 
Vocales, ha adoptado el siguiente 

ACUERDO 

sobre el conflicto planteado por la entidad 
(ENTIDAD 1), S.L. (NIF B----), en el que las Ad-
ministraciones afectadas son la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria y la Diputa-
ción Foral de Bizkaia, que se tramita ante esta 
Junta Arbitral con el número de expediente 
6/2009. 

I. ANTECEDENTES 

1. El 13 de julio de 2009 tuvo entrada en esta 
Junta Arbitral un escrito de fecha 30 de junio 
de 2009 del representante de la sociedad 
(ENTIDAD 1), S.L. (NIF B----) -en adelante "la 
entidad"- en el que éste expuso determina-
dos antecedentes y fundamentos de Dere-
cho. Entre estos últimos, la entidad invoca 
como título de legitimación lo dispuesto en el 
artículo 13.3 del Reglamento de la Junta Arbi-
tral del Concierto Económico (RJACE). 

Concluye el escrito solicitando que "se pro-
ceda por parte de la Junta Arbitral al inicio 
del procedimiento para resolver el conflicto 
que se plantea entre la Administración Tribu-
taria Estatal y la Diputación Foral de Bizkaia 
relativo a la aplicación del punto de co-
nexión establecido en el articulo 7.Uno.a) de 
la Ley 12/2002, de Concierto Económico, 
retenciones del trabajo, ejercicio 2006, con-
forme establece el citado texto legal y el Real 
Decreto 1760/2007, que aprueba el Regla-
mento de la Junta Arbitral". 

2. El conflicto así planteado fue admitido a 
trámite por la Junta Arbitral el 20 de diciem-
bre de 2010. 

3. Los antecedentes expuestos por la entidad 
en el citado escrito son en resumen los si-
guientes: 

- La entidad, que tiene su domicilio fiscal 
en Badalona (Barcelona), presentó to-
das las autoliquidaciones de retenciones 
del trabajo, ejercicio 2006, e ingresó la 
deuda tributaria resultante en la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria 

- Con posterioridad la entidad recibió de 
la Diputación Foral de Bizkaia una liqui-
dación provisional de las retenciones co-
rrespondientes a determinados trabaja-
dores con requerimiento de su ingreso 
en la Hacienda Foral. 

- La entidad interpuso recurso de reposi-
ción contra dicha liquidación, que fue 
desestimado, y recurrió frente a esta re-
solución ante el Tribunal Económico-
Administrativo Foral de Bizkaia, que des-
estimó la reclamación mediante resolu-
ción de 18 de marzo de 2009. La entidad 
ingresó las cantidades en discusión a la 
Hacienda Foral. 

- Mediante escrito de 5 de mayo de 2009 
la entidad solicitó de la AEAT la rectifi-
cación de las autoliquidaciones relativas 
a los trabajadores a los que se refiere la 
discrepancia y la devolución de las co-
rrespondientes retenciones. La AEAT no 
resolvió expresamente sobre esta peti-
ción, denegándola, hasta el 31 de mayo 
de 2010, es decir, casi un año después 
de la presentación por la entidad del 
escrito de planteamiento del conflicto 
ante la Junta Arbitral (copia del acuerdo 
de la Dependencia Regional de Inspec-
ción de la Delegación Especial de Cata-
luña de la AEAT figura como Anexo VI 
del escrito de alegaciones de la AEAT en 
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el presente procedimiento, folios 184 y 
sig.). 

- Mediante escrito de fecha 12 de mayo 
de 2009, la entidad se dirigió a la Dipu-
tación Foral de Bizkaia y, después de ex-
poner los antecedentes y fundamentos 
de Derecho que consideró conveniente, 
manifestó lo siguiente: 

"En conclusión, al declararse ambas 
administraciones competentes para la 
exacción de las retenciones del trabajo, 
ejercicio 2006, esta parte solicita, respe-
tuosamente, que la Diputación Foral a la 
que me dirijo, plantee a la Junta Arbitral 
mediante el procedimiento establecido 
en el Real Decreto 1760/2007, el presen-
te supuesto, para que sea el citado ór-
gano quien resuelva sobre la aplicación 
del punto de conexión "centro de traba-
jo al que está adscrito el trabajador" es-
tablecido en el artículo 7 de la Ley 
12/2002, de Concierto Económico". 

- El Departamento de Hacienda y Finan-
zas de la Diputación Foral de Bizkaia res-
pondió a la anterior solicitud mediante 
oficio de fecha 9 de junio de 2009, en el 
que afirmó que "de conformidad con lo 
previsto en el apartado 3 del artículo 13 
del Reglamento de la Junta Arbitral del 
Concierto Económico con la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco, aproba-
do por medio de Real Decreto 
1760/2007, de 28 de diciembre, la enti-
dad compareciente debe suscitar direc-
tamente el conflicto ante la propia Jun-
ta Arbitral ... ". 

4. Tramitado el planteamiento del conflicto 
por la Junta Arbitral por el cauce del artículo 
13.3 RJACE y notificado dicho planteamiento 
a las Administraciones afectadas de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 15.1 RJACE, 
formularon alegaciones tanto la Diputación 
Foral de Bizkaia como la AEAT. 

5. En el trámite de alegaciones la Diputación 
Foral de Bizkaia remitió a esta Junta Arbitral, 
por medio de un oficio de la Jefa de Servicio 
de Política Fiscal del Departamento de 
Hacienda y Finanzas de 8 de febrero de 2011, 
un informe de fecha 24 de enero de 2011 
dirigido al Jefe del Servicio de Coordinación 
de la Inspección. En este documento se ex-
ponen los antecedentes y fundamentos de 
Derecho en los que se funda la conclusión 
siguiente: 

"De acuerdo con lo expuesto, procede 
solicitar a la Junta Arbitral que declare la 
competencia de la Diputación Foral de 
Bizkaia para la exacción de las retencio-
nes de los citados trabajadores de 
acuerdo con lo establecido en el articu-
lo 7.Uno.a) del Concierto Económico 
aprobado por Ley 12/2002 de 23 de ma-
yo, y se proceda a la devolución a la 
empresa del importe ingresado en la 
AEAT en concepto de retenciones del 
ejercicio 2006". 

6. Por su parte, la AEAT presentó un escrito de 
alegaciones de fecha 9 de febrero de 2011, 
que tuvo entrada el siguiente día 11, en el 
que, con base en los antecedentes de hecho 
y fundamentos de Derecho que expone, 
solicita de la Junta Arbitral la inadmisión del 
presente conflicto. 

7. Puesto de manifiesto el expediente, formu-
laron alegaciones la Diputación Foral de Biz-
kaia y la entidad. Aquélla lo hizo mediante un 
informe de la Inspección de fecha 25 de 
mayo de 2011, remitido a esta Junta Arbitral 
por oficio de 1 de junio de 2011. En el citado 
escrito la Diputación Foral de Bizkaia, por una 
parte, se ratifica en sus primeras alegaciones 
y, por otra, sostiene, sobre la base de los ar-
gumentos que aduce, que procede "recha-
zar la solicitud de la AEAT sobre la inadmisión 
del conflicto por falta de cumplimiento de los 
requisitos de legitimación necesarios por par-
te del obligado tributario" . 
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La entidad formuló alegaciones mediante 
escrito de fecha 14 de junio de 2011, en el 
que pide que se proceda por la Junta Arbitral 
a resolver el conflicto. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. La cuestión objeto del presente conflicto 
consiste en determinar cuál de las dos Admi-
nistraciones afectadas, AEAT y Diputación 
Foral de Bizkaia, es competente para la ex-
acción de las retenciones por rendimientos 
satisfechos por la entidad a determinados 
trabajadores en el ejercicio 2006. Es necesa-
rio, sin embargo, examinar previamente la 
alegación de inadmisibilidad del conflicto 
formulada por la AEAT. 

Dicha alegación se funda en que el artículo 
13.3 RJACE exige como requisito para que el 
obligado tributario pueda plantear el conflic-
to que este tenga carácter negativo. El cita-
do precepto dispone lo siguiente: 

"En los supuestos en los que ninguna 
Administración se considere competen-
te, si en el plazo de un mes señalado en 
el apartado anterior ninguna de las dos 
Administraciones se hubiera dirigido a la 
Junta Arbitral promoviendo el conflicto, 
bastará con que el obligado tributario, 
dentro del mes siguiente, comunique es-
ta circunstancia a la Junta para que el 
conflicto se entienda automáticamente 
planteado". 

La AEAT sostiene que el presente conflicto 
no es negativo sino positivo, puesto que am-
bas Administraciones han recabado la com-
petencia controvertida, por lo que el obliga-
do tributario carecía de legitimación para su 
planteamiento. En el caso de conflicto positi-
vo el cauce adecuado es el del apartado 1 
del artículo 13 RJACE, que exige que la Ad-
ministración que se considere competente 
haya requerido de inhibición a la que estime 
incompetente y que ésta haya rechazado el 
requerimiento, ratificándose expresa o táci-

tamente en su competencia. A juicio de la 
AEAT, si la Diputación Foral de Bizkaia se con-
sideraba competente para la exacción de 
las retenciones ingresadas en la Hacienda 
estatal hubiera debido requerir de inhibición 
a la AEA T en los plazos establecidos en el 
RJACE. 

2. En su informe sobre alegaciones de 25 de 
mayo de 2011 la Diputación Foral de Bizkaia 
aduce las siguientes consideraciones acerca 
del impedimento procedimental suscitado 
por la AEAT: 

"El obligado tributario recibió Resolu-
ción desestimatoria de fecha 28/04/2009 
[esta es la fecha de la notificación; la de 
la resolución es, como quedó indicado, 
el 18 de marzo de 2009] del TEAF de Biz-
kaia en reclamación interpuesta contra 
la liquidación de la Diputación Foral de 
Bizkaia. Asimismo el recurso de reposi-
ción planteado ante la AEAT solicitando 
la rectificación de autoliquidaciones fue 
desestimado por acuerdo de la Delega-
ción Especial de la AEAT de Cataluña de 
01/04/2009 [este acuerdo se refiere al 
ejercicio 2007; el relativo a 2006 se dictó, 
como ya quedó indicado, el 31 de ma-
yo de 2010]. La situación del obligado 
tributario ante estas resoluciones admi-
nistrativas denegatorias es idéntica o 
análoga a la derivada de una declara-
ción de incompetencia y así debería 
considerarse a efectos de su acceso al 
conflicto automático mediante la vía del 
artículo 13.3 del RJACE. 

En los supuestos de liquidaciones tribu-
tarias negativas o devolución de impues-
tos, las resoluciones administrativas de-
negatorias de los recursos, reclamacio-
nes o solicitudes de ingresos indebidos 
del obligado tributario deben conside-
rarse análogas a las declaraciones de 
incompetencia a efectos del cumpli-
miento de los requisitos de acceso al 
conflicto automático exigidos por el artí-
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culo 13.3 del Reglamento de la Junta 
Arbitral. En caso contrario estaríamos ce-
rrando el acceso de los obligados tribu-
tarios al arbitraje de la Junta Arbitral, 
obligándolos a recurrir a la vía judicial 
para poder resolver un perjuicio deriva-
do únicamente de una discrepancia 
competencial entre Administraciones. 
Bastaría la inactividad de una Adminis-
tración para impedir el acceso automá-
tico de los obligados tributarios en bas-
tantes supuestos de perjuicios derivados 
de actos denegatorios con duplicidad 
competencia!. 

Conforme al artículo 13.3 del citado 
Reglamento de la Junta Arbitral, si nin-
guna de las dos Administraciones se 
hubiera dirigido en el plazo de un mes a 
la Junta Arbitral promoviendo el conflic-
to, bastará con que el obligado tributa-
rio comunique esta circunstancia a la 
Junta para que el conflicto se entienda 
automáticamente planteado. 

La interpretación restrictiva que plan-
tea la AEAT, impediría el acceso de los 
obligados tributarios al arbitraje de la 
Junta en numerosos supuestos de dupli-
cidad de liquidaciones tributarias, de-
jando al obligado tributario como único 
recurso la vía judicial que precisamente 
intenta evitar la propia existencia de la 
Junta Arbitral en el Concierto Económi-
co". 

(subrayado del original) 

3. No podemos compartir los argumentos 
aducidos por la Diputación Foral de Bizkaia 
en favor de la admisión del presente conflicto 
como "automático" por la vía del artículo 13.3 
RJACE. La Diputación se esfuerza por construir 
dicho conflicto como negativo, para lo cual 
contrapone sendas resoluciones desestimato-
rias de las Administraciones afectadas, la del 
TEAF de Bizkaia y la de la Delegación Especial 
en Barcelona de la AEAT. Pero el carácter 

desestimatorio de tales resoluciones no impli-
ca una negación de la competencia para la 
exacción de las retenciones objeto de la 
controversia -que es lo que hubiera originado 
un conflicto negativo--; todo lo contrario, al 
confirmar los actos impugnados dichas reso-
luciones reafirman la competencia en virtud 
de la cual aquéllos se dictaron. 

Así, al practicar la liquidación provisional de 
las retenciones la Diputación Foral de Bizkaia 
afirma evidentemente su competencia para 
la exacción de éstas, afirmación en la que se 
ratifica al desestimar el recurso de reposición 
interpuesto contra aquélla y que el TEAF de 
Bizkaia no hace sino confirmar al desestimar 
la reclamación contra la resolución de la 
reposición. La afirmación de tal competencia 
constituye justamente fundamento de estas 
resoluciones desestimatorias. Es más, esta 
competencia se afirma expresamente por la 
Diputación Foral de Bizkaia en su escrito de 
alegaciones ante esta Junta Arbitral de 24 de 
enero de 2011, alegaciones en las que se 
ratifica en el posterior de 25 de mayo de 
2011. 

Lo mismo cabe decir del acuerdo de la 
AEAT desestimatorio del recurso de reposición 
interpuesto contra la denegación de la solici-
tud de rectificación de las autoliquidaciones 
y devolución de las cantidades ingresadas. 
Así, los razonamientos en los que se funda el 
de 1 de abril de 2009, citado por la Diputa-
ción Foral de Bizkaia, aunque se refiere al 
ejercicio 2007, van encaminados a demos-
trar, en vista de los puntos de conexión del 
Concierto Económico, la competencia de la 
Administración del Estado para la exacción 
de las retenciones. Esto mismo vale para el 
acuerdo de 31 de mayo de 2010, relativo al 
ejercicio 2006. 

Por las mismas razones que se acaban de 
exponer, tampoco es persuasivo el argumen-
to de la Diputación Foral de Bizkaia de que, 
en los supuestos de liquidaciones tributarias 
negativas o devoluciones de impuestos, las 



REFERENCIAS 

resoluciones denegatorias de los recursos o 
solicitudes de ingresos indebidos del obligado 
tributario deben considerarse análogas a las 
declaraciones de incompetencia a efectos 
del artículo 13.3 RJACE. Únicamente es admi-
sible la equiparación mantenida por la cuan-
do la liquidación negativa o el acuerdo de-
negatorio de una devolución se funde en la 
incompetencia de la Administración; en tal 
caso, la resolución desestimatoria del recurso 
contra esa liquidación negativa o resolución 
denegatoria de la devolución no hace sino 
confirmar la incompetencia afirmada por la 
Administración autora del acto impugnado. 
Una resolución desestimatoria de un recurso 
no altera el sentido positivo o negativo del 
acto impugnado, puesto que lo que hace es 
precisamente confirmarlo, al contrario de lo 
que sucede en el caso de una resolución 
estimatoria de un recurso, que invierte ese 
sentido en relación con el motivo de la esti-
mación (afirmando, por ejemplo, la compe-
tencia del órgano que dictó el acto, si esta 
era la ratio petendi). 

Análogamente, el signo positivo o negativo 
de una resolución sobre una solicitud de de-
volución, respecto a la competencia de la 
Administración que la dicta, no deriva de su 
carácter estimatorio o desestimatorio sino de 
su fundamento: una resolución desestimatoria 
tendrá signo positivo (es decir, afirmará la 
competencia de dicha Administración) 
cuando se funde en que ésta efectivamente 
poseía dicha competencia. Esto es lo que 
sucede en el presente caso con la denega-
ción por la AEA T de la devolución de las 
retenciones ingresadas en ella. A la inversa, la 
resolución desestimatoria tendrá signo nega-
tivo cuando su fundamento sea la incompe-
tencia de la Administración. Esto último es lo 
que sucedía con resoluciones denegatorias 
de devoluciones del IVA que dieron lugar al 
planteamiento de diversos conflictos negati-
vos de competencias ante esta Junta Arbi-
tral, alguno de ellos por la vía del artículo 13.3 
RJACE. Aunque en ambos casos la resolución 
es denegatoria de la devolución, su significa-

do respecto a la competencia de la Adminis-
tración que dictó el acto, y por tanto respec-
to al carácter positivo o negativo del conflic-
to a que puede dar lugar, es opuesto. 

El Reglamento de la Junta Arbitral solamen-
te otorga legitimación a los obligados tributa-
rios en caso de conflicto negativo, de acuer-
do con su artículo 13.3. Es, pues, esta disposi-
ción la que claramente impide el acceso 
directo de esos obligados a la Junta Arbitral 
en los supuestos de conflicto positivo como el 
presente. La falta de legitimación de los par-
ticulares para plantear conflictos, con la ex-
cepción señalada, ha sido establecida por la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo en sus sentencias de 12 de 
diciembre de 2006 (rec. 5031/2001), 3 de 
febrero de 2011 (rec. 266/2009) y 7 de abril de 
2011 (rec. 629/2007). 

En los supuestos de conflicto positivo no 
basta la inactividad de una de las Adminis-
traciones para impedir la actuación de la 
Junta Arbitral sino que es necesario que las 
dos Administraciones que mantienen posturas 
discrepantes sobre su competencia se abs-
tengan de plantear el conflicto por la vía del 
apartado 1 del artículo 13 RJACE. Si esto ocu-
rre, como en el caso presente, el Reglamento 
de la Junta Arbitral no ofrece ninguna solu-
ción, por más deseable que ello pudiera ser 
deseable de lege ferenda, al menos en algu-
nos supuestos. 

No queda, por tanto, otra alternativa que 
la inadmisión del presente conflicto. Esta 
conclusión hace innecesario entrar a exami-
nar el fondo de la controversia. 

En su virtud, la Junta Arbitral 

ACUERDA 

No admitir el presente conflicto. 
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